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PRÓLOGO

			Me pide el autor que prologue este libro sobre el atractivo tema de «Los procesos de nulidad del matrimonio: la búsqueda de la verdad del vínculo conyugal y la celeridad procesal». Lo hago con mucho gusto, por varias razones.

			En primer lugar, por la categoría humana, científica y académica del autor. Baste decir sobre él que es licenciado en Derecho Canónico y en Derecho Civil, doctor en Derecho Canónico por la Universidad Complutense de Madrid y doctor en Derecho Canónico por la Pontificia Universidad de la Santa Cruz de Roma, decano del Tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica en España, director del Estudio Rotal, profesor de las Universidades de Navarra y Comillas, académico correspondiente de la Academia de Jurisprudencia y Legislación de España y un largo etcétera.

			Confluyen en él, pues, dos circunstancias que refuerzan su calidad de jurista de raza. El tratamiento, como profesor, de los problemas jurídicos abstractos. Y como juez, el acercamiento prudente de lo que se ha llamado «el derecho en pie de guerra», es decir, la resolución de problemas poniendo como estrella polar la certitudo moralis.

			La segunda circunstancia es evidente para quien lea detenidamente este libro, es decir, su rigor, que lo hace serio en su objetivo, brillante en su trama y coherente en su desenlace. De algún modo, este trabajo –que inicialmente ha sido una tesis, que tuve el honor de dirigir– se asemeja metodológicamente a aquella respuesta de un maestro en derecho, que, en una oposición, ante una pregunta incisiva acerca del porqué de una cuestión respondía con un escueto ¿Por qué no?

			El tema de este excelente estudio es una cuestión novedosa en la que su investigación ha ido cubriendo etapas a través de las cuales se han ido añadiendo sedimentos o bloques con un sustrato complejo, pero elaborado de tal forma que resulta comprensible y práctico para todos los juristas, sean o no expertos en Derecho canónico.

			El trabajo se estructura en cinco capítulos claramente diferenciados en los que se recoge el conocimiento y la praxis del autor. Este trabajo diario le ha llevado a sentir una proximidad especial en el capítulo I («Principios Generales del Proceso») con unos apuntes introductorios relacionados con la pastoralidad del proceso de nulidad: No se juzga a las personas y ni mucho menos sus conciencias; Tampoco se aprueban o se reprueban los comportamientos y modo de actuar de los esposos, fundamentalmente porque no se entra en una valoración moral.

			El eje central es la búsqueda de la verdad, en el que plasma un conocimiento intenso y comprensivo desde los parámetros de la fe cristina, adentrándonos en la problemática de los divorciados en una nueva unión consolidada en el tiempo, con nuevos hijos, con probada fidelidad, entrega generosa y compromiso cristiano en sintonía con la Exhortación Apostólica Amoris letitiae del Papa Francisco.

			Cuando acudimos al capítulo segundo («La búsqueda de la verdad, principio rector de la administración de justicia en la Iglesia»), encontramos una inspiración novedosa en el enfoque del modelo procesal «institucional» canónico en el que realiza un análisis comparativo del adversarial de la Common Law, para aterrizar en la figura del juez eclesiástico, defensor del vínculo, patronos estables y los peritos de los tribunales eclesiásticos. Es digno de mención el interesante análisis que realiza del magisterio Pontificio en la búsqueda de la verdad con un recorrido histórico hasta el Motu Proprio Mitis Iudex del Papa Francisco.

			En el capítulo tercero («La indagación y el descubrimiento de la verdad del vínculo conyugal») ha optado por decantarse por una metodología menos tradicional, pero en claro auge en los últimos años, como es la metodología práctica a la hora de analizar los medios de prueba en el proceso de nulidad matrimonial en lo que respecta a las pruebas morales y un análisis de la prueba pericial psicológica en los supuestos del canon 1095, en íntima conexión con la fenomenología de los trastornos de personalidad más frecuentes en las causas matrimoniales. Ahí está el trasfondo, el underground del presente trabajo: lo patológico del matrimonio. Término que con acierto extrapolara de la Medicina y va cobrando carta de naturaleza en el área del Derecho Canónico.

			Debido al papel central que juega en su estudio la reforma del Mitis Iudex, en el capítulo cuarto analiza la sentencia y la nueva proposición de la causa. Bajo este enfoque, no negamos que resulta el más complejo como consecuencia del entramado procesal de la única sentencia declarativa de la nulidad del matrimonio y el refrendo del decreto ratificatorio y el «cambio de suerte» con la aportación del can. 1679 del Mitis Iudex: una sola sentencia firme y ejecutoria para que las partes sean admitidas a un nuevo matrimonio canónico.

			En el capítulo cinco se estudia la «diligencia y celeridad en los procesos canónicos de nulidad». Es donde comprobamos que el presente trabajo de investigación no sólo tiene su origen en la propia dedicación judicial del autor, sino que en el marco del tratamiento jurídico del factor religioso se mueve con admirable agilidad conceptual, aportando unas pautas de agilización del proceso de indudable actualidad.

			Las conclusiones dan respuesta a una cuestión clave en este estudio: ¿Ha servido la reforma del Papa Francisco en el M. P. Mitis Iudex para agilizar los procesos canónicos de nulidad? ¿Es el proceso «brevior» la clave para agilizar el proceso?

			Para intentar responder a estas interrogantes, este trabajo aporta como novedad una metodología para que los tribunales canónicos puedan adaptarse con la ayuda de las nuevas tecnologías (que a veces no son tan nuevas, pues en este mundo electrónico lo nuevo de hoy, mañana ya es viejo) con criterios de profesionalización de la praxis forense a un mejoramiento que alcance a las partes litigantes, toda vez que, en la búsqueda de la verdad, el proceso va a ganar en autenticidad y sinceridad. De esta forma los jueces, descargados de prisas y de atascos pueden dedicarse a la instrucción y resolución de los verdaderos asuntos tan importantes y por ende tan complejos de las causas de nulidad, donde debe sanar las heridas que produce todo fracaso matrimonial.

			En fin, cuando pidieron a G. K. Chesterton que escribiera un ensayo sobre el tema «¿Cuáles son los problemas del mundo?», aseguró: «Estimados señores: soy yo». También de los problemas jurídicos de algún modo los culpables somos nosotros. Un ingeniero busca soluciones a los problemas, pero un jurista suele buscar problemas a las soluciones.

			En este libro Mons. Morán hace de ingeniero legal solucionando problemas importantes, pero sin ceder en el empeño de un jurista crítico, que ahonda en esas mismas soluciones para detectar sus problemas. El presente volumen es un ejemplo más de hasta qué punto el rigor científico, el estudio y el ejercicio forense durante tantos años, no son ámbitos distintos ni distantes, y muchos menos inconciliables o incompatibles, todo lo contrario; el lector, sobre todo si está ávido de aprender, se congratulará de una obra con la que se puede descubrir la «utilidad» del derecho de la Iglesia, sobre todo cuando se pone al servicio de la justicia y de la verdad, en definitiva, al servicio de la persona.

			Desde luego, estamos ante un trabajo modélico, minucioso y brillante que muestra la amplia formación jurídica de quien se inserta con rigor en la cúpula judicial-jurídico canónica en España.

			Rafael Navarro-Valls, Catedrático emérito de la Universidad Complutense Vicepresidente de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación de España

		


		
			
INTRODUCCIÓN

			Como ha indicado algún autor, «el procedimiento no es pura forma. Es el punto de choque de conflictos, de ideales, de filosofías. Es el Cabo de las Tormentas donde la rapidez y la eficacia deben confluir y entrelazarse con la justicia; es también el Cabo de Buena Esperanza donde la libertad individual debe entrelazarse con la igualdad. El procedimiento es, en verdad, el espejo fiel de todas las mayores exigencias, problemas y afanes de nuestra época, del inmenso desafío de nuestra época»1.

			También en la Iglesia el proceso es un desafío para el ejercicio de su misión, pues también para ella vale esa relación directa que existe entre proceso y derechos, relación que es de una naturaleza tal que nos permite afirmar que los derechos nacen en el proceso, en la medida en que pueden ser exigidos, protegidos y reivindicados y tutelados en sede judicial. El proceso de nulidad del matrimonio es un ejemplo de ello: en él se entremezclan la verdad del matrimonio y su indisolubilidad con derecho tales como el derecho a la tutela judicial efectiva, el derecho al ius connubii en términos de verdad, el derecho a saber la verdad del propio estado personal…, aspectos todos ellos que afectan, no sólo a las partes directamente involucradas, sino al conjunto del Pueblo de Dios.

			Las reflexiones y debates en torno al proceso de nulidad no son meras «veleidades formalistas», sino que atañen directamente a una institución clave como es el matrimonio, pues el modo como se configure el proceso a nivel legislativo y el modo como se lleve a cabo a nivel de praxis forense será determinante para el matrimonio en sí.

			El presente estudio parte de esta convicción. Es un estudio sobre derecho procesal, pero la referencia del mismo es el matrimonio. En la elección y desarrollo del tema objeto de investigación quise partir y centrarme en algo que tocara la esencia de todo el proceso de nulidad del matrimonio: la búsqueda de la verdad del vínculo. En efecto, la naturaleza declarativa de este tipo de procesos hace que el centro de toda la dinámica procesal sea el descubrimiento de la verdad del vínculo conyugal. Se trata de algo que tiene que ver con la voluntad fundacional de Jesucristo («lo que Dios ha unido que no lo separe el hombre» (Mt. 19, 6)–, que afecta a las partes, pero que también afecta a toda la Iglesia. Por ello, existe un interés eclesial en el desarrollo correcto de los procesos de nulidad, lo que incluye también un desarrollo ágil y célere de los mismos, de modo que se eviten retrasos que afecten y dañen a las partes y a la propia Iglesia; éste es otro dato que he tomado en consideración en la elección del tema objeto de investigación. Dado que la duración de los procesos ha sido una preocupación constante de la doctrina y del legislador, tal como se puso de relieve especialmente en el transcurso del Sínodo de la Familia –tanto en la fase extraordinaria de 2014 como en la fase ordinaria de 2015–, consideré oportuno que el presente estudio tomara como referencia este aspecto –la celeridad procesal– y lo pusiera en relación con la búsqueda de la verdad.

			Aunque el punto de referencia de toda la obra es la reforma procesal llevada a cabo por el M. P. Mitis Iudex del Papa Francisco, lo cierto es que he pretendido hacer una lectura de la misma en clave de continuidad, integrando las novedades que la reforma introduce en el marco del conjunto de las instituciones procesales, partiendo de una consideración del proceso en clave ontológica, no meramente instrumental.

			El presente estudio está estructurado en cinco capítulos. En el primer capítulo analizaré los principios que configuran el proceso, especialmente aquellos que tienen que ver con el derecho natural, con la ontología del proceso. Me centraré en aquellos principios sin los cuales el proceso no sería lo que es, ni cumpliría con su función de solución de los litigios y de realización de la justicia. La pretensión es ver hasta qué punto la celeridad pertenece o no a la esencia del proceso. La idea que se defenderá es que la celeridad no es un principio esencial del proceso, sino que es un «principio pastoral del proceso», lo que no significa que no tenga importancia, todo lo contrario. La celeridad es un desafío extraordinario para la administración de justicia en la Iglesia, y debe ser un criterio del obrar forense canónico.

			El capítulo segundo está dedicado a la búsqueda de la verdad como principio rector de la administración de justicia en la Iglesia. El punto de partida es la capacitación del hombre para conocer la verdad, algo que se verifica también en el ámbito del derecho en general y del proceso canónico en particular. Así es, la búsqueda de la verdad que caracteriza también al derecho encuentra en el proceso su «ámbito» más privilegiado, y es que el proceso responde a la necesidad de encontrar la verdad, de modo que se eviten situaciones de fuerza o de imposición como mecanismo de resolución de los conflictos. Esta idea del proceso como un instrumento al servicio de la verdad tiene que ver con la llamada «concepción institucional» del proceso. Ésta es una concepción del proceso que defiendo y desarrollo a lo largo de todo este capítulo 2, para lo cual haré algún apunte histórico que permita comprobar cómo la búsqueda de la verdad está en los orígenes del proceso canónico «moderno»; comparándolo con otros sistemas procesales, se pondrá de manifiesto que la búsqueda de la verdad es la ratio del proceso declarativo de nulidad del matrimonio, algo que ha sido una constante en las enseñanzas del magisterio pontificio al respecto. Esta concepción institucional marca una «unidad de acción» de todos cuantos participan en el proceso –jueces, defensores del vínculo, promotores de justicia, peritos, notarios, abogados, las partes…–, algo que será analizado descendiendo a diversas concreciones, tanto en el obrar de los jueces, como de los defensores del vínculo y de los patronos de las partes; así mismo, esta concepción institucional comporta afirmar el carácter finalístico de la verdad y el carácter instrumental del proceso respecto de aquella. Se analizarán las diversas dimensiones de esa verdad que es el fundamento de los procesos de nulidad y verá cómo la centralidad de la búsqueda de la verdad ha sido una constante en el Magisterio Pontificio, además de ser también el fundamento de la reforma procesal del Papa Francisco.

			El capítulo tercero está dedicado a los medios de prueba. Un estudio sobre la verdad y la celeridad procesal no podía prescindir del análisis de los medios de prueba. En primer lugar, analizaré la declaración-confesión de las partes, distinguiendo entre el momento valorativo y el momento de instrucción de la causa. En relación con la valoración de la declaración de las partes, estudiaré la evolución que ha tenido lugar desde el CIC'17 y la Provida Mater Ecclesia al CIC'83 y la Dignitas Connubii; se precisará el concepto de «confesión judicial»; se analizará también la cuestión del valor que hay que dar a lo declarado por las partes y también veremos si el Mitis Iudex ha modificado o no el criterio valorativo de lo adverado por las partes. En términos generales, el criterio que sostengo es el del sano realismo jurídico, que tiene en cuenta, más que el medio de prueba en sí, el contenido de la misma, lo que obliga a considerar lo declarado por las partes a la luz de todo el material probatorio. Además del momento valorativo, un momento muy importante es el de la instrucción, de ahí que he creído oportuno estudiar aspectos como la finalidad, tiempo, modo, materia, utilidad y licitud…de la investigación-instrucción sobre las partes. Además de la declaración-confesión de las partes, he considerado oportuno estudiar la prueba testifical, y también la prueba pericial, pues es un instrumento «imprescindible» para conocer la verdad en los supuestos del can. 1095.

			Después de indagar y afanarse en el descubrimiento de la verdad, el segundo momento decisivo del proceso declarativo de la nulidad del matrimonio es el de la decisión, por ello dedicaré el capítulo cuarto al estudio de la sentencia. En concreto, se estudiará el mecanismo de la certeza moral, su necesidad para declarar la nulidad del matrimonio, el contenido de la misma –sobre la base del art. 12 de la Ratio Procedendi–, cómo se obtiene ex actis et probatis (can. 1608 § 3) y la relación entre libre valoración de las pruebas y certeza moral. La sentencia definitiva es una verdad formal que tiene vocación de verdad; ahora bien, por la prioridad que en el derecho de la Iglesia tiene lo sustantivo sobre lo formal, y por la importancia que las decisiones sobre el estado de las personas tienen para la salus animarum y para el bien de la Iglesia, el can. 1643 establece la ausencia de cosa juzgada en este tipo de causas; este instituto procesal permite el llamado «recurso extraordinario de revisión» (nova causae propositio). Un aspecto de esta investigación que puede resultar interesante es el estudio que se hará de este instituto procesal, que se ha visto afectado en su regulación por los cann. 1679 y 1681 del Mitis Iudex, y también por el rescripto de 11 de febrero de 2013 del Papa Benedicto XVI y por el de 7 de diciembre de 2015 del Papa Francisco. Expondré el status quaestionis doctrinal y también cuál es mi parecer al respecto, así como la praxis del Tribunal de la Rota de la Nunciatura.

			El capítulo quinto, el más extenso de esta investigación y al que apunta toda ella, se centrará en la celeridad procesal. En primer lugar, expondré la necesidad de completar el can. 221 con otro derecho fundamental: «el derecho a la duración razonable de los procesos». Se trata de dar cabida en el ordenamiento canónico al derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, algo que está ampliamente reconocido en otros ordenamientos jurídicos. La incorporación de este «derecho a la duración razonable de los procesos» está muy en la línea con lo que el Papa Francisco ha querido hacer en su reforma, incluso iría más allá, pues permitiría establecer mecanismos correctores de la falta de diligencia. En segundo lugar, se analizará en detalle cómo la cuestión de la duración de las causas de nulidad del matrimonio ha sido objeto de estudio por la suprema autoridad de la Iglesia, que siempre se ha preocupado por procurar una mayor rapidez en la tramitación de los procesos de nulidad; para ello descenderemos a las directrices «magisteriales» y a las diversas disposiciones normativas de los últimos romanos pontífices. Así, se hará un repaso por el derecho histórico, el CIC'17 y la Provida Mater Ecclesia, pasando por las Normas Americas, el M. P. Causas Matrimoniales, todo el proceso de revisión del libro de processibus, hasta llegar al CIC'83 y la Dignitas Connubii; expondré también cuál es el fundamento y qué es lo que ha pretendido el Papa Francisco con la reforma del Mitis Iudex, concluyendo cómo la misma responde a la finalidad de simplificar, agilizar y hacer accesibles los procesos de nulidad del matrimonio. Me detendré en el estudio de las principales novedades del Mitis Iudex que reflejan precisamente esta voluntad del Papa Francisco de agilizar los procesos de nulidad; en concreto, las siguientes: la creación de una fase previa de investigación «prejudicial o pastoral»; la modificación de los títulos de competencia; la obligación de constituir tribunal en la diócesis; la posibilidad del tribunal monocrático; la participación de los laicos como jueces; la posibilidad de acudir al tribunal vecino; el nuevo proceso brevior ante el obispo; el mecanismo de la apelación; y la gratuidad de los procesos.

			El tercer apartado del capítulo quinto versará sobre las causas del retraso de la tramitación de los procesos de nulidad del matrimonio. Para ello, se intentará precisar cuánto duran las causas realmente, cómo conocer su duración y qué hacer para mejorar el sistema de información respecto de la duración de los procesos. Después expondré cuáles son –según mi parecer– las verdaderas causas de los retrasos de los procesos de nulidad. La idea que sostengo es que el retraso en la tramitación de determinadas causas de nulidad tiene que ver fundamentalmente con factores de índole «subjetivo-personal-humano», además de con la propia complejidad objetiva de algunas causas concretas, siendo absolutamente secundario y subsidiario la propia configuración del proceso y de sus instituciones. Analizadas las causas principales del retraso de los procesos de nulidad, en la parte final del capítulo quinto ofreceré algunas «pautas» de agilización de los procesos de nulidad. Aunque serán objeto de análisis pautas muy concretas referidas a instituciones puntuales del proceso de nulidad, todos ellas se enmarcan en tres pautas más genéricas directamente relacionadas con la reforma procesal del Papa Francisco: la conversióntransformación de las estructuras jurídicas, el compromiso del obispo y su responsabilidad respecto del desempeño de la función judicial, y la reconducción de la actividad forense a criterios deontológicos. Como dato último me referiré al Tribunal de la Rota de la Nunciatura de Madrid, en el que vengo desempeñando mi ministerio de juez durante más de 20 años, los últimos 15 como Decano: me interesa dejar constancia de hasta qué punto la búsqueda de la verdad y la celeridad han sido –y siguen siendo– los principios rectores de la actividad de un tribunal tan privilegiado como el de la Rota de España; partiendo de las novedades de la reforma, descenderé a las perspectivasposibilidades de futuro que el Mitis Iudex abre para este Tribunal.

			El presente trabajo de investigación tiene que ver directamente con la que ha sido mi dedicación durante gran parte de mi ministerio sacerdotal. Son más de 30 años al servicio de este ámbito de la vida de la Iglesia, estudiando las instituciones procesales y aplicándolas cada día en el desempeño forense. La pretensión inicial fue la de poner esta experiencia y conocimientos al servicio de quienes se quieren adentrar en el conocimiento de las instituciones que configuran un proceso como el de nulidad del matrimonio. Si se ha conseguido lo pretendido es algo que dejo al juicio de quien en alguna ocasión se asome al trabajo que ahora se introduce. Como digo, en él hay mucho de lo que ha sido mi vida durante estos años. El desempeño como juez no es para mí un trabajo, sino que es una verdadera vocación, que intento vivir en clave de servicio y de entrega a los demás. La Iglesia quiso que este desempeño tuviera lugar en un Tribunal como el de la Rota de la Nunciatura, que ha sido –y sigue siéndolo–una verdadera cátedra de antropología, desde la que me he ido asomando a los problemas que acontecen en ámbito conyugal, al misterio de la persona y su conyugabilidad, a los recovecos de su intimidad, a los elementos que configuran la personalidad…; desde este punto de vista, es un prisma muy privilegiado el que ofrece el Tribunal de la Rota. También lo es para conocer el funcionamiento de los tribunales, los problemas reales que se suceden, las dificultades de la praxis forense; igualmente, es un ámbito idóneo para conocer las diversas instituciones procesales, el modo como se configuran, las dificultades y problemas de las mismas.

			Inicié este estudio cuando se acababa de hacer pública la reforma del Mitis Iudex, que he intentado comprender desde la lógica de la continuidad. Desde el inicio me dediqué a interpretarla y a proponerla de manera tal que pudiera verse desarrollada en todas sus potencialidades. Por ello quise elegir este tema: partir de lo que es esencial en el proceso, la verdad; y buscar lo que es una de las finalidades de la reforma, la celeridad. Ambas cuestiones siempre me han resultado fascinantes, y seguramente ello explica que haya disfrutado tanto en el curso de esta investigación, lo cual justifica –desde luego para mí así ha sido– las muchas horas dedicadas a la misma.

			Al concluir estas páginas introductorias me resulta un deber particularmente grato expresar mi reconocimiento a todas aquellas personas que de una manera u otra han hecho posible esta investigación: al profesor D. Rafael Navarro Valls, maestro de tantos juristas, en el que la caballerosidad y gentileza sólo son comparables a sus extraordinarios conocimientos jurídicos. Tengo presente a J. Llobell, con quien di los primeros pasos en el estudio e investigación, y a quien tengo por maestro de la ciencia jurídica y, sobre todo, del servicio a la Iglesia, también como ejemplo de un estilo de vida hecho de entrega y donación; ya goza de la paz eterna de Dios; le recuerdo siempre, y me encomiendo a él de manera continua. Mi gratitud también a mis compañeros del Tribunal de la Rota; vienen a mi memoria los que ya han partido hacia la casa de Dios: al querido y recordado Mons. Pedro Antonio Moreno García, que partió demasiado joven; a los que fueron mi predecesores como decanos en N. Tribunal, Mons. Feliciano Gil de la Heras, hombre justo y bueno, y Mons. Santiago Panizo, humanista, sabio, trabajador incansable; también a Mons. Manuel Arroba Conde, recientemente fallecido, maestro también en tantas cuestiones procesales; a todos los compañeros con los que comparto este servicio a la Iglesia; una referencia especial para Dña. Arantxa Santamaría Tamayo, notario de N. Tribunal, que ha tenido la paciencia de revisar y corregir esta investigación. Por último, a aquellos que son los primeros en mi corazón: a mi hermano Juan Francisco, sacerdote, que forma parte esencial de mi vida; y a quienes nos dieron la vida y todo lo que tenemos: a mis queridos padres, Francisco y Elena.

			A todos reitero mi agradecimiento, y al Señor mi acción de gracias.

			Madrid, a 8 de junio de 2024.

		

		
			

			
				  1 M. Cappelletti, Proceso, ideologías y sociedad, Buenos Aires 1974, 90.

			

		


		
			
CAPÍTULO 1 
EL PROCESO DE NULIDAD DEL MATRIMONIO Y SUS PRINCIPIOS GENERALES. LA CELERIDAD COMO «PRINCIPIO PASTORAL» DEL PROCESO


		


		
			I. APUNTES INTRODUCTORIOS SOBRE LA PASTORALIDAD DEL PROCESO DE NULIDAD DEL MATRIMONIO

			Para un amante y cultivador del derecho procesal, el proceso no puede reducirse, como escribía Calderón de la Barca –El Alcalde de Zalamea, jornada III, escena XV–, a «unos pliegos de papel», que se van juntando con miras a procurar «la averiguación de la causa»; ni puede concebirse como una receta infalible utilizada para conseguir unos resultados mágicos, necesarios y preconcebidos.

			El proceso, por el contrario, es un logro de civilidad, un instrumento legal para la realización de la justicia en el caso concreto. El proceso busca efectivamente la paz y la justicia, y lo hace dirimiendo autoritariamente los derechos controvertidos entre las partes a través de la decisión de un órgano jurisdiccional, decisión adoptada de acuerdo a unas exigencias legales.

			En algún momento, y desde determinadas concepciones «pastoralistas» se ha llegado en ciertos ámbitos eclesiales a enfrentar lo jurídico con lo pastoral, la estructura con el espíritu, la caridad con la justicia, olvidando que el elemento indispensable de la caridad es la justicia y que, sin ella, sin ese propósito de dar a cada uno aquello que es suyo, no puede existir –de ningún modo– la caridad, y tampoco la pastoral, pues ésta «debe edificarse sobre lo justo, que es lo jurídico, no sobre la injusticia, el desorden o la arbitrariedad»1.

			Esta visión dialéctica de lo jurídico respecto de la pastoral, ha asumido hoy en muchos ámbitos una nueva «modalidad»: postergar todo lo referente al proceso en general, y al de nulidad del matrimonio en particular, considerando que éste, al margen de ser algo meramente formalista, es subsidiario respecto a la libre actuación de los jueces, los cuales podrían muy bien estar por encima de lo determinado por las normas procesales; se trata de oponer proceso de nulidad a pastoral matrimonial, de modo que aquel venga a tener un carácter meramente utilitarista-instrumental, sin una mínima consistencia «metafísica», sin referencia al derecho natural, sin vinculación real –más allá de las palabras– con la verdad de las instituciones, en concreto, con el matrimonio, de ahí que se proponga en algunos ámbitos, o bien su supresión, o bien «modelarlo», hacerlo «elástico», todo ello con el fin de que se despoje de su carácter estrictamente jurídico y se revista de criterios «pastorales»2; a ello hay que añadir el profundo desconocimiento que determinados agentes jurídicos tienen sobre las normas procesales.

			Pues bien, frente a ello, hay que reivindicar, con más fuerza que nunca, el carácter relevante e imprescindible del derecho, hay que hacer una interpelación para descubrir la dimensión de justicia que existe en el misterio de Cristo y de su Iglesia, y es igualmente apremiante reivindicar la relación esencial y directa que existe entre proceso de nulidad y pastoral conyugal.

			En efecto, el pueblo de Dios se organiza originando una complejidad de relaciones intersubjetivas, en las que se generan derechos y obligaciones recíprocas, responsabilidades y cargas; pues bien, la defensa de todas estas posiciones jurídicas también está relacionado con lo pastoral, también contribuye a la tarea evangelizadora de la Iglesia, de cada Iglesia particular. El can. 391 § 1 prescribe que el gobierno de la Iglesia particular por el obispo diocesano se realiza mediante el ejercicio de la potestad legislativa, ejecutiva y judicial a tenor del derecho: es decir, también la potestad judicial, posibilita el gobierno de la Iglesia –con todo lo que ello comporta–, también ella tiene que ver directamente con la acción pastoral. Así lo afirmó claramente Pablo VI, para quien el oficio judicial «es, en el sentido pleno de la palabra, pastoral…forma parte del mandato apostólico…Este ministerio…es pastoral porque viene en ayuda de los miembros del pueblo de Dios que se encuentra en dificultad. El juez es para ellos el buen pastor…La autoridad judicial es una autoridad de servicio, un servicio que consiste en el ejercicio del poder confiado por Cristo para el bien de las almas»3; por ello mismo, «el derecho procesal…entra en el plano de la economía de la salvación»4.

			No hay duda, por tanto, de que –tal como afirmó Juan Pablo II en su discurso a la Rota de 1990– «la justicia y el derecho estricto –y en consecuencia las normas generales, los procesos, las sanciones y las demás manifestaciones típicas de la juridicidad de la Iglesia, en cuanto necesarias– son exigidos en la Iglesia para el bien de las almas y son, por tanto, realidades intrínsecamente pastorales». Por ello, no cabe oponer pastoralidad y juridicidad, pues «no puede darse un ejercicio de auténtica caridad pastoral que no tenga en cuenta ante todo la justicia pastoral; por ello, se puede concluir –y a mi juicio es una de las afirmaciones clásicas y más relevantes sobre la entidad del proceso– que «del carácter pastoral del derecho de la Iglesia participa también el derecho procesal canónico»5.

			El modo como el derecho procesal es pastoral es siendo derecho, y es que «no es verdad que, para ser pastoral, el derecho deba hacerse menos jurídico»6. Por ello, urge reivindicar también el carácter plenamente jurídico de las normas procesales: el ejercicio de la potestad judicial en la Iglesia se lleva a cabo en el proceso, que es su campo operativo, el cual se desenvuelve siempre sujeto a normas prescritas por el derecho. La justicia y la paz deben quedar garantizadas en el seno del ordenamiento canónico, y es el proceso el ámbito del actuar jurídico en donde queda garantizada, por la observancia del derecho, la justicia en el caso concreto7: se puede afirmar que los derechos, en cuanto tales, surgen en sede procesal, esto es, cuando existe la posibilidad de dirigirse a un tribunal ante eventuales vulneraciones y de solicitar del mismo un pronunciamiento sobre el hecho litigioso.

			Por ello se puede afirmar –es una de las ideas básica del pensamiento de Hervada8– que el derecho procesal es el más jurídico de los diferentes ámbitos del derecho, pues gracias a él se realiza aquello que es el propósito-finalidad de la acción de cualquier jurista, dar a cada uno lo suyo, el ius –y ello en la vida real concreta–, algo que acontece de la misma manera dentro de la Iglesia. Esta idea está en el pensamiento de Hervada: hay una relación entre el ideal de justicia, que consiste en dar a cada uno «lo suyo» (el ius) y el proceso, pues a través de éste se realiza la justicia en el caso concreto; de esta manera lo expresa: «es obvio que el proceso no termina en conclusiones científicas sino en la decisión o sentencia judicial, que es la resolución de un caso de la vida real; es una solución propia de la prudenti iuris, singular y concreta, no de la scientia abstracta. Eso sí, no podemos olvidar que la prudencia jurídica es, en definitiva, lo más propio de la iustitatque iniusti scientia, del ars iuris. Todas las demás ramas del derecho carecerían de sentido, si no se ordenaran a ofrecer datos y conocimientos al nivel prudencial, a la prudencia jurídica. Desde esta perspectiva, el derecho procesal es el más jurídico, esto es, el más cercano a lo que constituye el término final y lo más propio del jurista: dar a cada uno lo suyo, su derecho, en la vida real y concreta».

			Esta idea tiene una relevancia importante en el ámbito de la Iglesia: gracias al proceso –y a esa dimensión técnica que le es propia9–, la communio eclesiástica queda salvaguardada frente a las anomalías que en ella se puedan producir como consecuencia del pecado de alguno de sus miembros10, del error en que se pueda incurrir, de la ignorancia que se padezca, culpable o inculpable11. Esto es válido para todas las instituciones, y también lo es para aquellas que regulen y afecten al matrimonio.

			Por ello, el modo como se configure el proceso en cada momento, y el mismo modo como se aplique en la praxis forense, tiene una incidencia directa extraordinaria en el modo como la Iglesia anuncie la verdad del amor y del matrimonio, y la manera como proteja sus elementos y propiedades esenciales. Por ello es importante partir de los elementos esenciales que configuran el proceso, y desde ellos, plantear las cuestiones que sean necesarias para superar los problemas y disfunciones en la praxis forense, también la del retraso indebido de las causas.

		

		
			

			
				  1 J. Hervada, Conversaciones propedéuticas sobre el Derecho Canónico: «Ius Canonicum» 55 (1988) 16. En la reciente reforma de la curia romana realiza por el Papa Francisco a través de la Constitución Apostólica Predicate Vangelium se llama la atención sobre la necesidad de hacer presente el carácter pastoral del servicio que una estructura como la curia romana ejerce dentro de la Iglesia; he aquí algunas expresiones que permiten superar esa dialéctica estructura jurídica versus caridad-pastoral: «Il personale che lavora presso la Curia romana e le altre Istituzioni collegate con la Santa Sede svolge un servizio pastorale…» (art. 3); «Il carattere pastorale del servizio curiale è alimentato ed arricchito da una peculiare spiritualità fondata sul rapporto di mutua interiorità che esiste tra la Chiesa universale e la Chiesa particolare…» (art. 4): Francisco, Costituzione Apostolica “Praedicate Evangelium” sulla Curia Romana e il suo servizio alla Chiesa e al Mondo, 19.03.2022: https://press.vatican.va/content/salastampa/it/bollettino/pubblico/2022/03/19/0189/00404.html, última consulta el 15-V-2024.

			

			
				  2 Cfr. C. M. Morán Bustos, Derecho a la verdad: diligencia y celeridad en el proceso matrimonial canónico, en: ed. N. Álvarez de las Asturias, En la salud y en la enfermedad. Pastoral y derecho al servicio del matrimonio, Madrid 2015, 161.

			

			
				  3 Pablo VI, Discurso a la Rota romana de 1973, en: A. Lizarraga Artola, Discursos pontificios a la Rota romana, Pamplona 2012, 348.

			

			
				  4 Son palabras de Pablo VI en su discurso a la Rota romana de 1978, que serían citadas expresamente por San Juan Pablo II en su discurso a la Rota Romana de 1990: Ibidem, 372 y 440.

			

			
				  5 Juan Pablo ii, Discurso a la Rota romana de 1990, en: A. Lizarraga Artola, Discursos pontificios…, cit., 440.

			

			
				  6 Ibidem, 439.

			

			
				  7 C. De Diego-Lora, Lecciones de derecho procesal canónico. Parte general, Pamplona 2003, 22-23.

			

			
				  8 J. Hervada, Coloquios propedéuticos sobre el derecho canónico, Pamplona 2003, 159.

			

			
				  9 Estos aspectos técnico-formales también se vinculan con la salus animarum por ello, hay que luchar contra el propósito de reducir el proceso a un «arreglo» paternal o pastoral, y mucho menos evitar hacer una especie de simulacro de proceso; al respecto, me parecen muy interesantes estas reflexiones de Acebal: «por esta exigencia técnico-jurídica es por lo que a veces algunos no llegan a comprender bien el derecho procesal y su función de tutela segura y cierta de los derechos subjetivos de los fieles. Y por eso mismo, en ocasiones, se llega a invocar la salus animarum (can. 1752) como pretexto para prescindir de ciertas normas procesales, sin caer en la cuenta de que la salvación de las almas, al ser la suprema ley de la Iglesia, ya informa su derecho procesal, y sin advertir que la pastoral, para conocer de manera objetiva y segura la verdad histórica de unos hechos pretéritos, no tiene más remedio que contar con los mismos medios con que cuenta el derecho procesal». (J. L. Acebal Luján, Principios inspiradores del derecho procesal canónico, en: ed. J. Manzanares, Cuestiones básicas de derecho procesal canónico. XII Jornadas de la Asociación Española de Canonistas, Madrid 22-24 abril de 1992, Salamanca 1993, 17).

			

			
				 10 Cfr. J. Ochoa, Cuestiones de “iure condendo” en materia procesal: «Curso de Derecho Matrimonial y Procesal Canónico para Profesionales del Foro» 3, Salamanca 1978, 215.

			

			
				 11 Puedo tener un derecho a la educación, pero si no puedo acudir ante un tribunal frente a determinadas vulneraciones del mismo, no podré afirmar que aquel derecho es un derecho pleno, al menos desde el punto de vista práctico. Un fiel puede tener derecho a la recepción de los sacramentos, siempre que se den unas condiciones de idoneidad: por ejemplo, el can. 843 § 1 establece que «los ministros sagrados no pueden negar los sacramentos a quienes lo pidan de modo oportuno, estén bien dispuestos, y no les sea prohibido por el derecho recibirlos»; ahora bien, dicho derecho no es tal si aquel fiel no puede hacer nada ante la eventual negativa injustificada de un sacerdote…; por ello, tiene que existir –también en la Iglesia– algún mecanismo que, más allá de paternalismo o de soluciones graciosas, sitúe a dicho fiel en posición de poder hacer valer lo que, en justicia, le corresponde, lo que es «suyo».

			

		


		
			II. LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL PROCESO: ESPECIAL REFERENCIA A LOS PRINCIPIOS «ESENCIALES-NATURALES» DEL PROCESO DE NULIDAD DEL MATRIMONIO

			La reflexión sobre el proceso parte de las directrices fundamentales, de las características generales, de los principios que estructuran el proceso canónico en general, y el proceso declarativo de nulidad matrimonial en particular. Parto de aquí porque los principios son lo primero y fundamental tanto en el orden del conocer, como en el orden del ser y del obrar, y son también lo primero y fundamental de la ciencia jurídica y también de la disciplina procesal.

			Por ello, considero fundamental este punto de partida, pues hablar de los principios del proceso es hablar de aquellos postulados, axiomas, criterios o ideas fundamentales y matrices, contenidos en forma explícita o implícita en el ordenamiento jurídico canónico –como en cualquier otro ordenamiento–, que presiden e informan idealmente todo el sistema de administración de justicia en la Iglesia12, marcando los cauces del desempeño forense canónico13, en mi caso, del desempeño judicial que acontece en los concretos procesos de nulidad.

			La reflexión sobre los principios debe tener en cuenta un dato previo: no todos los principios tienen la misma importancia y alcance. Es evidente que hay una jerarquía entre ellos y, en consecuencia, una subordinación de unos principios respecto de otros de mayor categoría14.

			En primer lugar, hay unos principios que tienen que ver con el derecho natural, con la propia ontología del proceso, principios que son esenciales al mismo, pues sin ellos el proceso no sería tal: aquí entran, entre otros, el principio de contradicción procesal y el derecho de defensa, el principio de independencia e imparcialidad, el principio de congruencia, el principio de motivación, el principio de igualdad de las partes, el principio de libre valoración de las pruebas y el principio de impugnación.

			En segundo lugar, hay principios que responden a razones técnicas, criterios funcionales, seguridad jurídica, eficacia…, son principios que dependen mucho de la norma positiva y de lo que se pretende con ella15; entre éstos estarían el principio de oralidad-escritura, el de inmediación, el de iniciativa de parte y el de actuación de oficio, el principio de preclusión, el de adquisición, el de legalidad, el de economía procesal…; en cuanto tales, estos principios dependerán mucho de la legislación positiva.

			Por último, hay principios en el ordenamiento procesal canónico que se derivan de la naturaleza, finalidad y características de la Iglesia; como indica el profesor Acebal16, son principios de carácter teológico y eclesiológico que dan al derecho procesal canónico un carácter propio y peculiar; entre éstos están el principio de comunión, pastoralidad, catolicidad o universalidad y estructura jerárquica, o la propia «equidad canónica», que se traducen en normas concretas y distintivas del proceso canónico.

			No voy a ser exhaustivo en el repaso de todos y cada uno de estos los principios procesales, sino que he elegido algunos que, siendo en sí más relevantes desde un punto de vista del derecho natural, más se relacionan también con las peculiaridades de un proceso como el de la nulidad del matrimonio. Al aproximarme a estos principios que estructuran el proceso de nulidad, se advierte pronto el puesto que ocupa la «celeridad» en el conjunto de la estructura y la dinámica del proceso de nulidad del matrimonio.

			La tesis que sostengo es que, aunque la celeridad es uno de los principios y finalidades de la reforma del proceso, no es uno de los principios esenciales del proceso, aunque sí que forma parte de lo que vendremos en llamar «los principios pastorales» del proceso.

		

		
			

			
				 12 Cfr. S. Panizo Orallo, Temas procesales y nulidad matrimonial, Madrid 1999, 48; sobre lo que es el concepto, funciones…de los principios generales del derecho, vid. J. M. Mans Puigarnau, Los principios generales del derecho. Repertorio de reglas, máximas y aforismos jurídicos, Barcelona 1979, IX-XXX.

			

			
				 13 Cfr. J. Ovalle Favela, Teoría general del proceso, Ciudad de México 1994, 187.

			

			
				 14 Recientemente ha sido defendida una tesis en la Pontificia Universidad de Comillas (el 6-VI-2023) realizada por uno de los notarios del tribunal de la Rota de la Nunciatura; la tesis gira sobre el principio de inmediación y su relevancia en las causas de nulidad; la investigación es muy interesante pues, además de hacer en su capítulo I un estudio detallado de los principios del derecho procesal canónico, analiza en el capítulo II la incidencia del principio de inmediación en las diversas fases del proceso, de manera muy especial en la instrucción de la causa; especial significación tiene el capítulo IV, en el que analiza 88 casos y 176 resoluciones; la conclusión general es que el principio de inmediación fue clave en el descubrimiento de la verdad y en la realización de la justicia: vid. R. García Sanz, Principios de derecho procesal canónico: principio de inmediación. Relevancia en las resoluciones del Tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica, Madrid 2023, pro manuscripto.

			

			
				 15 Aunque en alguna ocasión la reforma del M. P. Mitis Iudex se ha movido en el terreno de los principios eclesiológico-pastorales –por ejemplo, el modo de hacer efectiva la participación de los laicos en la administración de justicia, o una cierta descentralización normativa procesal, o la misma creación del proceso breve…–, lo cierto es que la mayor parte de las instituciones procesales que se han visto modificadas, suprimidas o innovadas lo han sido desde este segundo nivel de principios de naturaleza técnico-funcional; en este sentido, no cabe duda de que la reforma no ha tocado todos aquellos principios procesales que emanan de la naturaleza misma del proceso, de su esencia.

			

			
				 16 Cfr. J. L. Acebal Luján, Principios inspiradores del derecho procesal canónico, cit., 14.

			

		


		
			1. El principio de la prevencionalidad del proceso


			Se trata de un principio que está en la antesala del juicio –aunque el mismo se puede hacer valer a lo largo de todo el juicio–, y que engarza perfectamente con esos principios propios de una comunidad jurídica como es la Iglesia y de un ordenamiento como es el canónico. En efecto, el proceso, de ordinario, es un instrumento de solución de conflictos partiendo de posiciones y actitudes «encontradas» y «problemáticas», es decir, el proceso –en su ser de tal–, se plantea y realiza bajo el signo de la confrontación, la polémica, la rivalidad y las tensiones dialécticas entre las partes. Estos aspectos negativos de los procesos sugieren al menos la conveniencia de intentar evitarlos cuando sea posible: se puede hablar de una verdadera postrema ratio del proceso, de hecho, en una de las Decretales se dice «lites restringendae sunt potius quam laxandae»17.

			El juicio debe evitarse siempre que sea posible, bien en su inicio –para ello el juez debe intentar que se alcance una composición entre las partes, si bien no podría imponerla contra la voluntad de éstas–, o bien interrumpiendo su curso por la conciliación de las partes en conflicto, cuya obtención es un deber no secundario del juez.

			La simple lectura del can. 1446 § 1 nos indica hasta qué punto este deber es importante para el juez: «§ 1. Todos los fieles, y en primer lugar los obispos, han de procurar con diligencia que, sin perjuicio de la justicia, se eviten en lo posible los litigios en el pueblo de Dios y se arreglen pacíficamente cuanto antes. § 2. Al comenzar el litigio, y en cualquier otro momento, siempre que abrigue alguna esperanza de éxito, el juez no dejará de exhortar y ayudar a las partes, para que procuren de común acuerdo buscar una solución equitativa de su controversia, y les indicará los medios oportunos para lograr este fin, recurriendo incluso a personas serias como mediadoras»18.

			Se trata, por tanto, de una obligación que incumbe a los obispos, a los jueces y a todos los fieles. Al margen de otras iniciativas concretas, los cann. 1713-1716 reglamentan modos de evitar el pleito no iniciado o de suspender la tramitación en curso (c. 1517) por medio de las transacciones, el arbitraje o la simple reconciliación de los contendientes19.

			Este deber conciliador frente a los trámites judiciales es particularmente relevante en las causas matrimoniales. Por ello, el anterior can. 1.676 indicaba que, «antes de aceptar una causa y, siempre que se vea alguna esperanza de éxito, el juez empleará medios pastorales para inducir a los cónyuges, si es posible, a convalidar su matrimonio y a restablecer la convivencia conyugal»20. Como se ve, la norma lo que pretendía es que se hiciera un «último intento» para prevenir el litigio y se evitara el proceso. El juez podía cumplir este deber tanto antes de la aceptación de la demanda –era lo más lógico desde un punto de vista procesal–, como durante el curso del proceso, por ejemplo, en la sesión para la concordia del dubium, o durante el interrogatorio de las partes, o en otro momento que considere adecuado a este fin.

			El nuevo can. 1675, sin embargo, tiene un sentido distinto, pues pone el acento en la constatación de la irreversibilidad de la problemática personal, algo que sólo puede realizarse en la fase inicial del proceso: «El juez, antes de aceptar una causa, debe tener la certeza de que el matrimonio haya fracasado irreparablemente, de manera que sea imposible restablecer la convivencia conyugal»21. Dejando al lado la dificultad que entraña adquirir certeza de algo en la fase inicial del proceso, y al margen también de lo impropio –y en cierto modo contrario a la tradición canónica– que es usar el término «fracaso» como constatación de una realidad jurídica referida al matrimonio22, lo cierto es que la norma parece que tiene que ver con las escasísimas ocasiones en que los jueces han aplicado esos medios tendentes a lograr la reconciliación de las partes y/o la convalidación del matrimonio, y la consiguiente prevención del proceso23.

			Ello, no obstante, el principio de prevención sigue siendo de aplicación a los procesos de nulidad, pues el mismo tiene que ver en última instancia con el principio de «comunión eclesial», de ahí que sea necesario seguir instando a los fieles a la que se reconcilien y convaliden su matrimonio. Bien es verdad que, con la nueva estructura organizativa judiciaria que debería ponerse en práctica en las diócesis según los criterios del Mitis Iudex, quizás el momento más adecuado para la «mediación-prevención-conciliación» de los cónyuges podría ser la llamada «fase prejudicial o pastoral»24, ya que, si bien la misma se orienta «a recoger elementos útiles para la eventual celebración del proceso judicial, ordinario o más breve» (art. 2 de la Ratio Procedendi), lo cierto es que podría ser un momento privilegiado –tal como se indica expresamente en el n. 244 de la Exhortación Apostólica Amoris Letitia– para intentar «reconducir» la relación25.

		

		
			

			
				 17 C. 28, X, De rescriptis, 1,3.

			

			
				 18 Para el profesor Acebal, este canon es una de las normas que mejor expresan el carácter pastoral del derecho procesal canónico (Cfr. J. L. Acebal Luján, Principios inspiradores del derecho procesal canónico, cit, 23).

			

			
				 19 No se pueden aplicar ciertamente estos medios conciliadores a todas las materias litigiosas y, en concreto, no se pueden aplicar a aquellas cuya solución no está bajo la libre disponibilidad de las partes, pero su presencia dentro del ordenamiento canónico muestra también el deseo de la Iglesia de conciliar antes que de litigar, ello como exigencia de la comunión eclesial (Cfr. E. Corecco, Fondamenti ecclesiologici del nuovo codice di diritto canonico: «Concilium» 22 (1986) 27; J. Hamer, L'Eglise est une communion, Brescia 1983, 147; A. Stankiewicz, I doveri del giudice, en: ed. P.A. Bonnet-C. Gullo, Il processo matrimoniale canonico, Citta' del Vaticano 1994, 306-307).

			

			
				 20 En las causas de separación existe una norma semejante: antes de aceptar la causa, el juez debe emplear «medios pastorales» para que los cónyuges se reconcilien y restauren la vida común (can. 1695).

			

			
				 21 El Sussidio applicativo del M. P. Mitis Iudex, se hace esta pregunta: «È necesario esperire il tentativo de riconciliazione?» Y responde lo siguiente: «L'esperienza dice che, quando si arriba alla causa di nullitá, è già del tutto impossibile ricomporre la convivenza. Per tanto basterà che il giudice, prima accettare la causa, abbia la certeza che il matrimonio sia irreparabilmente fallito, e sia impossibile ristabilire la convivenza coniugale» (Tribunale Apostolico della Rota Romana, Sussidio applicativo del Motu Proprio Mitis Iudex, Città del Vaticano 2016, 23).

			

			
				 22 Cfr. C. Dounot, La réforme de la procédure des nullités de mariage au regard des príncipes juridiques, en: ed. C. Dounot et François Dussaubat, La réforme des nullités de mariage, une étude critique, Artège Lethielleux, Paris 2016, 59-60. Sigue siendo necesario insistir en la distinción entre matrimonio «fracasado» y matrimonio nulo, de lo contrario incurriremos en algunos de los equívocos que Juan Pablo II denunciaba: «para los peritos que se inspiran en estas corrientes (deterministas), cualquier obstáculo que requiera esfuerzo, empeño o renuncia y, todavía más, cualquier fracaso de hecho de la unión conyugal, se convierte fácilmente en la confirmación de la imposibilidad de los presuntos cónyuges para reaccionar rectamente y para realizar su matrimonio»; por ello concluía lo siguiente: «el fracaso de la unión conyugal, por otra parte, no es en sí mismo jamás una prueba para demostrar la incapacidad de los contrayentes, que pueden haber descuidado, o usado mal, los medios naturales y sobrenaturales a su disposición, o que pueden no haber aceptado las limitaciones inevitables y el peso de la vida conyugal…» (Juan Pablo ii, Discurso a la Rota romana de 5 de febrero de 1987, en: A. Lizarraga Artola, Discursos pontificios…, cit., 159-160).

			

			
				 23 Al menos así lo constata uno de los miembros de la comisión para la reforma: vid. A. W. Bunge, Presentación del nuevo proceso matrimonial nuevo proceso matrimonial: http://www.awbunge.com.ar/Nuevo-Proceso-Matrimonial.pdf, 14.

			

			
				 24 Para un análisis de los criterios de desarrollo de esta «fase prejudicial o pastoral» véase el Capítulo 5: II.6.2.1. La fase prejudicial o pastoral.

			

			
				 25 Cfr. C. M. Morán Bustos, Criteri organizzativi dei tribunal e criteri d'azione degli operatori giuridici dopo la promulgazione del M.P. Mitis Iudex, en: ed. H. Franceschi- M. A. Ortíz, Ius et matrimonium II. Temi processuali e sostanziali alla luce del Motu Proprio Mitis Iudex Dominus Iesus. Subsidia Canonica 21, Roma 2017, 140.

			

		


		
			
2. El principio del contradictorio procesal y el principio del ius defensionis


			Hablar de proceso es hablar de posiciones contrapuestas, de conflictos de intereses, de partes encontradas y en contradicción. Ex natura rei, el proceso se caracteriza por una intrínseca estructura dialéctica de tesis y antítesis26, por una oposición dialéctica entre la parte que pide y la parte que se opone. Por ello, hablar del principio de contradicción es hablar de uno de los principios esenciales del proceso27, pues estamos ante algo que es consustancial a la idea misma de proceso, ello, no porque éste sea su fin, sino porque es un instrumento idóneo para lograr el fin de la realización de la justicia28.

			En efecto, el proceso no busca el contradictorio y la confrontación como elementos teleológicos, sino con carácter instrumental: en el proceso, a través de la confrontación de las partes encontradas y de la confrontación de los argumentos y de las pruebas propuestas por cada parte, se intenta lograr una aproximación –lo más idónea y real posible– a la verdad, de modo que se «diga» la justicia en el caso concreto». El contradictorio en el proceso mira a la verdad, en este sentido, el contradictorio es más que la oposición efectiva entre las partes; por ello, aunque las partes estuvieran de acuerdo, la constatación de la verdad precisa siempre, aunque en diversa medida según las situaciones concretas, el contradictorio, sobre todo cuando el bien jurídico no lo construyen las partes.

			El principio de contradicción pone de manifiesto que todos estamos vinculados por la verdad y también que todos somos responsables de su descubrimiento, aunque sea desde «posiciones» distintas: al juez la corresponde la actividad indagatoria y decisoria; a las partes la de proponer, indagar y disputarse el beneficio de la decisión. La perspectiva es diversa, la finalidad la misma (la verdad), el instrumento es el contradictorio. El mecanismo del contradictorio es el camino mejor para constatar-declarar la verdad, objetivo y finalidad única y altísima, que requiere de posiciones humildes y modestas. En procesos como los de nulidad del matrimonio, esa verdad última sería inalcanzable si se prescinde de la aportación de aquella parte de verdad que es portador cada uno de los sujetos involucrados en el matrimonio; lo que cada cónyuge pueda decir, probar, argumentar es «su» verdad, pero sin ella, en contradictorio, es muy difícil conocer «la» verdad, que en todo caso responderá o no a aquella, de ahí la necesidad del proceso.

			La normativa canónica reconoce al fiel el derecho a un proceso no sólo justo en el mérito, sino en el rito, esto es, un proceso en el que exista una recta litigiosidad-contenciosidad, y es que –como expresa el Papa Benedicto XVI en su alocución de la Rota de 2006–, «la finalidad del proceso es la declaración de la verdad por parte de un tercero imparcial, después de haber ofrecido a las partes las mismas oportunidades de aducir argumentaciones y pruebas dentro de un adecuado espacio de discusión. Normalmente, este intercambio de opiniones es necesario para que el juez pueda conocer la verdad y, en consecuencia, decidir la causa según la justicia»29. Es decir, el contradictorio es un instrumento al servicio de la búsqueda de la verdad y de la justicia30.

			«El contradictorio se comprende en el interior de una concepción sinfónica de la verdad que, sin embargo, se alcanza de modo dialéctico, casi en contraposición de los elementos que concurren a revelarla. La dialéctica fue una escuela que ha hecho progresar la ciencia; ha sido también un método que, a partir de los elementos de la duda, acerca a la verdad. En el proceso, el contradictorio no es tanto dialéctica de oposición de una verdad a otra verdad, sino dialéctica que nace de la convicción según la cual la verdad se abre camino a través de la reflexión sobre los diversos aspectos que deben emerger, ser tenidos presentes y armonizados. En realidad, la verdad del actor no es diversa de aquélla del convenido, al igual que la del juez y la del defensor del vínculo, sólo que cada uno tiene su rol y una responsabilidad propios en la búsqueda de la misma verdad. Y de la confrontación honesta y sincera de todos aquéllos que son llamados al proceso a colaborar en la búsqueda de la verdad, y a ofrecer al juez los elementos de verdad, en base a los cuales él pronunciará su sentencia, ahí emerge la verdad»31.

			Para que esta dialéctica sea un verdadero contradictorio, se exigen dos presupuestos: se ha de verificar una igualdad de las partes en el proceso, y se ha de proteger y garantizar el derecho inviolable que tienen las partes a defenderse y exponer sus razones y argumentos. Sin ello, en concreto, sin la posibilidad de que ambas partes sean escuchadas, («auditur et altera pars»), sin la posibilidad de atacar y defenderse en dialéctica contradictoria y con garantía del derecho de defensa de aquellos que se verán afectados directamente por el litigio en sí –y por el pronunciamiento final–, el proceso perdería su misma razón de ser.

			Se advierte fácilmente, por tanto, la estrechísima conexión que existe entre el principio de contradicción y el derecho de defensa, y entre ambos y el derecho natural. Así es. Entre el derecho de defensa y el derecho de contradicción procesal existe una íntima relación, pues el derecho de defensa consiste en el derecho de la otra parte a defenderse contra las afirmaciones, pruebas y las alegaciones del actor, y en el derecho a ser interrogado y escuchado por el juez, a proponer y a contradecir. Aunque el derecho de defensa es más que la dimensión subjetiva del mismo, por ello su vinculación con el contradictorio. En efecto, el derecho de defensa es un elemento esencial de la estructura del proceso, tiene que ver con su carácter dialógico-contradictorio, y ambos son subsidiarios de la verdad. Esto se ve muy claro en el proceso de nulidad: el derecho de defensa exige que los cónyuges, tanto si están enfrentados como si actúan de consuno, tenga la concreta posibilidad de intervenir, de proponer y contradecir; así visto, el derecho de defensa, al tiempo que un derecho subjetivo de las partes es un derecho esencial de la estructura del proceso. El que después el derecho positivo regule las actuaciones concretas de una manera u otra ya es otra cuestión.

			Ambos derechos están reconocidos y protegidos en el ordenamiento canónico: así, el can. 221 reconoce el derecho a la tutela judicial efectiva, el can. 1620, 7º protege este derecho estableciendo la sanción procesal de la nulidad insanable de la sentencia en caso de que sea vulnerado dicho ius defensionis, y el can. 1598 § 1 establece el principio de que «ius defensionis semper integrum maneat».

			Además de estas tres fuentes que establecen principios generales sobre el ius defensionis, en el orden procesal canónico existen diversas concreciones de derecho positivo del derecho de defensa; por ejemplo:

			
					
					 La necesidad de que el demandado conozca el objeto del litigio a través de la notificación de la demanda (can. 1508).

				

					
					 La facultad reconocida a los no bautizados para demandar en juicio (can. 1476) y la desaparición en el can. 1674, 1º de la llamada cláusula de culpabilidad establecida por el can. 1971 § 1, 1º del CIC'17 –y la posterior prohibición de los acatólicos y apóstatas–32 a la hora de delimitar el ius impugnandi matrimonium; la posibilidad de que la parte sea asistida por un patrono (can. 1481).

				

					
					 La posibilidad de obtener el gratuito patrocinio (can. 1649).

				

					
					 El derecho del demandado a proponer-practicar pruebas (cann. 1516, 1526, 1527), también la prueba pericial; en relación con el perito, ambas partes pueden recursarlo, o ambas partes pueden proponer preguntas, incluso pueden solicitar aclaraciones a la pericia realizada.

				

					
					 El derecho a conocer las actuaciones realizadas en la causa y el derecho a acceder a la publicación de la causa (cann. 1470, 1559, 1598, 1604, 1678).

				

					
					 La necesidad de notificar a la parte que ha renunciado al derecho de defensa el dubium concertado, las nuevas peticiones y la sentencia definitiva.

				

					
					 La posibilidad de valorar las motivaciones de la decisión final y el consiguiente derecho de impugnar la sentencia a través de los legítimos recursos (cann. 1611, 3º, 1621-1623, 1628, 1646).

				

					
					 El que en sentencia se deban indicar los medios de impugnación (can. 1614).

				

					
					 El que en el juicio penal siempre tenga que haber abogado.

				

					
					 El derecho del reo en el proceso penal a hablar en último lugar (can. 1725).

				

			

			En el terreno magisterial, este principio del ius defensionis ha sido objeto de reflexión también por parte de los Romanos Pontífices, siendo de especial interés el discurso de San Juan Pablo II a la Rota romana de 1989. Se trata de un discurso en el que se recogen los aspectos esenciales vinculados con el derecho de defensa33. Las ideas principales de dicho discurso son las siguientes:

			
					
					 Se proclama el derecho de los fieles a la protección, reclamación y defensa de los derechos en la Iglesia, así como el derecho a ser juzgados de acuerdo con unas normas jurídicas aplicadas con equidad.

				

					
					 Se alude a la conexión entre el derecho de defensa y el contradictorio procesal, afirmándose que «no se puede concebir siquiera un juicio justo sin contradictorio, es decir, sin la concreta posibilidad concedida a cada parte de ser oída y de poder oír y contradecir la demanda, las pruebas y las deducciones aportadas por la parte contraria o de oficio»34.

				

					
					 Se destaca que el derecho de defensa tiene como exigencia fundamental la posibilidad de defenderse y la concesión de las posibilidades de defensa, y se destaca igualmente que no pertenece a la esencia del referido derecho la defensa real o efectiva, pues la efectividad de la defensa depende de la voluntad35.

				

					
					 Se señala que el derecho de defensa no es un derecho absoluto, sino que existen unos justos límites a la hora de su ejercicio, en concreto, se indica que ha de ejercitarse de acuerdo con las leyes, las cuales deben evitar un abuso del mismo tendente a obstruir la justicia.

				

			

			Por tanto, se habrá de insistir en que tanto el contradictorio procesal como el correlativo derecho de defensa son pilares fundamentales de todo proceso que pretenda alcanzar la verdad y realizar la justicia36.

		

		
			

			
				 26 «Ipse mecum agere non possum» (Gayo, Institutiones, Madrid 2002, 4, 78).

			

			
				 27 Cfr. J. Montero Aroca, Principios del proceso penal, Valencia 1997, 137; G. Martinet, Contraddittorio (principio del): «Nuovissimo Digesto Italiano» 4 (1959) 458-461; V. Colesanti, Principio del contraddittorio e procedimienti speciali: «Rivista di Diritto Processuale» 30/2 (1975) 582; F. Della Rocca, Diritto canonico, Padua 1961, 442.

			

			
				 28 Uno de los grandes defensores del recurso a la potestad judicial y al proceso frente a la tendencia de administralizar los procesos de nulidad, afirmaba lo siguiente a propósito de la relación entre contradictorio y búsqueda de la verdad: «la forma contradictoria es el mejor camino para constatar la verdad, objetivo altísimo e irrenunciable que requiere, sin embargo, una disposición muy humilde y modesta. En realidad, aunque no se identifique con ella, la verdad objetiva es inalcanzable si se prescinde de aquella parte de la verdad de la que es portador todo sujeto involucrado en la situación, especialmente en los procesos matrimoniales, habida cuenta de la naturaleza personalísima e interpersonal de los hechos objeto de investigación. De otro modo se daría lugar a una comprensión voluntarista de la verdad, totalmente dependiente de la autoridad que decide, lo que contrastaría no sólo con el sentido de la autoridad ministerial en la Iglesia, sino también con cualquier discurso epistemológico racional» (M. J. Arroba Conde, Apertura verso il processo amministrativo di nullitá matrimoniale e diritto di difesa delle parti: «Apollinaris» 75 [2002] 756).

			

			
				 29 Benedicto xvi, Discurso a la Rota romana de 28 de enero de 2006, en: A. Lizarraga Artola, Discursos pontificios…, cit., 524.

			

			
				 30 Cfr. P. Bianchi, Il servizio alla verità nel processo matrimoniale: «Ius Canonicum» 57 (2017) 98.

			

			
				 31 V. De Paolis, Los fundamentos del proceso matrimonial canónico según el Código de Derecho Canónico y la instrucción Dignitas Connubii: «Anuario Argentino de Derecho Canónico» 18 (2012) 149-194, en: https://repositorio.uca.edu.ar/bitstream/123456789/5566/1/fundamentos-proceso-matrimonial-canonico.pdf, 185-186, última consulta el 15-V-2024.

			

			
				 32 Cfr. C. M. Morán Bustos, El derecho de impugnar el matrimonio. El litisconsorcio activo de los cónyuges en el proceso declarativo de la nulidad del matrimonio, Salamanca 1998, 98-167.

			

			
				 33 Cfr. S. Panizo Orallo, Temas procesales…, cit. 61.

			

			
				 34 Juan Pablo ii, Discurso a la Rota romana de 1989, en: A. Lizarraga Artola, Discursos pontificios…, cit., 432; vid. G. Erlebach, La nullità della sentenza giudiziale «ob ius defensionis denegatum» nella giurisprudenza Rotale, Ciudad del Vaticano 1991, 233-235; J. I. Acebal, El derecho de defensa e: las causas de nulidad matrimonial: «Curso de Derecho Matrimonial y Procesal Canónico para Profesionales del Foro» 11, Salamanca 1994, 307-314; R. Bertolino, La tutela dei diritti nella Chiesa. Dal vecchio al nuovo codice di diritto canonico, Turin 1983, 150-156; A. Bettetini, Il diritto d'azione come diritto fondamentale del fedele, en: ed. R. Bertolino–S. Gherro–S. Lo Castro, Diritto «per valori» e ordinamento costituzionale della Chiesa, Turin 1996, 153-173.

			

			
				 35 Relacionado con esta renuncia al ejercicio del derecho de defensa, uno de los momentos procesales que más problemas puede crear es el de la ausencia del periciando-a en la entrevista con el perito. Esta ausencia puede responder a criterios legítimos, o bien puede ser consecuencia de la propia posición procesal adoptada al inicio del proceso (por ejemplo, si se ha sometido a la justicia del tribunal o si ha sido declarado ausente), o bien puede ser consecuencia de una intención espuria. En todo caso, se trata de una decisión legítima, como también lo es la de la parte solicitante de la pericia que pretende echar mano de todos aquellos recursos procesales con los cuales, ejerciendo el legítimo derecho a la tutela judicial efectiva, indagar sobre la verdad de su estado, con las posibilidades que de ello se derivan para su vida futura...; como se ve, nos movemos en ámbitos que rayan, o que incluso tocan directamente, el derecho natural, ámbitos que en ocasiones entran en conflicto, y que requieren de una solución procesal. En este supuesto, la no personación del peritando a la entrevista con el perito y a la posterior aplicación de las pruebas proyectivas, por pura exigencia del principio de contradicción, comportaría la necesidad, en su caso, de acudir a la prueba pericial sobre los autos. Con ello quedaría asegurada la efectiva contradicción en el proceso, pues se vendría a posibilitar a cada una de las partes el ejercicio de sus legítimas pretensiones, en un caso por vía de actividad y en otro caso por vía de inactividad; de no ser así, la decisión de una parte, que siendo legítima pudiera en ocasiones venir dada por intenciones no tan correctas, vendría a suponer un dique probatorio insalvable en aquellas causas en las que la pericia viene requerida en términos de necesidad. Vid. Capítulo 3: III. 1. La necesidad de la prueba pericial en los supuestos de «anomalía».

			

			
				 36 «…Nell'ordinamento canonico vi è una sostanziale equivalenza, fondata sul diritto naturale, fra il diritto all'equo processo e quello al contraddittorio e al diritto di difesa come mezzi per garantire la giustizia della decisione, cioè essa riflette l'assioma: giusto processo è quello che meglio garantisce il raggiungimento della verità…» (J. Llobell, Giusto processo e “amministrativizzazione” della procedura penale canonica, en: https://d1vbhhqv6ow083.cloudfront.net/contributi/Llobell.M2_Giusto.pdf, 20, última consulta 15-V-2024; vid. J. Lllobell, Il diritto al contraddittorio nella giurisprudenza canonica. Postille alle decisioni della Rota Romana (1991- 2001)”, en: ed. S. Gherro, Il principio del contraddittorio tra l'ordinamento della Chiesa e gli ordinamenti statali, Padova: Cedam, 2003, 21-140; S. Carmignani Caridi, Il diritto di difesa nella giurisprudenza delle Corti europee, en: Aa.Vv., Il diritto di difesa nel processo matrimoniale canonico, Città del Vaticano 2006, 179-238.

			

		


		
			
3. Principios de independencia e imparcialidad judiciales y de igualdad de las partes


			Se trata de principios constitucionales garantes del proceso mismo en cuanto tal, y de su concreto desarrollo, de ahí que deben verificarse institucionalmente y también durante el curso de la causa.

			A/ Por lo que al principio de independencia se refiere, estamos ante una de las primeras garantías de la administración de justicia y, por tanto, ha de ser uno de los principios del proceso claves, debiendo tener traducción en la configuración de las diversas instituciones procesales.

			Al hablar de independencia se suele distinguir entre independencia objetiva –que mira fundamentalmente a la autonomía del poder judicial frente a los poderes ejecutivo y legislativo– e independencia subjetiva. En el caso del derecho procesal canónico, de la que hablamos es de la independencia subjetiva, ya que la independencia objetiva –al menos en teoría– no cabe en la Iglesia, pues no existe una estricta división de poderes, ello por voluntad fundacional de Cristo: el Papa y los obispos son los titulares natos del poder judicial y a ellos compete el ejercicio por sí o por otros de dicho poder; ello no obstante, en la práctica, hechos los nombramientos, los jueces deberán actuar con una plena independencia.

			Sí que se debe dar siempre en los procesos canónicos una independencia subjetiva en los jueces, pues sin ella no es posible el desarrollo del proceso en términos de justicia. En el ámbito del derecho canónico, este principio de independencia y autonomía se visibiliza en tres ámbitos de la administración de justicia.

			En primer lugar, a pesar de la ausencia de la separación de poderes, el juez canónico tiene que quedar autónomo respecto de quien tiene el poder sobre él, esto es, respecto de su propio obispo, en cuyo nombre –con potestad vicaria– ejerce el poder judicial. Para proteger este ámbito de independencia, el juez goza de toda una serie de mecanismos legales que actúan como garantes de su libertad: los más importantes son la gran estabilidad de su oficio (can. 1422 y arts. 44 y 49 DC) y el ejercicio desconcentrado de la función judicial por parte del tribunal. A este respecto, la introducción del proceso brevior en la reforma del Papa Francisco «no modifica en absoluto esta necesidad de independencia y libertad, más bien todo lo contrario: así, por ejemplo, el vicario judicial no se ha de sentir presionado o vinculado por el obispo para abrir o dejar de abrir un proceso breve, ni tampoco el obispo creo que está vinculado necesariamente por el parecer del vicario judicial, sino que la apertura del mismo debe ser aceptada por el propio obispo, que sí que podría ordenar que se siguiera la vía del proceso ordinario»37.

			En segundo lugar, el juez ha de mantenerse independiente y autónomo respecto de la estructura jurídica: en este sentido, debe gozar de independencia y autonomía dentro del propio Turno –debe ser libre e independiente a la hora de manifestar su parecer respecto de la decisión final, sabiendo que la sentencia es «obra de todos», pero protegiéndose también la posibilidad del voto particular (cfr. can. 1609 § 4)–, y debe ser independiente y autónomo respecto de los tribunales inferiores y superiores.

			En tercer lugar, el juez ha de ser independiente respecto de los intereses de las partes en el proceso, situándose por encima de las motivaciones y deseos de éstas, buscando solamente la verdad del vínculo matrimonial; este estar por encima de los intereses de las partes no es desdén o una especie de superioridad ante ellos, sino que es garantía de independencia y de libertad. Ahora bien, ¿cómo ser libre respecto de las partes? Chiovenda decía que el único modo de preservar la independencia y la imparcialidad judicial es que se aplique el principio dispositivo de manera absoluta, también en el momento de la proposición de las pruebas38; es evidente que en procesos de naturaleza pública –y más si son declarativos– este criterio no puede aplicarse de modo absoluto sino matizado, de ahí que tengamos el can. 145239, que matiza el principio de justicia rogada en lo que se refiere al momento de la proposición y práctica de las pruebas. De lo que se trata es de mantener un equilibrio entre los poderes directivos del juez y el principio dispositivo, ello con el fin de evitar una confusión de roles40: «aun pudiendo proponer de oficio lo que la ley le consiente en cada medio de prueba, el juez no puede convertirse en defensor del vínculo o abogado del negligente, sin dañar en modo deontológicamente grave su función de estricta imparcialidad»41.

			Esta independencia viene acreditada por la actuación de toda una serie de cualidades personales y profesionales: preparación intelectual, buenas bases teológicas y filosóficas, formación canónica, preparación en las ciencias humanas –en particular en psicología y psiquiatría–, rectitud y honestidad, equilibrio personal... Así se desprende de los cann. 1421, § 3, 1446-1457, 1608 § 3º, 1620, 3º42.

			Igualmente, la independencia de los jueces se concreta en múltiples disposiciones legales. Por ejemplo, todo el régimen de incompatibilidades que el art. 36 § 1 de la Dignitas Connubii establece, y que impide al vicario judicial (y a los adjuntos), a los jueces, defensores del vínculo y promotores de justicia ejercer el mismo oficio u otro de los citados en dos tribunales entre los que exista vinculación jerárquica por razón de apelación43, ni tampoco pueden desempeñar simultáneamente dos oficios en el mismo tribunal, tanto si se trata de la misma causa o de causas distintas (art. 36 § 2 Dignitas Connubii)44; de igual manera (art. 36 § 3 Dignitas Connubii), a los ministros del tribunal no les está permitido actuar como abogados o procuradores, ni directamente ni por persona interpuesta, en el mismo tribunal o en otro conexo con él por razón de apelación.

			También el art. 66 §§ 1 y 2 son concreciones del principio de independencia: el juez que ha intervenido en una causa no puede definir válidamente la misma causa en otra instancia, si actua como asesor; quien ha sido defensor del vínculo, promotor de justicia, procurador, abogado, testigo o perito, no puede definir válidamente la misma causa como juez en la misma o en otra instancia, o desempeñar el oficio de asesor45.

			Expresión de independencia y de libertad a la hora de juzgar es también la prohibición de aceptar regalos con ocasión de la tramitación-decisión de las causas (can. 1456), así como cualquier otra «muestra» de agradecimiento46, algo que involucra tanto a las partes que tuvieran la tentación de hacerlo, como al juez que tuviera la tentación de recibirlo. Por lo que al juez se refiere, antes y después de conocer de una causa, debe negarse a recibir cualquier obsequio, prestación o beneficio económico o de cualquier otra índole, para lo cual tendrá que ser en muchas ocasiones cauto y astuto, sincero y austero47. En relación con ello, toca preguntarse si no se compromete la independencialibertad-imparcialidad objetiva con algunas legislaciones particulares en las que se está instando a las partes a hacer donaciones a los tribunales con ocasión de los propios procesos de nulidad; la gratuidad no puede ir a costa de poner en tela de juicio dichos principios, por ello creo que sería oportuno que se articularan otros sistemas48.

			B/ Otro de los principios cardinales del proceso es la imparcialidad: el juez ha de situarse en medio de las partes –parciales por naturaleza–, pero sin adoptar postura de parte, procurando mantener una estricta equidistancia respecto de las mismas. La imparcialidad del juez es una exigencia básica de la administración de justicia49, cuyo símbolo ha sido siempre una balanza en equilibrio. Si las partes del proceso defienden sus propios intereses legítimos, el juez debe estar por encima de dichos intereses subjetivos, debe procurar sumergirse en el objeto del proceso y ser objetivo, sin subjetividad, imparcial50.

			Para garantizar esta imparcialidad, el Derecho Canónico contempla dos instituciones jurídicas: la inhibición del propio juez y la recusación por la parte (can. 1449 en relación con los cann. 1447 y 1448, así como los cann. 1450 y 1451). La inhibición es un acto del propio juez que decide apartarse del proceso porque puede comprometer su imparcialidad (no necesita ser aceptada); la recusación es un acto de la parte que solicita al juez que se aparte del litigio, pues considera que existe algún «impedimento» que puede poner en peligro su imparcialidad (necesita ser aceptada por alguien distinto del propio juez). En ambos casos, de lo que se trata es de evitar que el juez conozca de una causa en que tenga interés por razón de consanguinidad o afinidad en cualquier grado de línea recta y hasta cuarto grado de línea colateral, o por razón de tutela o curatela, de amistad íntima, de aversión grande, o de obtención de un lucro o evitación de un daño, o en la que pueda recaer otra fundada sospecha de acepción de personas (art. 67 DC). El fundamento de todo ello es garantizar la imparcialidad.

			Existe una institución procesal que, en mi opinión, parece casar mal con esta imparcialidad del juez, me refiero a la necesidad de plantear la querella de nulidad ante el mismo tribunal que emitió la sentencia (cann. 1621 y 1624): no parece muy lógico que el mismo juez que emitió una sentencia, de la que se pide su nulidad por un defecto formal –ya sea sanable o insanable–, sea quien tenga que decidir sobre ese eventual recurso (querella de nulidad). Al mismo legislador le debe parecer ilógico este modo de proceder, por ello lo ha querido matizar con dos disposiciones normativas: La primera de ellas es la segunda parte del can. 1624 en el que, después de señalar que de la querella de nulidad conoce el juez que sentenció, se indica: «pero si la parte teme que dicho juez tenga prejuicios y, por tanto, lo considera sospechoso, puede exigir que sea sustituido por otro juez, de acuerdo con el can. 1450»51; La segunda es el can. 1625: «la querella de nulidad puede proponerse junto con la apelación, dentro del plazo establecido para ésta»; en este caso, si se tramitan juntas, primero se decidirá la querella de nulidad, y si se acepta ésta, se devolverán los autos al tribunal a quo, para que se proceda conforme a derecho52. En realidad, el modo como se ha configurado este instituto procesal –que en cuanto tal no ha sido corregido en la reforma del M.P. Mitis Iudex– choca en parte con el principio de imparcialidad, lo cual se podría corregir estableciendo que de la querella de nulidad conoce directa e inmediatamente el tribunal ad quem53.

			C/ En el anverso de la independencia e imparcialidad del tribunal se sitúa la igualdad de las partes, que es un principio general del orden procesal, y cuyo contenido sería éste: las partes deben obtener en el proceso el mismo trato, se les deben conceder las mismas oportunidades de defensa de sus posiciones y se les debe ofrecer las mismas garantías, todo ello a pesar de la inevitable desigualdad de la condición procesal de actor (activa y promueve el proceso) y del demandado (es llevado al proceso).

			Reflejo de ello son los siguientes aspectos del contradictorio procesal: la necesidad de notificación de la demanda al demandado y citación del mismo para su contestación (cann. 1507 y 1508); el que la renuncia de la instancia deba notificarse a la otra parte y ser aceptada o al menos no impugnada por ella (can. 1524,3); el que deban intercambiarse los nombres de los testigos y peritos (cann. 1554 y 1.576); el que los documentos depositados en el tribunal pueden ser examinados por el adversario (can. 1544); la misma publicación de las pruebas (can. 1598); la posible asistencia de los abogados de los litigantes –en el proceso matrimonial– al examen de las partes, de los testigos y de los peritos, así como la posibilidad de conocer las actas judiciales, aunque no estén publicadas (can. 1677, 1º); incluso la figura del gratuito patrocinio (can. 1649).

			Esta igualdad de las partes se debe también predicar de las partes públicas, en concreto del defensor del vínculo. En el CIC'83 la figura del defensor del vínculo ha recibido una mejor configuración procesal: en el CIC'17, el defensor del vínculo gozaba de una serie de privilegios (can. 1969) –reforzados en la Provida Mater Ecclesia, arts. 70-72– que le colocaban en una posición privilegiada respecto de las partes privadas, poniéndose en entredicho la necesaria igualdad de las partes, y dificultándose su consideración como parte del proceso54.

			Quedan, no obstante, tres situaciones privilegiadas: la asistencia a las declaraciones de partes-testigos, que, en el caso de que la parte actúe sin abogado, le coloca en una posición privilegiada; el derecho que le reconoce el can. 1603 § 3 al promotor de justicia y al defensor del vínculo de replicar por segunda vez a los escritos de réplica de las partes (de decir la última palabra); la hipótesis del can. 1606: si el juez ha de dictar inmediatamente sentencia, bien porque las partes descuidaron presentar sus alegatos o porque se remitieron a la ciencia y conciencia del juez, ha de requerir, sin embargo, las observaciones del promotor de justicia o del defensor del vínculo; la posibilidad de tener acceso a las copias de las actas (can. 1598), lo cual parece negado a la parte, no a su abogado.

		

		
			

			
				 37 C. M. Morán Bustos, Los criterios de organización de los tribunales y de actuación de los operadores jurídicos tras el Motu Proprio Mitis Iudex, en: http://www.pusc.it/sites/default/files/can/cagg16/doc/MoranBustos_SP.pdf, última consulta 15-V-2024.

			

			
				 38 Cfr. G. Chiovenda, Principios de derecho procesal, vol. 2, Madrid 1922, 205. La idea es la siguiente: el juez está entre las partes, manteniendo una relación de ajenidad respecto de las mismas; la bondad del resultado final (la sentencia) dependerá de la efectiva dialéctica propia del contradictorio. Calamandrei matiza un poco esta postura: «mientras para el ejercicio de la acción y para la concreta determinación del tema de la demanda, todo poder de iniciativa reconocido al juez sería incompatible con la naturaleza misma del derecho privado, no se puede decir igualmente que el carácter disponible de la relación sustancial controvertida lleve necesariamente a hacer depender de la iniciativa de parte la elección puesta en práctica de los medios de prueba» (P. Calamandrei, Instituciones de derecho procesal según el nuevo Código, vol. 1, Buenos Aires 1962, 406).

			

			
				 39 En cierto modo también los cann. 1530; 1545; 1553; 1559-1563; 1570 y 1574; 1575 y 1578 § 3; 1582; 1600; 1679 y 1680.

			

			
				 40 Cfr. A. Stankiewicz, I doveri del giudice, en: ed. P. A. Bonnet-C. Gullo, C., Il processo matrimoniale canonico, Città del Vaticano 1994, 320-321.

			

			
				 41 M. J. Arroba Conde, Deontología forense canónica: «Curso de Derecho Matrimonial y Procesal Canónico para Profesionales del Foro» 19, Salamanca 2009, 45.

			

			
				 42 Cfr. J. L. Acebal Luján, Principios inspiradores del derecho procesal canónico, cit., 14. Para un análisis de los criterios deontológicos que deben guiar la actuación de los operadores jurídicos canónicos, de modo muy especial de los jueces, véase Capítulo 5: IV. 3. Reconducir la actividad judicial a criterios deontológicos.

			

			
				 43 Si comparamos este art. 36 § 1 con el can. 1447 vemos que existe alguna restricción no prevista en el CIC. En efecto, el can. 1447 prohíbe a quien ha sido juez, promotor de justicia o defensor del vínculo (también procurador, abogado, testigo o perito) actuar como juez o desempeñar el oficio de asesor en la misma causa, en otra instancia (el art. 66 § 2 añade también «en la misma»); esta prohibición viene protegida con la sanción de nulidad de los autos y de la sentencia («valide»). El art. 36 § 1 amplía aparentemente la prohibición: «el vicario judicial, los vicarios judiciales adjuntos», y los demás jueces, los defensores del vínculo y los promotores de justicia no pueden ejercer «el mismo oficio u otro distinto» –no sólo el de juez o asesor– en dos tribunales conexos por razón de apelación, bien se trate de la misma causa o de causa distinta. Decimos aparentemente porque el can. 1447 –que se refiere, como el art. 66a la misma causa– dice «no puede…válidamente», mientras que el art. 36 § 1 dice «no deben». Intentando hacer compatibles ambas fuentes podemos afirmar que, existiendo las susodichas incompatibilidades para todos en términos de recomendación obligatoria (art. 36 § 1), tiene carácter de prescripción irritante únicamente en lo que a ser juez o asesor en la misma causa se refiere, bien sea en la misma instancia (art. 66), bien sea en otra instancia (can. 1447 y art. 66), ya que las incompatibilidades que indica la Instrucción no vienen exigidas ad validatem, ni provocarían la nulidad insanable de la sentencia.

			

			
				 44 Se trata de una prohibición que es absolutamente lógica, pues es objetivamente sorprendente –y lo sería más para los fieles– que un mismo sujeto actuara en un mismo tribunal unas veces como juez y otras como defensor del vínculo o promotor de justicia. La única excepción es la que recoge el art. 53 § 3 (can. 1436 § 1): la misma persona puede ser defensor del vínculo y promotor de justicia en el mismo tribunal –de acuerdo con el § 1 no podrían serlo en tribunales distintos jerárquicamente dependientes–, aunque no en la misma causa. Un apunte más: el art. 36 § 2 prohíbe desempeñar dos oficios en el mismo tribunal, independientemente de la instancia que sea, pero dice «simultáneamente» («simul»); según eso, quien fuera defensor del vínculo, por ejemplo, podrá ser nombrado en ese mismo tribunal juez (de hecho, el art. 43 § 4 recomienda este tipo de situaciones), ya que en ese caso no desempeñaría ambos oficios «simultáneamente», pero ¿podrá serlo en la misma causa? Este supuesto no está expresamente recogido ni en el can. 1447, ni en el art. 36 § 1, pero sí en el art. 66 § 2, que indica que, quien ha intervenido como defensor del vínculo, promotor de justicia, procurador, abogado, testigo o perito, no puede definir válidamente la causa como juez –ni desempeñar el oficio de asesor–, «en la misma causa o en otra instancia».

			

			
				 45 Recientemente hemos declarado nula con nulidad insanable una sentencia en la que el vicario judicial fue ponente, habiendo sido anteriormente asesor en la misma causa tramitada en un proceso brevior ante el obispo; el caso es el siguiente: el vicario judicial decretó la apertura del proceso brevior ante el obispo; tramitado el mismo, el propio vicario judicial actuó como asesor, e hizo un voto a favor de la nulidad del matrimonio; recibidos los autos por el obispo, éste decidió el pase de la causa a proceso ordinario (can. 1687 § 1 Mitis Iudex); habiendo sido tramitada la causa en proceso ordinario –en realidad la única tramitación fue decretar que la causa iba por proceso ordinario, e ir al trámite de publicación de las actas, deducciones, conclusión de la causa, alegaciones y pronunciamiento del tribunal–, finalmente el propio vicario judicial fue el ponente de la sentencia quien decidió la causa en proceso ordinario, declarando la nulidad del matrimonio. Habiendo apelado la defensa del vínculo, la causa pasó a N. Tribunal, que aplicó el criterio del art. 66 para declarar la nulidad de la sentencia.

			

			
				 46 Una referencia a las fuentes de esta prohibición puede verse en P. Fedele, La responsabilità del giudice nel processo canonico: «Ephemerides Iuris Canonici» 35 (1979) 211-214.

			

			
				 47 Tiene razón Gómez Pérez cuando afirma que «la administración de justicia exige una situación de constante igualdad: antes del proceso –la ley es igual para todos–, durante el proceso –utilizando por igual los procedimientos establecidos, la valoración de las pruebas…– y después del proceso. Esta exigencia de igualdad hace que tampoco sea lícito inclinarse, con motivo de regalos, prestaciones, promesas…, a favor de la parte que está asistida de razón o del inocente en una causa criminal» (R. Goméz Pérez, Deontología jurídica, Pamplona 1999, 125).

			

			
				 48 La cuestión de los costes de los procesos de nulidad en general, y la opción de la gratuidad de los mismos, con las implicaciones que ello comporta está analizada en el Capítulo 5: II. 6.2.9. Los costes del proceso y la gratuidad.

			

			
				 49 «La imparcialidad judicial es una garantía tan esencial de la función jurisdiccional que condiciona su existencia misma: “Sin juez imparcial no hay, propiamente, proceso jurisdiccional”» (F. Cordón Moreno, Introducción al derecho procesal, Pamplona 2020, 54).

			

			
				 50 S. Panizo Orallo, Temas procesales…, cit., 57. En el discurso a la Rota romana de 1970, Pablo VI hablaba de la imparcialidad y del desinterés como una de las exigencias de la administración de justicia: «(para administrar justicia) se requiere imparcialidad, lo que supone una honradez profunda e inconmovible; se requiere desinterés, dados los intereses ajenos al juicio que presionan a los tribunales, la banalidad, la política, el favoritismo…; se requiere solicitud, tomar muy en serio la justicia, conscientes de que con ella se presta un gran servicio a Aquel que es justo, misericordioso» (Pablo vi, Discurso a la Rota romana de 5 de febrero de 1970, en: A. Lizarraga Artola, Discursos pontificios a la Rota romana, cit., 326).

			

			
				 51 ¿El juez goza de discrecionalidad para resolver dicha petición? el canon habla, no de «pedir» sino de «exigir», por tanto, parece que tiene derecho a que se cambie el juez (o los jueces, si el tribunal ha sido colegial).

			

			
				 52 En realidad, no tiene demasiado sentido que se utilice como «engarce» el recurso de apelación, siendo que sobre éste –si se acepta la querella de nulidad– no se pronunciará el tribunal superior; el modo de proceder se torna aún más curioso si se tiene en cuenta que, también en el supuesto del can. 1625, se debe proponer –en el caso de la apelación se habla de interponer y proseguir, y en el de la querella de nulidad de proponer– ante el tribunal a quo, el cual, tras conocer de la existencia de dicho recurso, lo enviará al tribunal ad quem. Es decir, la querella de nulidad se acumula a la apelación, sigue el curso de ésta, sin embargo, ésta dependerá de aquella.

			

			
				 53 Sólo se me ocurre una explicación para la regulación vigente: quizás por economía procesal se quiso ahorrar tiempo, o quizás ahorrarse un decreto, o el que las actas tuvieran que ir a un tribunal superior y después –en su caso– al tribunal inferior... En fin, todo ello es innecesario –especialmente una vez que la reforma haya suprimido la duplex conformis–, sobre todo porque hay un principio supremo de todo proceso como es la imparcialidad del juez, imparcialidad que se ve objetivamente en entredicho. Es verdad que, ante la decisión sobre la querella de nulidad, cabe recurso a una instancia superior, pero ello no empece la necesaria imparcialidad objetiva de quien ha de decidir sobre la querella de nulidad. Vid. Capítulo 5: IV. 4.21. Alguna precisión sobre los tiempos de la querella de nulidad, especialmente sobre la apelabilidad de la decisión que la resuelve.

			

			
				 54 Cfr. C. M. Morán Bustos, El derecho de impugnar el matrimonio. El litisconsorcio activo de los cónyuges, cit., 310-311.

			

		


		
			4. Principio de publicidad limitada


			El principio de publicidad es un principio que se conecta con el principio del contradictorio y con el principio del derecho de defensa55. El contenido del mismo es el derecho que tienen las partes a conocer toda la realidad procesal, a fin de que puedan arbitrar aquellos medios de prueba que les permitan sostener sus pretensiones y articular sus defensas.

			La publicidad del proceso se refiere bien sólo a las partes litigantes o bien se puede hacer extensiva a terceros. En términos generales, en el proceso canónico –especialmente cuando está en juego el bien público– se puede establecer lo siguiente: el proceso es público para las partes, pero «privadosecreto» para terceros56; en otras palabras, hablamos de un proceso público, pero no publicitado.

			Esta defensa del carácter público del proceso fue uno de los criterios que se establecieron en la reforma del CIC'17; en efecto, en los Principia aprobados por el Sínodo de obispos de 7 de octubre de 1967, según los cuales habría debido realizarse la reforma del Código de derecho canónico, se lee lo siguiente: «es deseable que se tenga por regla general que todo proceso sea público, a no ser que el juez, por las particulares circunstancias de las cosas y de las personas, en casos bien determinados, considere que se debe proceder en secreto. Y se pide que en el proceso (...) judicial (...) se pongan en conocimiento del recurrente o del reo todos los argumentos que se invocan en su contra»57.

			Por tanto, como norma general, el proceso canónico –especialmente el matrimonial– exige la publicidad en relación con las partes procesales, ya que ello está estrechamente relacionado con la esencia del proceso, en concreto, con el principio del contradictorio y con el derecho de defensa.

			Son muchas las manifestaciones procesales de esta publicidad entre las partes: la notificación de la demanda al demandado (can. 1508 § 2); la notificación del dubium (can. 1513); la intercomunicación de los nombres de los testigos y de los peritos (cann. 1554 y 1576)58; la publicidad de los documentos aportados a la causa (can. 1544); la posibilidad de asistencia de los abogados, defensor del vínculo y promotor de la justicia a las declaraciones de las partes, de los testigos y ratificación de los peritos en las causas matrimoniales (can. 1678); la publicación general de los autos bajo sanción de nulidad de las actuaciones (can. 1598); la publicidad de la sentencia (can. 1614).

			Ahora bien, este principio de publicidad entre las partes no es un principio absoluto, sino que caben limitaciones y excepciones por razones de bien común o de evitar males graves –cann. 1598 § 1; 1508 § 2 (demanda), 1554 (testigos y peritos) ...–, prestando atención en todo caso a que la excepción no se convierta en regla general.

			Como se ha dicho ya, esta publicidad entre las partes se complementa con el carácter secreto para terceros, sobre todo en las causas que afectan al bien público: salvo en los casos de tercero interviniente –cann. 1596 y 1597–, o en los casos de peritos designados por el juez, ningún tercero puede tener acceso a las actas, o al debate oral en caso de celebrarse éste (cann. 1604 § 2 y 1605). En relación con ello, en la alocución del Santo Padre a la Rota romana de 1989 se puede leer cuanto sigue: «ante todo, debe quedar claro que la publicidad del proceso canónico para las partes no afecta a su naturaleza reservada para todos los demás»59. Y continúa citando el Papa el can. 1455 § 1 relativo al secreto de oficio de los jueces y de los auxiliares del tribunal, aludiendo incluso a la facultad del juez de vincular con juramento de secreto a los testigos y peritos, a las partes y a sus abogados o procuradores; cita también el Papa el can. 1475 § 2, que se refiere a la prohibición de que el notario y el canciller proporcionen copias de las actas judiciales y de los documentos del proceso, e incluso el can. 1457 § 1, sobre la posibilidad de sancionar al personal del tribunal por la violación de la ley del secreto.

			El Santo Padre indica el motivo de ese carácter secreto: «los fieles, en efecto, se dirigen ordinariamente al tribunal eclesiástico para resolver sus problemas de conciencia. En orden a eso, dicen, con frecuencia, ciertas cosas que en otro caso no dirían. También los testigos testifican a menudo bajo la condición, al menos tácita, de que su declaración sirva sólo para el proceso eclesiástico. El tribunal –para el que es esencial la búsqueda de la verdad objetiva– no puede traicionar su confianza, revelando a extraños lo que debe permanecer reservado»60.

			Me detengo en el can. 1598 § 1, cuya literalidad es la que sigue: «una vez recibidas las pruebas, debe permitir, bajo pena de nulidad, que las partes y sus abogados, examinen en la cancillería del tribunal las actas que aún no conocen; e incluso se puede entregar copia de las actas a los abogados que la pidan; no obstante, en las causas que afectan al bien público, el juez, para evitar peligros gravísimos, puede decretar que algún acto no sea manifestado a nadie, teniendo cuidado de que siempre quede a salvo el derecho de defensa».

			Para comprender el cambio que dicho canon establece respecto a los antiguos cann. 1858-1859 –que sí que permitía que se entregara copia a las partes– hay que tener presente que lo que subyace es el propósito de evitar el uso fraudulento de las actas del proceso canónico, en concreto, para promover acciones penales contra la otra parte o contra los testigos ante los tribunales civiles. A estos efectos, se prevé incluso que algún acto se decrete secreto, en cuyo caso, sólo los abogados podrían conocerlo, ello porque –tal como ha indicado la Signatura Apostólica– se considera que son personas de confianza (can. 1483) y, además de exigírseles bajo juramento guardar secreto –también a las partes–, existe la posibilidad de ser también sancionados o excluidos del elenco de abogados (cann. 1487 y 1489)61.

			A este respecto, me gustaría hacer algunos apuntes. En primer lugar, ¿El decreto de primera instancia por el que se tiene en secreto algún acto vincula al tribunal superior? En lógica jurídica procesal, la respuesta tiene que ser negativa, ya que la jurisdicción de aquel ya ha terminado; ello, no obstante, es también de sentido común que el tribunal superior analice los motivos que subyacen a la decisión de decretar secreto algún acto, y que mantenga ese mismo secreto, salvo que lo considere importante a efectos probatorios, y siempre que se garantice el derecho de defensa.

			Otro apunte en relación con el dato de que la copia de las actas –si las pide– se entreguen sólo al abogado, y no a la parte, ya que es una disposición que casa mal con el instituto de la postulación y de la asistencia procesal. El titular de los derechos procesales y sustantivos no es el abogado, sino la parte; ésta, al dar comisión al letrado o poder al procurador, no abdica ni de su condición de parte procesal, ni de los derechos que le competen en tal sentido. La función de abogados y procuradores –por cierto, el canon habla de abogados, no de procuradores y, sin embargo, lo que en la actualidad se hace es entregársela a los abogados a través de los procuradores– es meramente instrumental dentro del proceso, y nunca puede un abogado o un procurador considerarse dominus litis. El evitar posibles usos extraños de las actas no puede ser el principio fundamental del proceso: si así fuera, y por la misma razón que se esgrime, se debería impedir que se entregara copia de la sentencia a la parte, indicándole sólo la parte dispositiva de la misma, no la fundamentación jurídica o fáctica. Todos sabemos que, en la gran mayoría de las sentencias, se reproducen explícitamente testimonios, informes periciales...; pues bien, cuando a alguien se le declara incapaz para el matrimonio, cuando se habla que el sustrato fáctico de esa incapacidad es de naturaleza psíquica, cuando se refieren a un diagnóstico del perito... ¿no se le está suministrando material suficiente para una posible demanda civil o penal?

			Es posible que la disposición sea prudente, pero contraria a varias instituciones procesales. Imaginemos que la parte, porque puede hacerlo, demanda y/o contesta personalmente (can. 1481 § 1), ¿tampoco puede pedir las copias? Si así fuera, el abogado de la parte contraria tendría las copias de lo actuado –lo que puede ser clave para preparar los alegatos– y, sin embargo, ella –que no ha podido ya asistir al interrogatorio de testigos y de la otra parte–, se vería privada de las mismas. ¿No afecta esto directamente al derecho de defensa? En las primeras redacciones del proceso de reforma –cuando esta reforma estaba ya en fase redaccional– se mantuvo la posibilidad de que las partes pudieran pedir también copia; finalmente, y por las razones que he expuesto, se optó por la redacción actual...

			Yo creo que, sin contravenir el instituto de la postulación procesal y de los legítimos derechos de la parte –entre ellos el derecho de defensa–, se podrían articular otras soluciones prácticas; por ejemplo: el juez, que ha instruido la causa, sabe –en la generalidad de los casos– si se trata de personas susceptibles de actuar maliciosamente en sede penal, de modo que, cuando tuviera sospecha de ello, puede impedir que se entregue copias al propio abogado, permitiéndole únicamente el examen de las actas en la sede judicial; en caso de que el juez poseyera garantías de que las actas serán correctamente empleadas, el espíritu de la norma quedaría cumplido, y no creo que hubiera inconveniente en permitir que las partes tuvieran copia de las actas, o de algunas de ellas. Por cierto, se habla de evitar un uso de las actas del proceso canónico en sede civil-penal, sin embargo, nosotros constantemente aceptamos actas de procesos de separación y divorcio, de procesos de malos tratos, sentencias de incapacidad…

			La Iglesia no debe tener miedo a la verdad, y debe asumir las responsabilidades de la misma. En este sentido, se podría suscribir un seguro de responsabilidad civil con los que salir al paso de las posibles demandas: esto sería casi necesario, no sólo para este supuesto, sino para otros.

			Dicho esto, se debería corregir la praxis que se está extendiendo de entregar automáticamente las copias al abogado: éste las tiene que pedir, y el juez debe analizar la conveniencia o no de entregarlas.

			Un último apunte en relación con este tema: ¿qué ocurriría si las autoridades –civiles o judiciales– reclamaran dichas actas judiciales? La Signatura Apostólica ha defendido en varias ocasiones –en particular en Francia y en Italia– que no existe un derecho de dichas autoridades de obtener de los tribunales eclesiásticos las actas judiciales. No se entiende, sobre todo en aquellas democracias en las que rige la separación Iglesia-Estado –y más en las que, vía tratado internacional como es un concordato, se reconoce la potestad judicial de la Iglesia, su autonomía, y en las que incluso se le reconoce efecto civil a algunas sentencias canónicas– cómo podría en realidad la jurisdicción eclesiástica estar sometida a la estatal.

			En relación con esta cuestión, el criterio general que se viene aplicando en los procesos de nulidad del matrimonio es muy distinto del «principio de colaboración» que se ha establecido entre las autoridades civiles y religiosas en materia penal, especialmente en los casos de los llamados «delicta graviora»; en este ámbito, el principio de colaboración se establece de manera explícita en el art. 19 del M. P. Vos estis lux mundi del Papa Francisco, en el que se hace una especie de «canonización» de la normativa civil-penal de los estados, llegando a su última referencia normativa en rescripto de 17 de diciembre de 2019 del Papa Francisco, en cuyo art. 1 suprime el secreto pontificio para este tipo de delitos, estableciendo lo siguiente en el art. 5 relativo al principio de publicidad: «no puede imponerse ningún vínculo de silencio con respecto a los hechos encausados ni al denunciante, ni a la persona que afirma haber sido perjudicada ni a los testigos»; este artículo hay que compaginarlo con el art. 2 del citado rescripto, en donde se llama la atención para que «la información se trate de manera que se garantice su seguridad, integridad y confidencialidad de acuerdo con los cann. 471, 2º del CIC y 244 § 2, 2 del CCEO, con el fin de proteger la buena reputación, la imagen y la privacidad de las personas involucradas»62.

		

		
			

			
				 55 Sin publicidad difícilmente se garantizaría el derecho de defensa, y el contradictorio mismo; esta relación directa entre los citados principios aparece en el derecho histórico; por ejemplo, en las Partidas se sanciona la praxis de tomar las declaraciones en secreto, en concreto, en la partida III «de testigos» del tít. XVI, de la ley XXVI; en la ley de bases de 21 de junio de 1880, en concreto, en la base 6a se disponía que «la prueba…se practique toda ella con publicidad e intervención de los litigantes»; este principio quedó recogido en el Código civil de 1881.

			

			
				 56 «Mantener el equilibrio preciso entre publicidad y secreto garantiza que los justiciables se vean respetados y que los jueces no se conviertan en dueños de la litis. Pudiera decirse que para las partes mismas, sus abogados y procuradores, en principio, rige una publicidad procesal limitada a ellos mismos, pero también moderadamente limitada para ellos» (C. De Diego Lora - R. Rodríguez Ocaña, Lecciones de derecho procesal…, cit., 347).

			

			
				 57 «Communicationes» 1 (1969) 83, n. 7.

			

			
				 58 Por lo que a la pericia se refiere, también ésta goza de la requerida publicidad: ha de ser pública la designación del perito, que se ha de comunicar a las partes por si tienen algo que decir; público también es, aunque no publicitado o notorio, el resultado final del informe pericial; por razones graves el juez podría hacer que alguna parte del mismo no se publicara, aunque garantizando el derecho de defensa que tienen las partes. Mi parecer es que la prueba pericial incluya no sólo los resultados de las pruebas predictivas, sino el propio desarrollo de los mismos; en este caso, considero que no se deberían publicar éstos, limitándonos a la publicación del resultado final y del resto del informe.

			

			
				 59 Juan Pablo ii, Discurso a la Rota romana de 26 de enero de 1989, en: A. Lizarra Artola, Discursos pontificios a la rota romana, cit., 434.

			

			
				 60 Ibidem, 435.

			

			
				 61 Para un análisis de los posibles mecanismos sancionadores ante actuaciones negligentes, dolosas o fruto de la impericia de los patronos véase: Capítulo 5: IV. 4.24. Establecer mecanismos controladores de la actividad y sancionadores de la impericia, negligencia y dolo.

			

			
				 62 Respectivamente: Francisco, Motu proprio Vos estis lux mundi, de 7 de mayo de 2019, en: https://www.vatican.va/content/francesco/es/motu_proprio/documents/papa-francescomotu-proprio-20190507_vos-estis-lux-mundi.html, n. 19; Francisco, Rescriptum ex audientia SS. MI: Rescripto del Santo Padre Francisco con el que se aportan algunas modificaciones a las “Normae de gravioribus delictis”, 17.12.2019, en: https://press.vatican.va/content/salastampa/es/bollettino/pubblico/2019/12/17/rescpi.html; ambos consultados por última vez el 15-V-2024.

			

		


		
			
5. Principios dispositivo e inquisitivo


			Las cuestiones que subyacen a la consideración de estos principios en el proceso canónico son cuestiones como quién tiene la iniciativa del proceso, a quién le corresponde el impulso procesal, cuál es el ámbito de actuación discrecional del juez... El principio dispositivo propiamente dicho «consiste en que las partes poseen dominio completo tanto sobre su derecho sustantivo como sobre los derechos procesales implícitos en el juicio»63; por el contrario, el principio inquisitivo –o de oficialidad– acoge como criterio regulador del proceso la iniciativa del juez: el proceso es promovido por el juez, la investigación se lleva adelante por el mismo, con audiencia o sin audiencia obligada de las partes interesadas, y será el juez quien pondrá término a su propia tarea mediante el acto de juzgar y obligar a cumplir lo juzgado.

			En el proceso canónico no aparecen estos dos principios como dos órdenes procesales en estado puro, sino que unas veces prevalece el impulso oficial y otras el de parte según los estadios o etapas del mismo: en general, se puede afirmar que el principio inquisitivo tiene preferencia en las causas criminales y en las contenciosas de interés público y el dispositivo, en las contenciosas de interés privado.

			En lo que se refiere al inicio del proceso, se aplica lo consagrado por el can. 1501 –«nemo iudex sine actore»–, según el cual la incoación del proceso depende exclusivamente de la iniciativa privada, no pudiendo el juez instar de oficio la presentación de demanda alguna. En el proceso canónico de nulidad, el can. 1674 § 1, 1º establece la legitimación originaria de los cónyuges a la hora de impugnar el matrimonio, reduciendo al máximo los supuestos de legitimación sustitutiva del promotor de justicia (can. 1674 § 1, 2º): cuando la nulidad haya sido divulgada y no sea posible o conveniente su convalidación y de terceros (impugnación póstuma del matrimonio y prosecución post mortem de la causa, can. 1674 §§ 2 y 3). Lo que es obvio es que juez y demandante han de ser personas distintas, que ha de existir la necesidad de una demanda previa de la parte como presupuesto necesario para que se dé el proceso, y que esta demanda se dirige a un órgano judicial, al que se le solicita que ejercite una actividad.

			En esta fase inicial, y a lo largo de todo el proceso, la iniciativa procesal de las partes es evidente. El juez se presenta, en principio, como el receptor de las peticiones de las partes y como el que controla la observancia de la ley (can. 1505). Si ante la iniciativa de las partes acudiendo al proceso, el juez no hace nada, el can. 1506 protege el derecho de aquellas a la tutela judicial efectiva, siempre que la petición contenga los elementos esenciales para proceder a la admisión de la demanda ipso iure.

			A las partes, por ejemplo, les corresponde la delimitación del objeto de la controversia (can. 1513), así como también su eventual modificación es iniciativa de las partes (can. 1514), aunque sea el juez el que la decreta64; el onus probandi de quien afirma los hechos le corresponde a la parte (can. 1526); la misma prueba testifical tiene múltiples reflejos del principio dispositivo65; en la prueba pericial, aunque el perito es designado por el juez (can. 1575), sin embargo, se admite la nueva figura de los peritos privados designados por las partes y aprobados por el juez (can. 1581; en relación con el perito de oficio, aunque el anterior can. 1575 establecía el criterio de oír a la parte antes de la designación del perito de oficio, lo cierto es que el art. 204 § 1 de la Dignitas Connubii suprimió esta fase de la audiencia previa, dejando la actuación de la parte en relación con la designación del perito a la hipotética recusación del mismo una vez designado; en la renuncia y el desistimiento del actor (cann. 1524-1525), aunque aquí, al margen de otros requisitos, se precisa de la admisión del juez… Y en otros muchos ámbitos de la dinámica del proceso: cann. 1411 § 1, 1592, 1460 § 1, 1526, 1551, 1633, 1520, 1628; también el nuevo can. 1683, 1º referido al proceso brevior, que establece la necesidad de litisconsorcio voluntario activo como primera condición de apertura de dicho proceso.

			El poder de las partes, al disponer con su iniciativa el nacimiento del proceso y al fijar los límites objetivos del mismo –aunque formalmente lo haga el juez–, se manifiesta también en la posibilidad de establecer peticiones variadas, impugnaciones incidentales, actos de protesta formal…, todo lo cual influye directamente en el desenvolvimiento del proceso. Hasta tal punto esto es real, que existe el instituto de la caducidad, con el que se sanciona procesalmente la inactividad de las partes, siempre que la ausencia de impulso procesal no sea atribuible al tribunal (can. 1520).

			Además de ello, por ejemplo, ya en la fase decisoria, se suele aludir a dos máximas jurídicas que vienen a expresar autorresponsabilidad de las partes en el desarrollo del proceso canónico –especialmente del proceso de nulidad del matrimonio–: la máxima ne eat iudex ultra petita partium, en virtud de la cual se prohíbe un pronunciamiento del juez más allá de lo solicitado por las partes, o lo que es lo mismo, se viene a encauzar y acondicionar la actividad probatoria, y la máxima que secundum allegata et probata partium iudex iudicare debet (ex actis et probatis).

			Después de la fase decisoria, la iniciativa de parte también se aplica a todo el sistema de recursos. De acuerdo con el can. 1628, la apelación se atribuye a la parte que ha sufrido gravamen –la supresión de la duplex conformis comporta la supresión del envío de oficio por parte del tribunal de los autos tras sentencia declarativa de la nulidad (can. 1682 § 1 del CIC'83)–, y también la presentación de la querella de nulidad responde a la iniciativa de la parte (can. 1626 § 1) –aunque cabe la actuación de oficio por parte del juez (can. 1626 § 2)–, y también la nova causae propositio (can. 1644) e incluso la restitutio in integrum (can. 1646).

			Ahora bien, siendo todo ello verdad, lo cierto es que este principio dispositivo o de autorresponsabilidad viene armonizado –y en cierto modo matizado– en el proceso canónico matrimonial por una cierta y legítima iniciativa del juez66. En efecto, el órgano judicial, que tiene la obligación de fundamentar y motivar las sentencias, dispone de una serie de prerrogativas que se derivan del respeto y de la tutela del bien público, así como de la búsqueda de la verdad objetiva. Así, por ejemplo, el can. 1545 permite que el juez «pueda mandar que se presente en el proceso un documento común a ambas partes»; incluso después de la conclusión de la causa, «el juez puede llamar a los mismos o a otros testigos o mandar que se practiquen pruebas no pedidas con anterioridad» (can. 1600), siempre que exista una razón grave y que se evite cualquier peligro de fraude o soborno, o cuando se prevea que, de no emitirse una nueva prueba, la sentencia sería injusta; incluso puede ordenar el careo entre testigos y el contendiente, o entre un testigo y el contendiente (can. 1560 § 2).

			Todo ello –y muchas otras prerrogativas del juez–, encuentran su amparo en el can. 1452 § 2, que viene a establecer una cierta «preeminencia» del principio inquisitivo o de oficialidad67. En efecto, dicho canon establece en su § 1 que «una vez que se ha introducido legítimamente una causa criminal u otra de las que se refieren al bien público de la Iglesia o a la salvación de las almas, el juez puede, e incluso debe, proceder de oficio»; y en el § 2: «el juez puede además suplir la negligencia de las partes en la presentación de pruebas o al oponer excepciones, siempre que lo considere necesario para evitar una sentencia gravemente injusta, quedando firmes las prescripciones del can. 1600»68.

			Gran parte de las actuaciones concretas del juez ya aludidas se producen al amparo de este canon, de modo que, en la práctica de los procesos que atañen al bien público –en especial en el proceso de nulidad del matrimonio–, la iniciativa de las partes está muy sometida a la iniciativa del juez, que goza de una gran discrecionalidad69, hasta el punto de que se puede afirmar que el proceso canónico es un proceso fuertemente dirigido por el juez, pero un juez que se nos presenta dependiente de la ley, así como dependiente también de la iniciativa y del poder dispositivo de las partes70. En realidad, tal como indica Acebal, «esta facultad del juez para suplir las pruebas se extiende tanto a las causas de solo interés particular como de interés o bien público, y se sitúa en la línea de los modernos ordenamientos procesales de dar mayor cabida al principio inquisitivo, pues aun en las causas de puro interés privado está en juego el prestigio y la eficacia de la función judicial, y no se puede permitir que la negligencia de las partes impida el conocimiento de la verdad objetiva y el pronunciamiento de una sentencia justa, frustrando la misión de los tribunales de justicia»71.

			En realidad, estamos ante una moneda que tiene dos caras: por una parte, la cara de la iniciativa de las partes –con sus derechos y posibilidades–, que tiene una dimensión de autorresponsabilidad, y que, en cuanto tal, no necesita ser fortalecida por ninguna obligación ni por ningún deber o coacción externas; por otra parte, la cara de los múltiples poderes del juez, fundamentados especialmente en el can. 1452 § 2. Para explicar este poder del juez, Carnelutti distingue entre derecho subjetivo y poder del juez72: mientras un derecho subjetivo no puede ser al mismo tiempo un deber, en cambio es jurídicamente admisible que un poder sea también un deber. En este sentido, no existe ningún mecanismo jurídico con el cual coaccionar y concretar el principio de disponibilidad-autorresponsabilidad de las partes, sin embargo, sí que hay que entender que dicho poder tiene un aspecto de deber, deber de hacer justicia, algo que se evidencia al considerar los poderes que tiene el juez en un proceso como el de nulidad del matrimonio.

		

		
			

			
				 63 Cfr. P. Aragoneses., Proceso y derecho procesal, Madrid 1960, 33.

			

			
				 64 Esto que se aplica al contencioso ordinario, se aplica también al proceso contencioso oral (cann. 1658-1661), al proceso documental (can. 1686), al proceso de separación de los cónyuges (can. 1693 § 1) y al proceso para la obtención de la dispensa del matrimonio rato y no consumado (can. 1697), incluso también al proceso para la declaración de nulidad de la ordenación sacerdotal (can. 1708).

			

			
				 65 Por ejemplo, de acuerdo con el can. 1551, la parte puede renunciar a los testigos que ella misma presentó; debe indicar nombre y domicilio y las preguntas que se pretenden hacer (can. 1552); puede pedir la exclusión de un testigo, si hay causa justa para ello (can. 1555).

			

			
				 66 Cfr. M. J. Arroba Conde, El principio dispositivo en el proceso contencioso canónico, Roma 1989; en este aspecto el proceso de nulidad matrimonial se distingue de aquellos procesos de naturaleza privada, en particular, de los procesos civiles: en éstos, la ley le asigna a las partes la función de reunir y traer al proceso el material de hecho, limitando la función del juez a la de recibirlo, para valorarlo después; son las partes mismas las que aportan los hechos conducentes a establecer la relación jurídica que exista entre ellas y de que la demanda hace cuestión; ni el juez puede fundar su decisión en otros hechos, ni puede prescindir de los que las partes sometan a su juicio. Qué efectos jurídicos se deriven de tales hechos, en relación con las pretensiones deducidas, es cosa que corresponde decidir al juzgador, previa la declaración de los hechos. El juez sólo es libre de considerar como dados o no los hechos controvertidos; de los alegados por una parte y admitidos por la contraria ha de partir en todo caso en la sentencia, independientemente de su convencimiento.

			

			
				 67 Cfr. M. J. Arroba Conde, El principio dispositivo en el proceso contencioso canónico, Roma 1989; P. Bianchi, L'iniziatiava del giudice nella ricerca delle prove, en: Aa.Vv., Prassi e sfide dopo l'entrata in vigore del M. P. Mitis Iudex Dominus Iesus e del rescriptum ex audientia del 7 de diciembre de 2015, Città del Vaticano 2018, 21-46; P. A. Bonnet, Comentario al can. 1452: «Comentario exegético al Código de Derecho Canónico», Pamplona 1996, vol. IV/1, 931-935; S. Carmignami Caridi, Principio inquisitorio e principio dispositivo, en: Aa.Vv., Il giudizio di nullità matrimoniale dopo l'istruzione «Dignitas Connubii». Parte prima. I principii, Ciudad del Vaticano 2007, 327-334; C. de Diego-Lora, R. Rodríguez-Ocaña, Lecciones de Derecho procesal canónico. Parte general, Pamplona 2003, 338-344. El mismo De Diego Lora llama la atención sobre las precauciones que se han de tomar a la hora de echar mano del can. 1452 § 2: «De este can. 1452 § 2 sólo puede servirse tratando de cuidar: 1) evitar que él mismo (el juez) llegue a pronunciar una sentencia injusta; 2) al adoptar algunas de las potestades de suplencia debe dictar decreto razonado justificando la causa que fundamente su iniciativa, es decir, precisará cuáles sean los motivos concretos que le hagan temer dictar una sentencia injusta; 3) debe describir de algún modo cuáles sean los supuestos de hecho, procedentes de la conducta procesal de la parte que desea suplir, manifestativos de la supuesta negligencia; y 4) que de estas motivaciones de su decreto (can. 1617) no quepa deducir ningún pronunciamiento o afirmación que se entienda prejuzgan de algún modo la cuestión planteada y a resolver en la sentencia, único acto procesal en el que cabe este tipo de pronunciamientos (can. 1607.1612)» (C. De Diego Lora, Independencia y dependencia judiciales en el nuevo Código, en id., Estudios de derecho procesal canónico, vol. 4, Pamplona, 1990, 98).

			

			
				 68 Es en la prueba donde más se atenúa el principio dispositivo o de iniciativa de parte, algo que no ocurre en el proceso civil; en éste, toda la regulación de la prueba se funda en que el juez tiene que partir, como dados, independientemente de su convencimiento, de los hechos alegados por una parte o admitidos por la otra; en este tipo de procesos, sólo hay recibimiento de prueba si las partes lo piden, algo que no ocurre en el proceso canónico, pues en éste el juez, no sólo puede, sino que está llamado a proponer pruebas de oficio con el fin de evitar una sentencia gravemente injusta.

			

			
				 69 Por ejemplo, le corresponde examinar, antes de admitir la causa, si el tribunal es o no competente; si las partes tienen o no capacidad; si se verifican o no los requisitos para admitir el libelo; declarar nulos los actos que lo sean, si esto interesa al bien público; de oficio, antes de terminar la cuestión principal, corregir o revocar el decreto o sentencia interlocutoria (can. 1591); decretar en todas las decisiones, sin previa petición de la parte, acerca de las costas (can. 1611, 1º).

			

			
				 70 Cuanto venimos explicando se evidencia en el ámbito de las pruebas periciales. Por ejemplo, corresponde al juez designar el perito; en relación con esta cuestión, el art. 204 § 1 de la Dignitas Connubii omite el trámite de audiencia previo a las partes que establece el 

			

			
				 71 J. L. Acebal Luján, Comentario al can. 1452: «Código de Derecho Canónico» Madrid 1986, 714.

			

			
				 72 Cfr. F. Carnelutti, Estudios de derecho procesal, vol. 2, Buenos Aires 1952, 151-152.

			

		


		
			6. Principio de inmediación procesal


			En esencia, este principium proximitatis consiste en que el juez se halle en un contacto lo más directo e inmediato posible con la realidad procesal y muy particularmente con las partes: recibiendo sus manifestaciones y pruebas; asistiendo a sus reacciones; oyendo sus alegatos; interrogando por sí mismo a partes y testigos...; es decir, situando el centro de gravedad en la persona y no sólo en las actas de la causa, tantas veces frías y deshumanizadas. Con ello, el proceso gana en humanidad y se hace menos mecánico y formalista, se hace más próximo a las partes y gana en agilidad y accesibilidad, sin las cuales mucha gente parece desanimarse y no acceder a la vía procesal en caso de ruptura de su matrimonio. Y es que no se puede olvidar que la proximidad le permite al juez un mejor conocimiento del asunto enjuiciado, al ponerse en condiciones de recoger los matices, las tonalidades y pormenores de la controversia y percatarse mejor de la realidad que tiene entre las manos73.

			Esta necesaria inmediatez-proximidad del proceso, se hace más perentoria en causas como las penales o las matrimoniales; respecto de éstas últimas, conviene tener presente que el principium proximitatis ha sido una de las grandes líneas maestras de la reforma del M.P. Mitis Iudex. En efecto, uno de los fines de la reforma es lograr la mayor cercanía posible entre los órganos judiciales y los fieles en la administración de justicia en la Iglesia. Así lo refiere expresamente el Papa Francisco en el Proemio: «Alimenta el estímulo reformador el enorme número de fieles que, aunque deseando proveer a la propia conciencia, con mucha frecuencia se desaniman ante las estructuras jurídicas de la Iglesia, a causa de la distancia física o moral; por tanto, la caridad y la misericordia exigen que la misma Iglesia como madre se haga accesible a los hijos que se consideran separados…»74.

			Esta pretensión de proximidad-inmediación no sólo tiene un carácter programático en la reforma, sino que se ha concretado en una nueva configuración de determinadas instituciones procesales: por ejemplo, en la obligación que establece el can. 1673 § 2 de constituir el tribunal diocesano, obligación que ha de ser un verdadero desafío de la pastoral familiar, de ahí que el Papa les inste a cumplirla «cuanto antes» (art. 8 § 1 RP). Para facilitar esta creación de tribunales próximos, se han establecido algunas novedades y se han hecho menos rígidos los mecanismos de la configuración y elección del tribunal: 1º/ La posibilidad del tribunal monocrático (juez único, clérigo) en caso de imposibilidad de formar el colegio (can. 1673 § 4), ello sin permiso de la conferencia episcopal (can. 1425 § 4); 2º/ La posibilidad reconocida en el can. 1673 § 3 de nombrar jueces laicos, ello sin las limitaciones del can. 1421 § 2 (situación de necesidad y autorización de la conferencia episcopal); 3º/ La modificación de los títulos de competencia en los términos del can. 1672, justificada por parte de la doctrina como exigencia de este principio de proximidad75, pues permite –al abrirse la opción del fuero del domicilio y cuasidomicilio de las partes– una mayor cercanía entre el fiel que solicita la nulidad y el órgano encargado de conocer de la misma, de modo que aquél no tendrá que acudir a un tribunal lejano para resolver su caso, posibilitándose también –a través del fuero de las pruebas, fijado ahora sin los límites del anterior can. 1673, 4º– la inmediación judicial entre la adquisición de las pruebas y el órgano que ha de valorarlas76; 4º/ La posibilidad de recurrir al llamado «tribunal cercano o vecino» («vicinius tribunal») (can. 1673 § 2b).

			Además de algunas de las novedades de reforma que he apuntado y que reflejan este deseo de inmediación y proximidad del legislador, la norma procesal tiene otros ejemplos de esta voluntad legal de proximidad del juez con la realidad procesal: la fijación del dubium por el juez (can. 1513 y nuevo can. 1676 § 2), el acceso y reconocimiento judicial como prueba es un ejemplo de esta voluntad de proximidad con la realidad en litigio (can. 1582); la práctica por parte del juez del interrogatorio de las partes y de los testigos (cann. 1530, 1534 y 1548, 1561, 1562, 1563, 1569 2); la delimitación del objeto de la pericia por el juez, y el que el propio juez pueda pedir al perito las explicaciones que estime necesarias (can. 1578, 3º, art. 211 Dignitas Connubii), así como la propia ratificación del perito ante el juez, y en presencia del notario.

			El momento más privilegiado de la inmediación judicial es la instrucción. En términos generales, el principio de inmediación exige que el juez que pronuncia la sentencia haya asistido a la práctica de las pruebas de donde extrae su convencimiento; exige, por tanto, que haya entrado en la relación directa –inmediata– con las partes, con los testigos, peritos…, de forma que pueda apreciar por sí mismo las declaraciones de tales personas, fundándose en la impresión inmediata recibida y no en referencias ajenas.

			Sin perjuicio del tratamiento posterior que se haga de estas cuestiones77, permítase algún apunte sobre la importancia de la inmediación en la instrucción de los procesos de nulidad –en concreto, en el interrogatorio de las partes y de los testigos–, pues se trata de cuestiones que se relacionan directamente con la celeridad procesal y con la búsqueda de la verdad:

			
					
					 Como garantía de un mejor proveer, y como exigencia del principio de inmediación, nadie delegado por el vicario puede tomar declaraciones, tampoco el notario, ya que la potestad judicial no se delega; en este sentido, causan extrañeza determinadas praxis que se advierten en algunos tribunales, por ejemplo, la de que sea «un extraño» procesal quien tome declaración, de modo que el juez se limite al formalismo de firmar la declaración al final de la misma; en mi opinión, el can. 1561 no es base jurídica para esta praxis que se está llevando a cabo en no pocos tribunales.

				

					
					 Igualmente, considero que, por exigencia de este principio de inmediación, y como garantía igualmente de un mejor proveer, debería corregirse la praxis de algunos tribunales en los que, sistemáticamente, el juez instructor no es el juez ponente, tal como ocurre en los procesos penales, en los que el instructor no decide, para evitar una «contaminación objetiva»78. En mi opinión, no sólo no se evita ésta, pues de hecho sí que forma parte del tribunal colegial, sino que existen algunos handicaps: por una parte, que el instructor se limite a una instrucción casi de memoria, con preguntas más o menos tipo (cómo fue el noviazgo, que problemas tuvieron en el matrimonio...); la clave del proceso está en la instrucción, y para instruir bien, hay que conocer perfectamente la causa, y hay que conocer perfectamente los elementos más fundamentales que entran en juego en cada uno de los capítulos que forman parte del dubium, esto es, hay que conocer la jurisprudencia perfectamente, y hay que conocer la doctrina, y con la praxis que refiero se ponen las bases para todo lo contrario (en la práctica instruye quien todavía no se ve –o no lo ven– capacitado para redactar una sentencia).

					
				

					
					 El tema de los exhortos: como normal general, no soy partidario de la prueba por exhortos, aunque también es verdad que hay supuestos en los que no cabe otra solución. Me refiero, en concreto, a un supuesto como el siguiente: se concede la nulidad en primera instancia, y en segunda, no se ratifica la causa, sino que se la envía a proceso ordinario; ¿tiene sentido que se mande practicar la prueba al mismo tribunal al que no se le ha confirmado la causa? En mi opinión, no tiene demasiado sentido; la experiencia me dice que, en muchos casos, la inmediación ha sido determinante para el devenir de la causa, y para el resultado final de la misma. En este sentido, las partes y/o los testigos deben desplazarse a la sede del tribunal superior o, en su caso, y habiéndose dado los trámites oportunos, que sea el propio tribunal el que se desplace a la sede del tribunal de primera instancia; últimamente lo que estamos haciendo son las declaraciones –de las partes y de los testigos– por video-conferencia, siempre con todas las garantías jurídico-procesales79.

				

					
					 Un último apunte que se relaciona muy directamente con este principio de inmediación: de acuerdo con el 1567 § 1, «el notario –no el juez– debe poner inmediatamente por escrito la respuesta, consignando las mismas palabras de la declaración, al menos en cuanto se refieren directamente al objeto de juicio»; el CIC'17 ordenaba que se transcribiera literalmente toda la respuesta, a no ser que el juez autorizara consignar en el escrito solamente la sustancia de la misma en causas de entidad insignificante. La Provida Mater Ecclesia precisó esta disposición del Codex, y estableció una regulación que bien puede seguirse en la actualidad: se transcribirán las mismas palabras de la declaración en cuanto a aquello que, o bien el instructor juzgare necesario y oportuno, o bien el declarante pidiere (art. 103 § 2); fuera de esto, las respuestas se transcribirán «íntegra y fielmente», en cuanto sea necesario para «que no se omita nada que pueda influir en el juicio» (art. 129). Es decir, se deben evitar dos riesgos: el de que, por ser literales, se copien aspectos que nada tienen que ver con lo que se inquiere; pero sobre todo se debe evitar el que el juez «dicte» al notario, ya que, en este supuesto, cabe la posibilidad de que el propio juez esté haciendo ya en este momento una «traducción», una «interpretación» de lo que la parte o el testigo ha dicho, traducción-interpretación que deberá realizar en la fase decisoria80. Por ello, considero que, entre los dos extremos, es mejor pecar de exceso que de defecto, de literalidad, que de traducciones del juez.

				

			

			Todas estas concreciones del principio de inmediación tienen una incidencia, no sólo en el desarrollo célere de la causa, sino en un mejor proveer, del que se seguirá un mejor descubrimiento de la verdad.

		

		
			

			
				 73 Vid. Z. Grocholewski, Comentario al can. 1428: «Comentario Exegético al Código de Derecho Canónico», Pamplona 1996, vol. IV/1, 807; J. Llobell, Il diritto al contraddittorio nella giurisprudenza canonico, en: ed. S. Gherro, Il principio del contraddittorio della Chiesa e gli ordinamenti statali, Padova 2003, 57-58. «Toda información que el juez reciba sobre el objeto del proceso, o sobre las cuestiones interlocutorias en las que haya de pronunciarse, se entiende que serán percibidos con mayor claridad, y aproximación a la realidad, si el juez se halla presente sea para escuchar las alegaciones de las partes, sea para percibir la espontaneidad y sinceridad de los sujetos que ofrecen sus versiones probatorias y relatos» (C. De Diego Lora - R. Rodríguez Ocaña, Lecciones de derecho procesal canónico..., cit., 333).

			

			
				 74 En el Capítulo 5 se estudia detalladamente cómo uno de los principios finalísticos de la reforma es buscar la accesibilidad a los tribunales y la celeridad, todo lo cual tiene que ver directamente con este principio de inmediación. Vid. Capítulo 5: II. 6.2. Celeridad, simplificación y accesibilidad como principios finalísticos de la reforma del Mitis Iudex.

			

			
				 75 Cfr. C. Peña García, El proceso ordinario de nulidad matrimonial en la nueva regulación procesal, en: ed. M. E. Olmos Ortega, Procesos de nulidad matrimonial tras la reforma del Papa Francisco, Madrid 2016, 87-88.

			

			
				 76 Mi parecer, sin embargo, no es tan favorable a la modificación de los títulos de competencia en los términos en los que se ha hecho, sobre todo en lo que tiene que ver con el «cuasidomicilio de las partes». En realidad, tal como han sido configurados los títulos de competencia, más que favorecer la proximidad entre el juez «y las partes», lo que hace es decantar la balanza hacia la parte actora, protegiendo la cercanía de ésta con el juez, pero no proteger igual a la parte procesalmente más débil, el demandado. Vid. al respecto el Capítulo 5: II. 6.2.2. La modificación de los títulos de competencia.

			

			
				 77 Vid. Capítulo 5: IV. 4.13. Profesionalizar la instrucción: inmediación, única jornada instructoria, plazo máximo…

			

			
				 78 La doctrina se ha mostrado favorable a la idea de que sea el juez ponente el que instruya la causa, ello como consecuencia del principio de inmediación; vid. por ejemplo: G. Maragnoli, La funzione e poteri del giudce nel processo canonico di nullitá del matrimonio, en: ed. H. Franceschi - J. Llobell - M. A. Ortiz, La nullitá del matrimonio: temi processuali e sostantivi in occasione della “Dignitas Connubii”, Roma 2005, 83-143, en especial 131-143; P. A. Moreno García, La conformidad de las sentencias, Valencia 2012, 208.

			

			
				 79 Vid. Capítulo 5: IV. 4.1. Aumentar los recursos de personal, económicos y técnicos y exigir dedicación prioritaria. Culminar la incorporación de los laicos a la función judicial.

			

			
				 80 Todos sabemos que, a una misma respuesta de las partes sobre una cuestión con fuerte componente jurídicos, se le puede dar distintas traducciones, sin que –en la mayoría de los casos– la parte –ni siquiera el propio abogado– se percate de los matices (ej. discreción de juicio: pudieron o no pudieron discernir/ exclusión de la prole: dilación temporal o exclusión total/...).

			

		


		
			7. Los principios de adquisición procesal y de preclusión


			Desde el punto de vista de lo que en él se inserta, el proceso es una unidad sustancial e indivisible; desde el punto de vista del modo como se va desarrollando, el proceso es una sucesión continuada de actos que se van realizando de acuerdo con un orden preestablecido por las leyes. De acuerdo con ambas consideraciones, surgen dos principios: el de adquisición procesal y el de preclusión.

			El principio de adquisición tiene un fundamento racional, y se concreta en la imposibilidad de discriminar el contenido del proceso, de modo que no se puede tomar una parte del contenido sustancial y preterir otra. De acuerdo con este principio, ninguna de las partes puede renunciar a los medios de prueba ya propuestos y practicados, de modo que los resultados de los mismos afectarán a las partes favorable o desfavorablemente, con independencia de los propósitos y deseos de quien haya propuesto los medios de prueba. La prueba, una vez propuesta-admitida-practicada, es prueba procesal, erga omnes, independientemente de quién la aportó y del resultado de la misma; igualmente, el juez tampoco puede «hacer desaparecer» ningún elemento de prueba. Esta cuestión se plantea fundamentalmente respecto de aquellas pruebas cuyo tenor ha resultado desfavorable para la parte que la propuso; especial consideración se ha de prestar a este respecto a la prueba pericial: el resultado de la misma es válido para todos, también para la parte que la propuso y que ve cómo el dictamen final contradice sus legítimas pretensiones; esta circunstancia no sería suficiente para que se procediera a la práctica de una nueva pericia, debiendo velar el juez para que se evite el recurso a las pruebas procesales necesarias hasta que se compartan las pretensiones de la parte proponente.

			Expresión de este principio de adquisición procesal es la obligación para el juez de adquirir la certeza moral a partir de todo lo que ha sido «probado y alegado» (can. 1608 § 3); es decir, al margen de la consideración-valor que el juez dé a cada prueba, el material del que ha de partir el juez es de lo alegado y probado, de ahí que se prohíba terminantemente a las partes, a sus abogados y a terceros, transmitir al juez informaciones que estén fuera de las actas (can. 1604 § 1); todo ello tiene que ver también con este principio de adquisición.

			Si la idea del proceso como un todo nos sitúa ante el principio de adquisición, la idea del proceso como una sucesión de actos realizados según un orden establecido nos sitúa ante el principio de preclusión, un principio que está muy ligado también al de economía procesal, y a la necesidad de un mayor impulso procesal y de celeridad. Este principio intenta que el proceso se constituya por diversas fases dedicadas cada una a la realización y cumplimiento de determinadas actividades procesales, de tal manera que el cierre de cualesquiera de ellas hace imposible retroceder a la anterior, todo ello –entre otras cosas– con el fin de lograr un cierto orden en el desarrollo del proceso y de evitar la lentitud o incluso la paralización del mismo.

			La «preclusión» responde a la idea del proceso en fases o periodos, y dentro de éstos, de términos, a cada uno de los cuales corresponde un determinado acto o serie de actuaciones81. El proceso, desde esta perspectiva, se programa preclusivamente por el legislador en una dimensión de temporalidad, dividido en plazos, cada uno de los cuales ocasiona para las partes peculiares eventualidades del quehacer procesal; si en ello se pierde la ocasión de realizar el precedente, perece –caduca– el derecho de la parte a una realización tardía.

			En otras palabras, la preclusión genera cierres de posibilidades de actuación del litigante fuera de los momentos legalmente destinados al ejercicio de cada una de las actividades: el sentido de la preclusión es que, si no se realiza el concreto acto procesal dentro de la fase correspondiente, no podrá realizarse después. Por ejemplo, el demandado tiene derecho a contestar la demanda del actor, pero si no lo hace dentro del plazo concedido, la causa seguirá su curso normal con las consecuencias pertinentes para el propio demandado82. Gracias a este sistema, las actuaciones complejísimas se ordenan en una secuencia rigurosa y se hace posible que el proceso, una vez puesto en movimiento por la demanda, continúe hasta su terminación por el propio impulso.

			Este principio favorece el buen orden procesal a la vez que garantiza los derechos de las partes y sus expectativas; así mismo, es una garantía que favorece la diligencia de las partes y tiende a evitar dilaciones abusivas en el proceso, al tiempo que impide manipulaciones sorpresivas de las partes litigantes que con astucia pudieran programar estrategias hábiles favorecedoras de sus propios intereses con perjuicio para los de la otra parte en el litigio.

			En el Derecho Canónico aparece la preclusión de varias formas y en distintos momentos:

			
					
					 La no respuesta del tribunal al escrito de demanda, si éste cumple los requisitos esenciales, origina su admisión ipso iure (can. 1506).

				

					
					 La no comparecencia del demandado, cuando se ha citado legítimamente, determina la necesidad de su declaración de ausencia del proceso (can. 1592).

				

					
					 La no comparecencia del actor para la litiscontestación determina la presunción de renuncia (can. 1594).

				

					
					 Las excepciones procesales tienen un espacio procesal (cann. 1459 § 2 y 1462).

				

					
					 La reconvención cuenta con un plazo de 30 días a partir de la litiscontestación para ser propuesta (can. 1463).

				

					
					 El gratuito patrocinio ha de ser solicitado antes de la litiscontestación (can. 1464).

				

					
					 Los plazos llamados «fatales» no pueden prorrogarse ni abreviarse (plazos concedidos por la ley para la perención de los derechos, can. 1465).

				

					
					 Los demás plazos, antes de su vencimiento, pueden prorrogarse, pero no abreviarse sin el consentimiento de las partes.

				

					
					 Si no es por causa grave, el juez no proceda a recoger pruebas antes de la litiscontestación (can. 1529).

				

					
					 La máxima preclusión se produce a través de la «cosa juzgada», que viene a ser la preclusión del juicio mismo y de las cosas resueltas en él junto con la inviabilidad de otro posterior juicio respecto de materias ya decididas en un juicio anterior (cann. 1641, 1º y 1642).

				

					
					 Con la supresión de la duplex conformis (can. 1679), el plazo de apelación –de interposición y prosecución (cann. 1630-1633)– cierra las posibilidades de las partes de continuar con el ejercicio de la acción.

				

			

			El de preclusión no es en el ordenamiento canónico, sin embargo, un principio cerrado y absolutamente rígido. No se puede olvidar la vigencia del axioma: «salus animarum suprema lex est». Así, por ejemplo, al demandado que comparece posteriormente en el juicio y responde antes de la definición de la causa se le conceden oportunidades de defensa (can. 1593). Aunque quizás la norma que más pone de manifiesto que el principio de preclusión no es un principio absoluto es el can. 1644, y la posibilidad de la nova propositio causae, que no hace sino poner en cauce procesal –en concreto, por la vía de un recurso extraordinario– el principio establecido por el can. 1643 de la ausencia de cosa juzgada en las causas referidas al estado de las personas.

		

		
			

			
				 81 El término «preclusión» se usa sobre todo en el ámbito romano-italiano; la doctrina francesa, por ejemplo, usa el concepto de «decadencia de los derechos», y que hace referencia a la pérdida de determinados derechos por haber dejado expirar el plazo que se tenía para ejecutarlo; o el concepto alemán de «temporalidad de los derechos», que alude en cierto modo a la misma idea.

			

			
				 82 Cfr. S. Panizo Orallo, Temas procesales…, cit., 102.

			

		


		
			8. Principio de libre valoración de las pruebas


			Son dos los sistemas clásicos en materia de valoración de pruebas: el de la libre apreciación de las pruebas por el juez y el de la valoración legal o sistema de prueba tasada. En su estado químicamente puro, ambos sistemas presentan graves inconvenientes y también muchas ventajas. Para el profesor De Diego-Lora, el sistema de valoración legal tiene una mayor objetividad, elimina la subjetividad y la incertidumbre del juicio humano, evita que una misma hipótesis merezca distintas valoraciones, sin embargo, convierte al juez en mero aplicador de la ley, que tendrá que aplicarse con un mismo valor para supuestos que pueden ser muy distintos.

			Por su parte, el sistema de libre valoración permite una mayor independencia del juez, lo que no significa arbitrariedad, ya que debe motivar sus decisiones. En este sentido, el mismo autor afirma que habría que dar primacía al sistema de libre valoración de las pruebas, aunque aceptaría el sistema legal, siempre que no fuera vinculante, en otras palabras, siempre que su papel quedara limitado a señalar al juzgador criterios indicativos de buen sentido jurídico83.

			Un sistema ecléctico puede ser el más justo. En el derecho canónico, aunque existen supuestos concretos en los que el propio código otorga una eficacia determinada a ciertas pruebas –cann. 1526, 1536, 1538, 1541, 1542–, lo cierto es que el can. 1608 § 3 consagra el principio de libre apreciación de las pruebas al indicar que «el juez debe valorar las pruebas según su conciencia, respetando las normas sobre la eficacia de ciertas pruebas»84.

			La certeza moral a que debe llegar esa conciencia del juez no ha de ser una certeza física o metafísica, pero tampoco una mera probabilidad o una apreciación subjetiva. Ha de ser una conclusión apoyada en las leyes de la sana crítica y deducible de datos objetivos como son ante todo las pruebas aportadas a la causa, pero también las alegaciones y conductas de las partes, así como los indicios y presunciones que puedan derivar de lo actuado. En términos generales, la certeza moral consiste en un convencimiento al que llega el juez según el cual, si bien lo contrario a lo que concluye la sentencia es posible, sin embargo, no es probable. Es la llamada «verosimilitudo in contrario», idea que fijó Pío XII en su ya clásico discurso al Tribunal de la Rota romana de 1 de noviembre de 1942, y que repitió Juan Pablo II en su Discurso a la Rota romana de 198085, y que como tal reconoce el art. 247 § 2 DC86, cuya redacción es repetida en idénticos términos en el art. 12 de la Ratio Procedendi del M. P. Mitis Iudex.

			Sólo este convencimiento interior del juez –alcanzado ex actis et probatis– que llamamos certeza moral permite un pronunciamiento que, teniendo la consideración de verdad formal, tiene vocación de verdad sustancial. Este es un principio esencial de todo el derecho procesal canónico, principio que, en lo que se refiere a los procesos de nulidad del matrimonio, se relaciona con el carácter declarativo de los procesos de nulidad, con la presunción –iuris tantum– de validez del matrimonio que establece el can. 1060.

		

		
			

			
				 83 Cfr. C. De Diego-Lora, Estudios de derecho procesal canónico, vol. 2, Pamplona 1973, 6-7.

			

			
				 84 Cfr. C. M. Morán Bustos, Las condiciones de realización de la prueba pericial, en: «Curso de Derecho Matrimonial y Procesal Canónico para Profesionales del Foro», vol. XIX, Salamanca 2009, 289. Esta libre valoración de la prueba se predica y aplica a todos los medios de prueba, también a la pericia. En efecto, el juez es peritus peritorum, y en cuanto tal está llamado a enfrentarse al resultado de la prueba pericial sabiendo que no está obligado por el mismo, que está llamado a valorarlo con una amplia dosis de discrecionalidad, pero que no puede ser absolutamente arbitrario respecto del parecer del perito, sobre todo si este está bien fundado. Es decir, libre valoración de la pericia, no vinculación necesaria por el resultado de la misma, pero no arbitrariedad en su valoración, de hecho «sería improcedente y hasta temerario por parte del juez desatender un informe pericial bien elaborado y fundamentado sin contar con graves y serias razones para ello. En estos supuestos en los que el juez no asumiera los criterios del perito debería motivar adecuadamente su decisión, indicando qué hechos del resto de las pruebas le llevan a decantarse por una conclusión distinta de la del experto (Vid. K. Boccafola, Comentario al can. 1579: «Comentario Exegético al Código de Derecho Canónico», Pamplona 1996, vol. IV/2, 1419; vid. A. Stankiewicz, La valutazione delle perizie nelle cause matrimoniali: «Monitor Ecclesiasticus», 1993, 265ss; SRRD, coram Parisella de 23 dej ulio de 1971, 63 (971) 700; SRRD, coram Parisella 22 de marzo de 1973, vol. 65 (1973) 283; SRRD, coram Fungbini 16 de abril de 1986, 78 (1986) 259.

			

			
				 85 «A ningún juez le es lícito pronunciar una sentencia a favor de la nulidad de un matrimonio si no ha adquirido antes la certeza moral sobre la existencia de la misma nulidad. No basta la sola probabilidad para decidir una causa. Valdría para cualquier cesión a este respecto cuanto se ha dicho sabiamente de las demás leyes relativas al matrimonio: toda relajación de las mismas tiene en sí una dinámica impelente, “cui, si mos geratur, divortio, alio nomine tecto, in Ecclesia tolerando via aternitur” (la cual, si se convierte en praxis habitual, abre el camino para tolerar en la Iglesia el divorcio, oculto bajo otro nombre). (Carta del cardenal prefecto del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia al presidente de la Conferencia Episcopal de los Estados Federados de América del Norte, 20 junio 1973)» (Juan Pablo ii, Discurso a la Rota romana de 1980, en: A. Lizarraga Artola, Discursos pontificios…, cit., 386).

			

			
				 86 Un dato interesante que introduce este art. 247 § 2 es que esta exclusión de cualquier prudente duda positiva de error se debe dar, no sólo en cuanto a los hechos, sino también «en cuanto al derecho». Esta exigencia, que no se encuentra en el CIC ‘83, no es una novedad de la Instrucción, ya que la «certitudo moralis quoad in ius» forma parte de la tradición jurídica clásica, como lo demuestra los conocidos adagios proceales «iura novit curia» o «da mihi factum, dabo tibi ius».

			

		


		
			
9. Principios de congruencia y motivación


			Si nos fijamos en el objeto del proceso, y si atendemos a su momento final –el de la decisión– surgen dos principios que tocan también la esencia del proceso, y cuyo fundamento está en el mismo derecho natural: el principio de congruencia y el principio de motivación.

			El principio de congruencia es un tema trascendental para el derecho procesal, por su carácter garantizador de las justas expectativas de la parte en el proceso. En el ámbito canónico el principio de congruencia se impone a lo largo de todo el proceso: desde las posiciones adoptadas por las partes, pasando por la delimitación del objeto del proceso, alcanza a los hechos alegados –iudex iudicare debet secundum allegata partium–, al onus probandi y a la proposición y práctica de la prueba hasta el punto de prescribir el can. 1608 § 2 que la certeza moral, requerida para dictar la sentencia, debe alcanzarse a partir «de lo probado y actuado».

			El principio de congruencia exige que la decisión final sea «conforme» con lo solicitado por las partes, dé respuesta a lo que se fijó como objeto del proceso. Recordemos al respecto que el objeto del proceso es delimitado por el juez sobre la base de lo solicitado por las partes (can. 1513 § 1); una vez fijado el dubium por el juez, no puede modificarse válidamente (can. 1514), «si no es mediante nuevo decreto, por causa grave, a instancia de parte y habiendo oído a las restantes, cuyas razones han de ser debidamente ponderadas»; este decreto, que ha de ser motivado, y que vendría a resolver un incidente contradictorio promovido a instancia de parte, sería apelable (cann. 1587, y 1617-1618).

			La referencia más importante de este principio de congruencia está en el momento de la sentencia definitiva; ésta, según el can. 1611, 1º, deberá definir la controversia, dando a cada duda la respuesta conveniente: esto es, la sentencia –como se ha dicho ya– no puede excederse de lo que se pidió –no puede ir ultra petitum–, ni puede decidir menos de lo pretendido –infra petita–, ni resolver al margen de las dudas formuladas –extra petita–, sino que ha de ajustarse a lo pedido por las partes, a aquello que constituye el objeto del proceso; en caso contrario, la sentencia incurrirá en incongruencia. Como indica Panizo, «las sentencias deben ser congruentes y exhaustivas: congruentes, porque se acomoden a los pedimentos, ni más ni menos, y porque no se abstengan de emitir pronunciamiento sobre los mismos; y exhaustivas, porque decidan sobre todos los puntos litigiosos planteados legítimamente en la demanda o a lo largo del proceso»87.

			En lo que se refiere al proceso de nulidad, son varias las normas que reflejan este principio de congruencia. Por ejemplo, el anterior can. 1677 § 3 indicaba que, a la hora de fijar el dubium, había que indicar no sólo si consta o no la nulidad, sino que había que especificar por qué capítulo o capítulos se impugnaba la validez; si quedara alguna duda a alguien, expresamente el art. 250, 1º de la Dignitas Connubii indica que «la sentencia debe definir la cuestión discutida ante el tribunal, dando respuesta congruente a cada una de las dudas»; en caso contrario, la sentencia sería incongruente, y se vendría a distorsionar el enfoque permanente del objeto del proceso: se iría contra el poder de disposición de las partes, pues se introduciría en el proceso elementos espurios a los que ya pretendieron las partes al acudir a los tribunales de la Iglesia. El nuevo can. 1676 § 5 igualmente recoge esta idea: «la fórmula de la duda debe determinar por qué capítulo o capítulos se impugna la validez de las nupcias»; por tanto, si la nulidad es pretendida por varios capítulos, se ha de especificar en la fórmula de dudas cada una de las causas de nulidad en que se apoya la pretensión de la actora.

			Llama la atención al respecto, lo dispuesto en el n. IV del rescripto ex Audientia Pontificis de 7 de diciembre de 2015, en el que se establece lo siguiente: «En las causas de nulidad de matrimonio ante la Rota romana, la duda se establece de acuerdo con la antigua fórmula: An constet de matrimonii nullitate, in casu»88; esto es, sin especificar sobre qué capítulo concreto de nulidad, sino sólo refiriendo el petitum (no la causa petendi); evidentemente, ello no empece que ese petitum, que no deja de ser el «qué», responda a un «por qué» motivos o razones viene dado. Para un jurista, y desde criterios de estricto análisis de los principios generales del proceso, aunque existan razones ligadas a la propia naturaleza del Tribunal de la Rota romana, no deja de ponerse en tela de juicio la seguridad jurídica, y la propia congruencia de la causa y de la sentencia. Si al fijar el dubium no se especifican los capítulos, ¿sobre qué se delimita el objeto del proceso? ¿Cómo se controla la ampliación o reducción del mismo? ¿Sobre qué base se establecen los recursos? Se contestará que sobre los hechos; ahora bien, sobre qué hechos: ¿los principales, los secundarios, los indicios…? Es impensable una disposición similar en cualquier tribunal de una jurisdicción distinta, pues varios principios esenciales del proceso están en juego. No parece que se necesite de esta disposición para un mejor proveer, tampoco para un proveer más célere.

			¿Qué ocurriría si la sentencia es incongruente? Tanto la incongruencia positiva como la mixta podrían originar la nulidad insanable de la sentencia en virtud del can. 1620, 4º: si el juicio se realizó sin existir la petición judicial previa a la que se refiere el can. 1501. Si existió esa petición previa que dio origen al proceso, y si éste tuvo varios capítulos de nulidad (can. 1676 § 5, arts. 135 § 3 y 250, 1º de la Dignitas Connubii), la sentencia debería responder a todos y cada uno de ellos; ahora bien, si no fue así, sólo sería insanablemente nula la sentencia que no se pronuncie sobre ninguno de los capítulos de nulidad, pues el can. 1620, 8º (art. 270, 8º) acepta la incongruencia parcial, no la incongruencia absoluta. Es decir, sólo si la sentencia «no dirimió la controversia, ni siquiera parcialmente» estaremos ante una sentencia insanablemente nula; sensu contrario, la sentencia no sería nula si entró en alguno de ellos –y no en el resto–, pues la controversia sería dirimida al menos parcialmente.

			Digo en principio, porque no tengo tan claro que una sentencia de nulidad que no se pronuncie sobre alguno de los capítulos no lesione el derecho a la tutela judicial efectiva, incluso el propio derecho de defensa de una de las partes (can. 1620, 7º). En efecto, el derecho a la tutela judicial efectiva (can. 221), no solo debe posibilitar el acceso a los tribunales, ante los que puedo pedir lo que considere oportuno (siempre que me ajuste a lo establecido por los cánones), sino que exige que en última instancia se dé respuesta a aquello que se solicita, pudiéndose ver dañado este derecho –e incluso el propio derecho de defensa– en caso contrario; por ejemplo, piénsese en una causa de nulidad instada por grave defecto de discreción de juicio del actor y por exclusión de la indisolubilidad de la demandada, y en la que el pronunciamiento sólo vaya referido al primero de los capítulos de nulidad, declarándose la constancia del mismo, y silenciando el segundo; respecto del capítulo silenciado, los efectos para las partes son más perjudiciales que si el pronunciamiento hubiera sido negativo, de hecho, y aunque no existe pronunciamiento sobre él, no podrá formar parte del dubium en segunda instancia (pues ya fue invocado en primera instancia, y no ha sido sentenciado); ¿qué ocurriría si en segunda instancia no se confirma la discreción de juicio del actor? Parece obvio que la incongruencia de la sentencia de primera instancia afecta directamente al derecho que tiene la parte a la tutela judicial efectiva, e indirectamente al propio derecho de defensa. Esta objeción sigue teniendo validez después de la configuración de la apelación que ha hecho el M.P. Mitis Iudex.

			Este supuesto no es teórico. En mis años como juez de la Rota de España, me he encontrado con varios tribunales –sistemáticamente un tribunal actuó de la manera que sigue durante años– que fijaban el dubium conteniendo en el mismo varios capítulos de nulidad, y luego respondía en la sentencia sólo sobre uno, o dos..., dejando otros, sobre los que, no solo no se pronuncia en la parte dispositiva de la sentencia, sino que ni tan siquiera son aludidos en la motivación de la misma. ¿No afecta directamente al derecho de defensa? Antes de la reforma, me planteaba qué hacer en el Tribunal de la Rota si, una vez enviada la causa a proceso ordinario, la parte solicitaba que se incorporara alguno de los capítulos que formaron parte del dubium en la instancia precedente, con el argumento de que no había existido pronunciamiento sobre él: ¿podía la parte presentar como nuevo capítulo de nulidad –al amparo del anterior can. 1683– alguno de los que ya quedaron fijados en el dubium de primera instancia? O si se daba una sentencia disconforme ¿puede presentar nueva demanda sobre dichos capítulos de nulidad? En caso de que se responda negativamente, ¿no está directamente afectado su derecho de defensa por el negligente e incongruente modo de proceder de la sentencia del tribunal primijuzgador? En mi opinión, había una lesión clara del derecho de defensa, de modo que, si la sentencia no era nula por incongruencia absoluta (can. 1620, 8º), se había de declarar nula por violación del derecho de defensa, pues entiendo que estamos ante lo que la jurisprudencia llama «el contenido esencial» del derecho de defensa.

			Pues bien, durante años éste es el criterio que se ha venido aplicando, el de declarar parcialmente nula la sentencia, todo ello a fin de proteger los derechos de las partes. O para ser más precisos: si la sentencia era desestimatoria, por su respuesta negativa a las dudas planteadas, si la formulación de esta negativa es genérica, comprensiva de todas esas dudas, la sentencia no adolecerá del vicio de incongruencia; tampoco sería incongruente la sentencia que responde afirmativamente a alguna o algunas de esas dudas y dice que «no consta» a las restantes de un modo genérico, pues en este caso se considera simplemente que su respuesta es negativa respecto a las dudas restantes. Ahora bien, si no dice nada la sentencia –ni en la parte dispositiva, ni se puede colegir nada analizando la motivación–, en mi opinión, si no estamos ante una sentencia totalmente incongruente, sí que estamos ante una lesión del derecho de defensa. Tras la supresión de la duplex conformis, hoy se puede plantear el mismo problema sólo en caso de recurso de apelación.

			Una hipótesis que no es susceptible de ninguna tacha de incongruencia es la siguiente: en primera instancia se declara la nulidad por tres capítulos, y sólo se ratifica por decreto uno de ellos; la Signatura Apostólica ha indicado que en dicho decreto, no se puede indicar que sobre los dos restantes, «no consta la nulidad», ya que no es eso lo que realmente ocurre, sino que se debe dejar la puerta abierta para que la parte que demuestre un legítimo interés pueda continuar con la averiguación de dichos capítulos89. Sea lo que fuere, lo cierto es que, en esta hipótesis, no se puede hablar de incongruencia de la sentencia. Expresamente así lo refiere el art. 265 § 6 de la Dignitas Connubii: «si la sentencia dada en primer grado de examen ordinario hubiera declarado nulo el matrimonio por varios capítulos, puede ser confirmada en seguida por varios o por un solo capítulo»90.

			Por lo que al principio de motivación se refiere, estamos también ante un elemento que toca la esencia del proceso, porque toca la racionalidad misma de la decisión final. En efecto, «los jueces han de dar razón de sus actuaciones en aras de la racionalidad del proceso y para evitar la arbitrariedad dentro del mismo; una motivación que deberá ser sustancial, seria y suficiente, huyendo de los motivos equívocos, inciertos, confusos o ambiguos, así como de tópicos y de frases que se limitan a dar por sentado lo que se debe demostrar. Esto que se dice de la necesidad de motivación por parte del juez tiene también aplicación a las partes»91.

			En Derecho Canónico, la motivación de las actuaciones se erige en principio general del ordenamiento procesal. Por ejemplo: el escrito de demanda debe estar motivado (can. 1504); también se ha de motivar el eventual rechazo de la demanda y el sucesivo recurso (can. 1505 § 2); excepcionalmente, y por decreto motivado, puede el juez decidir no dar traslado de la demanda al demandado (can. 1508 § 2); la declaración de ausencia del demandado también debe motivarse (can. 1592); los decretos de remoción del defensor del vínculo, el promotor de justicia o los patronos de las partes (can. 1436 § 2, art. 108 Dignitas Connubii y can. 1486 § 1); hay que motivar la decisión de alterar el orden establecido de tramitación de las causas (can. 1458); hay que motivar la designación o aceptación del curador (art. 99 § 1 Dignitas Connubii); la decisión que resuelve la causa incidental debe estar motivada (art. 224 Dignitas Connubii); el juez debe motivar la aceptación o rechazo de las conclusiones de los peritos (can. 1579); en las causas de bien público se debe motivar la presentación de nuevas pruebas después de la conclusión de la causa (can. 1600, 2º); hay que motivar convenientemente la no publicación de algún acto (can. 1598); en la sentencia, el juez debe exponer las razones o motivos, tanto de derecho como de hecho, en los que se funda la parte dispositiva (can. 1611, 3º: no cumple el juez citando únicamente el artículo correspondiente del Código); la falta de motivación de la sentencia es causa de nulidad sanable de la misma (can. 1622, 2º); en la prosecución de la apelación se han de indicar las razones por las que se apela (can. 1.634 § 1); para la revisión o nueva proposición de causa, la parte proponente ha de aducir «nuevas y graves pruebas o razones» (can. 1644 § 1).

			En general, se puede afirmar que en el proceso todo lo que se manda y todo lo que se hace, si tiene sentido decisorio y no meramente ordenatorio, ha de resultar motivado y razonado. Así lo indica expresamente el can. 1617, previendo la ausencia de eficacia de aquellos decretos decisorios que no contengan los motivos en que se fundan: «fuera de la sentencia, los demás pronunciamientos del juez son decretos, los cuales, salvo que sean de mero trámite, carecen de toda eficacia si en ellos no se hacen constar, al menos de modo sumario, los motivos, o no remiten a motivos expresados ya en otro acto»92. Todo ello es exigencia también del «derecho de defensa» del litigante y de la responsabilidad del tribunal.
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				 88 Francisco, Rescripto sobre el cumplimiento y la observancia de la nueva ley del proceso matrimonial del 7 de diciembre de 2015, cit., n. II.

			

			
				 89 Es algo hipotético, pero pudiera ocurrir que saber si se verifica un capítulo –ej. saber si él excluyó o no la indisolubilidad– puede ser prejudicial para otra cuestión, por tanto, se le aplicaría el nuevo can. 1674 § 2 (el anterior can. 1675).

			

			
				 90 Una cuestión relacionada con este principio de congruencia, y relacionada también con la idea de la motivación de las sentencias y con la propia conformidad de las mismas es la cuestión del grave defecto de discreción de juicio y el de la libertad interna, como capítulos más o menos incluidos en el mismo. Permítaseme algún apunte: La falta de libertad interna, como tal capítulo específico de nulidad, no se encuentra sistematizada en el Código de Derecho canónico, sin embargo, se trata de un elemento requerido por la misma naturaleza del acto jurídico (can. 124 § 1); así ha sido estimado mayoritariamente tanto por la doctrina como por la jurisprudencia canónica. A pesar de que algún autor la ha querido encuadrar dentro del defecto genérico del consentimiento, la sistematización adecuada de la falta de libertad interna es el can 1095 § 2: defecto de consentimiento matrimonial por falta de la debida discreción de juicio. En líneas generales, la jurisprudencia de la Rota romana sitúa en el can. 1095 § 2 la falta de libertad interna: una sentencia coram Pompedda, de 25 de noviembre de 1978 afirma que la discreción o madurez de juicio puede faltar cuando se verifica alguna de las tres siguientes situaciones o hipótesis: 1º) o falta el suficiente conocimiento intelectual acerca del objeto que se debe prestar al contraer matrimonio; 2º) o el contrayente, aún no ha alcanzado una suficiente estimación proporcionada al negocio conyugal, es decir, el conocimiento crítico adecuado para el oficio nupcial; 3º) o, finalmente, alguno de los contrayentes carecía de libertad interna, es decir de la capacidad de deliberar con suficiente aprecio de los motivos y autonomía de la voluntad frente los impulsos internos (S.R.R.D., coram Pompedda, vol. 71, 1988, 509-510, n. 2) . Por tanto, la falta de libertad interna, en cuanto tal, ha de ser reconducida a la falta de discreción de juicio: es cierto que ésta puede provenir no sólo de la falta de libertad interna, pero también lo es que cuando se da ésta se da aquella, lo cual es normal, ya que insistimos en que la relación entre la libertad interna y la discreción de juicio es la relación propia entre la parte con el todo.

				Sirvan como dato jurisprudencial las siguientes palabras de una sentencia coram Stankiewicz: «no negamos la existencia de la falta de libertad interna como capítulo de nulidad de matrimonio, aunque expresamente no se mencione en el Código. Hay sentencias rotales que han declarado la nulidad por este capítulo. Pero hemos de reconocer que esta falta de liberad interna se da también en la falta de discreción de juicio, en la fase tercera o decisiva. En esta fase se exige que el contrayente pueda decidir libremente de modo que no se sienta impulsado de modo irresistible por una fuerza interna patológica. De ahí que las sentencias rotales insistan en que no procede pedir la nulidad en la misma causa por falta de libertad interna y por falta de discreción de juicio en la misma persona. Por lo cual, no puede sostenerse la doble admisión de la misma causa primero por defecto de discreción de juicio, después, como por otro capítulo, por falta de libertad interna en el mismo sujeto, cuando la falta de libertad interna no constituye otro hecho jurídico, más que el grave defecto de discreción de juicio» (A. Stankiewicz, L'incapacità psichica nel matrimonio: terminologia, criteri: «Apollinaris» 55 [1980], 65ss). También se lee en otra sentencia del mismo auditor de la Rota romana: «así el defecto de madurez de conocimiento y el defecto de madurez de voluntad que puede verificarse en el sujeto, sólo constituyen un motivo diverso de un único hecho jurídico que hace la nulidad del consentimiento, que es el grave defecto de discreción de juicio acerca de los derechos y obligaciones matrimoniales que mutuamente se han de dar y aceptar (can. 1095, 2º)» (Coram Stankiewicz, 19 de diciembre de 1985, en: «Il Diritto Ecclesiastico» (1986/II) 315). De aquí se deduce: si se pidió la nulidad por grave defecto de discreción de juicio, no puede volverse a pedir por falta de libertad interna, y viceversa; el único camino que existe es el del recurso extraordinario de revisión.

			

			
				 91 S. Panizo Orallo, Temas procesales…, cit., 98.

			

			
				 92 Estos decretos «decisorios» suelen tener que ver con situaciones puntuales en las que se produce un contradictorio, y sobre las que el juez ha de adoptar una decisión concreta; suelen estar relacionadas con las causas incidentales, debiendo el juez –al admitirlas– indicar si se han de resolver por sentencia interlocutoria o por decreto; en otras ocasiones, se trata de decretos que –sin resolver una cuestión incidental– sí que vienen a suponer determinadas denegaciones de peticiones planteadas por las partes (el rechazo de la demanda, la denegación de pruebas lícitas propuestas en plazo…), debiéndose dejar constancia de la fundamentación de la negativa del juez; la motivación no será tan extensa como la de las sentencias, sino que basta con que se haga constar, al menos sumariamente, los motivos de la decisión –valiendo, incluso, remitirse a motivos ya expresados en otro acto debidamente publicado–. Si, debiendo ser motivado, el decreto carece de fundamentación alguna, no tendrá tampoco eficacia alguna, de modo que no podrá ser exigido por el tribunal a las partes; estaríamos, en este caso, ante un acto jurídicoprocesal ineficaz

			

		


		
			10. Principio de impugnación


			Todo acto, situación o circunstancia, del juez o de la parte, que pueda perjudicar a los intereses de un litigante podrá ser impugnado por todos los medios concedidos por el Derecho. La protección del derecho de impugnar los actos procesales, y en particular, el derecho de recurrir la sentencia –especialmente aquellas que tienen naturaleza declarativa– refleja la preocupación del ordenamiento jurídico por la verdad de las cosas, por la realidad sustantiva, frente a la declaración formal, frente a la verdad declarada.

			Este principio de impugnación está presente, no obstante, durante todo el proceso, no sólo en el momento de dictar sentencia; por ejemplo: se puede recusar al juez (can. 1449) o a los testigos y peritos (cann. 1555 y 1576); se pueden impugnar todos aquellos actos que no caen dentro de lo establecido por el can. 1629: no se puede impugnar la sentencia del Romano Pontífice o de la Signatura Apostólica, ni aquellos decretos del juez que no tienen fuerza de sentencia definitiva, ni aquellas decisiones que el derecho impone al juez tomar expeditissime.

			Ahora bien, el ejemplo más típico radica en la impugnación de las sentencias y demás tipos de resoluciones judiciales como decretos o sentencias interlocutorias: el tit. VIII del tratado de los procesos en el ordenamiento canónico trata de los medios ordinarios y extraordinarios de impugnación: querella de nulidad de la resolución, apelación, revisión y restitución in integrum.

			Este derecho de impugnación no es, sin embargo, absoluto, sino que viene limitado por razones de economía procesal y sobre todo de seguridad jurídica: puede considerarse, por ejemplo, el instituto de la cosa juzgada que produce firmeza del derecho e impide de ordinario una impugnación directa (cann. 1641 y ss.); en ocasiones se limita el mismo derecho de apelar (can. 1629); el nuevo can. 1679 permite la ejecución de la primera sentencia que declara la nulidad, con lo que el derecho de apelación que establece el nuevo can. 1680 depende de un ejercicio del mismo en tiempo y forma, ello tanto por lo que se refiere a la interposición de la apelación ante el tribunal a quo (can. 1630 § 1), como a lo que se refiere a la prosecución de la apelación ante el tribual ad quem (can. 1633); también se dan limitaciones de tiempo para la presentación de la querella de nulidad (can. 1.621 y 1623); hay limitaciones así mismo para la nueva proposición de causa en el can. 1644. Tampoco cabe apelación o recurso contra la sentencia interlocutoria o el decreto que no tengan fuerza de sentencia definitiva: can. 1.629, 4º. Y en general, se puede decir que, en materia de impugnación procesal, han de compaginarse el ius defensionis de las partes con el bien público de la comunidad.

		


		
			III. LA CELERIDAD COMO «PRINCIPIO PASTORAL» DEL PROCESO

			Éstos que han sido referidos son algunos de los principios que rigen el orden procesal, también en el ámbito del ordenamiento canónico en general, y del proceso de nulidad del matrimonio en particular. El repaso no ha sido exhaustivo, pero ha permitido aproximarnos a los principios esenciales del proceso, o al menos, a aquellos más relacionados con el derecho natural, con la ontología del proceso: la mayoría de ellos son principios sin cuya verificación el proceso no sería tal, ni cumpliría con su función instrumental de solución de litigios y de realización de la justicia.

			En cuanto principios esenciales-naturales del proceso, deben hacerse visibles y deben ordenar y dirigir la praxis forense canónica, de modo muy particular los procesos de nulidad. La razón de partir de estos axiomas generales la expone de manera brillante Panizo: «(los principios generales) son condensaciones de sabiduría procesal y su conocimiento, y sobre todo su aplicación, constituye un subsidio de primer orden para la buena marcha de los procesos y, lo que es aún más importante, para la recta administración de la justicia. Para un procesalista, estos principios deben ser conocidos en sus postulados y exigencias fundamentales; pero, sobre todo, deben ser vivenciados profundamente, llevándolos inmersos en el alma y llegando a constituir una especie de segunda naturaleza. Son los grandes puntos de apoyo del proceso y recursos sustanciales para la buena marcha del mismo»93. Así es, y así debe ser, también en nuestros tribunales.

			Con anterioridad indiqué que había una jerarquía entre los principios, que había unos que tenían que ver con el derecho natural –la mayor parte de los vistos–, otros cuya existencia se vinculaba a razones técnicas y funcionales, y finalmente otros más relacionados con la naturaleza y la función-misión de la Iglesia. En términos de estricto análisis objetivo –de derecho natural– no se puede afirmar que la celeridad figure entre los principios esenciales del proceso, esto es, entre aquellos principios que están relacionados con lo que el proceso es en cuanto tal. La celeridad es más bien una «aspiración», un modo de hacer más ligera la carga y el sufrimiento que todo proceso comporta –especialmente aquellos que tocan el estado y la vida de las personas–, un corolario de la administración de justicia, algo que tiene que ver con una buena organización de la actividad jurídica, con una praxis bien ejecutada…, pero no es algo que esté en la esencia del proceso en cuanto tal, lo que no significa que no tenga que tener reflejo en el terreno de los principios, ni que no tenga que tener protección jurídica.

			Precisamente por ello, creo que la afirmación de que la celeridad no pertenece a la esencia del proceso debe ser precisada con otra afirmación igualmente necesaria: la celeridad sí que forma parte de esos que he llamado «principios pastorales del proceso», esto es, de aquellos principios que tienen que ver con la naturaleza-misión de esta comunidad que es la Iglesia, que tiene un derecho propio que no puede no responder a lo que es su propia idiosincrasia e identidad. De esta manera, la celeridad y la diligencia en la tramitación y resolución de procesos como los de nulidad adquiere una específica significación, más de la que pueda tener en otros ordenamientos y/o en otro tipo de procesos94, de ahí que con propiedad se pueda hablar de una «dimensión pastoral de esta preocupación por la agilización de los procesos de nulidad»95.

			Para sostener esta afirmación hay que tener en cuenta dos elementos esenciales de los procesos de nulidad del matrimonio:

			1º/ Los procesos de nulidad tienen como objeto la declaración de la constancia o no de la nulidad del vínculo conyugal, esto es, versan sobre la verdad del vínculo conyugal, algo que, en sí, no es privativo de las partes, sino que es un bien público, un bien que afecta a la Iglesia, al entero Pueblo de Dios, que se ve involucrado en cada concreto proceso de nulidad. En efecto, cuando actuamos conociendo la verdad y realizando la justicia en un proceso concreto de nulidad, no estamos ante una actividad privada, sino ante una actividad que, por muy oculta y desconocida que sea, tiene una indudable transcendencia en la vida social y eclesial, pues estos procesos no solo afectan a las partes, sino a la propia comunidad eclesial96. Ésta también espera «expectante» la decisión final, pues es una decisión que afectará, no sólo a las partes en litigio, sino al conjunto de la Iglesia: cada sentencia sobre la validez de un matrimonio –también si se declara la nulidad– «es una aportación a la cultura de la indisolubilidad», siempre que sea justa y responda a la verdad del matrimonio97, pues manifiesta de modo muy incisivo en qué consiste el verdadero matrimonio y cuáles son las condiciones mínimas requeridas, todo lo cual influye, no sólo sobre las propias partes, sino sobre el entero pueblo de Dios98. Por ello, porque los procesos afectan a la entera comunidad eclesial es por lo que es importante que las causas se decidan quam primum, aunque por el mismo motivo –porque se trata de un bien público que afecta a todos– es más importante aún que se decidan salva iustitita (cann. 1446 § 1, 1453, art. 72 Dignitas Connubii).

			2º/ Además de afectar al bien público eclesial, los procesos de nulidad del matrimonio tienen una naturaleza declarativa, o lo que es lo mismo, se limitan a constatar una realidad que existe o no con carácter previo (el vínculo conyugal). «Declarar» es distinto que «constituir»: se «declara» lo que existe previamente, se «constituye» algo nuevo, bien por la vía de la «creación» o de la «ruptura». El matrimonio no es nulo porque los jueces lo declaren –no es una disolución, ni una «anulación»–, sino que porque es nulo –y ha resultado probado como tal, venciendo la presunción de su validez, habiendo alcanzado la certeza moral– los jueces lo declaran99; es decir, la sentencia no modifica la situación que poseía el vínculo matrimonial antes de dicha decisión, de modo que, si el matrimonio era nulo y no se pudo convalidar (cann. 1156-1165), permanece nulo, aunque varios tribunales afirmen que no les consta la nulidad; por el contrario, si el matrimonio es válido, así lo será por más declaraciones de nulidad que pudieran existir100. Esta naturaleza declarativa de las sentencias se vincula a la voluntad fundacional de Jesucristo –«lo que Dios ha unido, que no lo separe el hombre» (Mt. 19, 6)–, y se traduce en la imposibilidad de transacción o de arbitraje (can. 1715 § 1) –ni los cónyuges ni ningún tercero tienen disponibilidad mínima sobre el vínculo conyugal rato y consumado–, y en la ausencia de cosa juzgada material de las sentencias sobre la nulidad del matrimonio (can. 1643)101. Al igual que decíamos anteriormente, además de las partes, la primera interesada en que la declaración definitiva del tribunal se produzca sin retrasos, con la mayor diligencia, es la propia Iglesia.

			Teniendo en cuenta estos dos datos esenciales, se comprende fácilmente que exista un interés eclesial en el desarrollo correcto de los procesos de nulidad, lo que incluye también un desarrollo de dicho proceso en términos temporales tempestivos, interés que es algo más que un desiderátum, es un verdadero «principio pastoral» del proceso. Como expondré en el capítulo 5102, se debería «canonizar» el derecho a «un proceso sin dilaciones indebidas» propio de los ordenamientos jurídicos –en el ordenamiento jurídico español se recoge en el art. 24 de la Constitución Española–, y concretarse en un derecho que propongo debería formar parte del ordenamiento canónico, como complemento al can. 221, quizás como un § 4: «los fieles tienen derecho a la duración razonable de los procesos»; este derecho de los fieles debería corresponderse con una obligación de los pastores de protegerlo y hacerlo efectivo a través de las medidas necesarias, entre ellas las medidas de control, disciplinarias e incluso a través de sanciones penales. De esta manera, la celeridad, verdadero principio pastoral, pasaría a tener protección jurídica, y empezaría a tomarse en consideración en la praxis forense, pues podría ser exigido por los justiciables.

			Pero volvamos a la idea de la celeridad como principio pastoral. ¿Por qué hablamos de la celeridad como un principio pastoral? ¿Qué queremos decir con ello? Veamos. Si «lo pastoral» forma parte de la naturaleza y misión de la Iglesia, no puede no tener reflejo en su derecho, también en su derecho procesal. La esencia de lo jurídico en la Iglesia –también el ámbito del derecho procesal– debe contener los elementos esenciales de la naturaleza-misión de la Iglesia. En otras palabras, la específica naturaleza de la Iglesia –a la que pertenece su pastoralidad– tiene que ser fuente de principios informadores de todo su sistema jurídico-procesal. No se olvide que la salus animarum es la suprema ley de la Iglesia (can. 1752). El principio de pastoralidad ha de tener un carácter informador del derecho procesal canónico, y ha de ser un criterio de acción en el desarrollo del proceso en todas sus fases y momentos, marcando una tramitación del mismo lo más idónea posible, también en términos temporales103.

			No son pocas las normas procesales que reflejan este principio de pastoralidad. Ya hice referencia al principio de prevención de los litigios, e indiqué cómo los cann. 1446 y 1675 expresaban de manera inequívoca este principio pastoral. Además de ello, otras muchas normas e instituciones reflejan esta preocupación por lo pastoral; por ejemplo, todas las normas relativas al patrocinio gratuito (art. 7 § 2 Ratio Procedendi), la ausencia de cosa juzgada ya citada (can. 1643), la posibilidad de impugnar el matrimonio sin limitación alguna –tampoco para los culpables, can. 1674–, los títulos de competencia en los términos del nuevo can. 1672, la norma del art. 252 Dignitas Connubii que indica que en las sentencias se amoneste a las partes «sobre las obligaciones morales e incluso civiles que acaso pesan sobre ellas respecto de la otra parte y a la prole, por lo que se refiere al sustento y a la educación»104.

			También se ha de considerar un principio pastoral procesal todos aquellos cánones en los que se insta a actuar quam primum, expeditissime, «con la mayor celeridad» …105; de manera muy especial, el can. 1453, que fija los límites temporales máximos por lo que deberían transcurrir los procesos. Más allá de la extensión del término temporal en sí –de fijar una duración standard–, lo relevante es que el legislador ha querido incorporar el desarrollo temporal del proceso como criterio-principio del desempeño del mismo. Ciertamente el can. 1453 no tiene consecuencias inmediatas ni puede ser usado como fuente de sanciones en el caso en que los términos fijados sean sobre pasados, ya que no se trata de términos perentorios. Ahora bien, lo que sí hace el can. 1453 es establecer un criterio de acción, que tiene como destinarios, en primer lugar, a los que explícitamente cita, esto es, a «los jueces y los tribunales», pero que también se dirige al resto de operadores jurídicos, y también a las partes, y, como no, también a los obispos, responsables últimos –y primeros– de la administración de justicia. Por ello se puede hablar de la diligencia-celeridad como un principio informador del proceso. En cuanto tal, si se sobrepasan de modo habitual los términos establecidos por este canon, el obispo moderador del tribunal y el propio vicario judicial deberían actuar inmediatamente con el fin de hacer más operativo, más eficaz y menos lento el trabajo del tribunal.

			Por tanto, la celeridad no es un principio que pertenezca a la esencia del proceso, pero sí que es un principio «pastoral-procesal», por ello se comprende que haya sido uno de los principios claves de la reforma procesal del Papa Francisco: la conversión de las estructuras de la que habla el Papa Francisco casi como idea programática de su pontificado (Evangelii Gaudium, nn. 27, 49), ha de alcanzar también a las estructuras jurídicas106; pues bien, la conversión de las estructuras jurídicas debe reflejarse en un desarrollo de las causas de nulidad más célere y ágil, y, en la medida de lo posible, también más simplificado.

			Dicho esto, también hay que dejar sentado lo siguiente: Si, como se va a estudiar detenidamente en el capítulo II, el proceso de nulidad tiene como ratio fundamental la búsqueda de la verdad del matrimonio, se puede afirmar que el favor celeritatis debe ser funcional e instrumental respecto del favor veritatis107. La celeridad no es un principio esencial del proceso, ni es un valor absoluto, sino que tiene un carácter subordinado y relativo respecto de la verdad y la justicia. La verdad y la justicia es límite a la celeridad, sin embargo, la celeridad no puede ser nunca un límite a la justicia y a la verdad. La celeridad es instrumental respecto de la verdad y la justicia, lo que no significa negarle su importancia en el proceso.

			En el terreno de los principios, la reflexión sobre el elemento temporal debe hacerse considerando, tanto su incidencia sobre lo que podríamos llamar «justicia formal», como sobre su incidencia respecto de la llamada «justicia material». La celeridad en la tramitación de las causas de nulidad se debe buscar como exigencia del principio de pastoralidad del proceso de nulidad, pero esta celeridad debe mirar sobre todo la adecuación de la verdad formal declarada con la verdad sustancial. El factor tiempo tendrá mayor o menor valor en la medida en que el resultado final refleje la verdad-justicia material108.

			Lo primero que se debe buscar es la decisión justa, después la decisión célere. La celeridad sin justicia, o con peligro positivo real de injusticia, es contradictoria con el fin del proceso, y carece de sentido alguno. Más aún, en algunas ocasiones, hay que evitar una excesiva celeridad, pues pudiera ocurrir que la excesiva diligencia fuera el anticipo de una decisión temeraria y negligente, incluso de un abuso de poder del juez109. De hecho, aunque son clásicos los brocardos «iustitia ritardata iustitia denegata» o «iustitiae dilatio est quaedam negatio» (justicia retardada, justicia denegada y retardar la justicia es casi como negarla)110, también lo son «in iudicando criminosa est celeritas» y «deliberandum est diu quod statuendum est semel» (en el juzgar la celeridad es criminal y se debe reflexionar largamente sobre lo que se va a decidir de una vez para siempre).

			Si lo que se busca por encima de todo es la celeridad, si se la convierte en un principio último del proceso, se puede poner en peligro la justicia y la verdad111. Hablo de excesiva celeridad, y hablo de poner la celeridad por encima de todo. Lo que está por encima de todo es la verdad y la justicia. Éstas, en ocasiones, no se pueden descubrir sin una dosis de calma, algo que es muy distinto de los retrasos indebidos. Sí, hay que aspirar a la celeridad en la tramitación de los procesos, pero también hay que tener presente que la justicia requiere de calma –especialmente algunos procedimientos concretos–, de pausa, de un cierto grado de quietud y serenidad. Alguien pudiera pensar que no debemos preocuparnos por esto112, que no es un problema precisamente de los procesos canónicos: quizás no sea un problema generalizado113, y sí que pudiera ser el contrario, pero quizás también pueda ser una tentación, sobre todo con el llamado proceso brevior ante el obispo creado por el Mitis Iudex. En relación con esta cuestión, la historia reciente revela cómo en determinados sistemas totalitarios la rapidez de los juicios no hacía sino esconder la iniquidad de los procedimientos. Incluso en sistemas democráticos como el nuestro, no siempre la rapidez es envidiable para el justiciable: pienso, por ejemplo, en los llamados «juicios rápidos» de la Ley de Enjuiciamiento criminal –arts. 795 al 800–, que tienen por objeto los llamados delitos «flagrantes» –los cometidos o acabados de cometerse cuando el delincuente fue sorprendido en el acto– o aquellos de fácil instrucción; quizás sea un mal menor de la administración de justicia, pero desde luego no es un ideal, ni es algo que ni siquiera mínimamente se puede trasladar al ámbito de la justicia eclesiástica.

			En la Iglesia, si lo que se prioriza es el factor tiempo, se puede correr el riesgo también de deformar la estructura del proceso –si no en la teoría, sí en la práctica–, de no respetar los derechos procesales de las partes. Por ejemplo, para evitar precisamente esto, el can. 1465, que pone de manifiesto una delicadeza extrema respecto del uso de algunos tiempos por parte del juez, prohíbe a éste «manejar» los plazos, ni para alargarlos ni para reducirlos: si los plazos son fatales, sólo puede ser modificados a instancia de parte; si son plazos convencionales y judiciales, si aún no han concluido, el juez puede tomar la iniciativa de ampliarlos, pero habiendo oído a las partes; si se trata de reducirlos, tiene que contar con el consentimiento de las partes, no bastando sólo con oírlas.

			Pero el problema no es sólo de plazos, sino de respeto de los derechos procesales, que son también garantía de una justicia material. En efecto, para que se logre una justicia material, que evite caer en un proceso cuasi inquisitorial, en el que no se respetan los derechos de las partes procesales, es necesario tener en cuenta que el factor tiempo desempeña un papel sumamente importante en la tarea procesal de abarcar la realidad, de conocer la verdad del objeto controvertido, sobre todo si la verdad de éste es tan difícil de conocer como ocurre con el objeto del proceso de nulidad del matrimonio. Cuando el proceso se comprime en exceso, siempre tiene una repercusión negativa sobre la calidad de la justicia114. Aquí radica precisamente la constante aporía que ofrece el proceso. La justicia, en cualquiera de sus ámbitos, debe obtenerse con prontitud, pero no se puede acelerar en exceso el conseguirla; no se le puede hacer pasar por esa premura del tiempo, si se quiere que realmente se alcance la deseada justicia.

			La justicia eclesiástica debe tener también en cuenta esto, por ello, debe responder a criterios de prontitud y celeridad, pero no se puede elevar esta cuestión a categoría última del obrar jurídico en la Iglesia. El proceso no es algo aséptico, algo meramente formal, formalista, no es pura forma que pueda a capricho ser simplificada, haciéndola rápida, o complicándola, haciendo lento el proceso. El proceso es un instrumento al servicio de la justicia y de la verdad, y el alcance de éstas suele llevar la carga inevitable muchas veces de la lentitud debido a las garantías con que se pretende alcanzar el acierto. «Y más vale un resultado verdadero con respecto a derechos fundamentales, que un tránsito con riesgo de que se nieguen prácticamente o queden al menos deteriorados en la integridad que merecen ser respetados»115. Un tiempo demasiado breve o rápido pueden prejuzgar la justicia; ésta requiere un tiempo razonable116.

			Es legítimo, más aún, es necesario sentirse interpelado a todos los niveles por el retraso de las causas, pues se trata de una cuestión que afecta al ámbito espiritual, psicológico…de la persona, que afecta, en definitiva, a la pastoral de la Iglesia. Igualmente, es necesario adoptar las medidas personales e institucionales –incluso las normativas– que procuren minimizar estos daños y perjuicios. Ahora bien, el fin último es descubrir la verdad, realizar la justicia, defender el vínculo conyugal y su indisolubilidad, algo que no es fácil de hacer, ni a través del anuncio del Evangelio, ni con la propia vida, ni tampoco en sede judicial.

			No es fácil conjugar la seriedad, rigurosidad y profesionalidad en el descubrimiento de la verdad en un asunto tan complejo y difícil desde un punto de vista objetivo, con la debida celeridad. La agilización de los procesos no puede ser en detrimento del rigor en el descubrimiento de la verdad, ni puede poner en peligro otros derechos y principios esenciales del proceso, en particular, el ius defensionis o la seguridad117. En relación con ello, conviene no confundir sumariedad con improvisación, retrasos injustificados con velocidad indiscriminada, excesiva calma con demasiada rapidez, gestación necesaria de la decisión con «partos prematuros» de la misma, poca tempestividad en la instrucción y retraso en la decisión con instrucción rutinaria y decisión no basada en la certeza moral118. Así, aunque es común poner el acento en los retrasos de las causas, en ocasiones también se advierte en la praxis forense –lo denunciaba el que fuera secretario de la Signatura Apostólica– que se pone el acento más en la celeridad que la seriedad en la tramitación de las causas de nulidad, incluso más que en la justicia de la decisión final119. Pues bien, ni se puede priorizar la celeridad sobre la justicia o la verdad, ni tampoco se puede buscar ésta a toda costa, menoscabando los principios esenciales del proceso.

			Un apunte más al respecto. El discurso que se haga sobre la celeridad como principio pastoral del proceso de nulidad del matrimonio debe tener en cuenta la normativa y las reflexiones que se hagan sobre la admisión al matrimonio, también en el nivel de exigencias que se establezca, entre ellas las que tienen relación con el tiempo de preparación120. No puede ser que cada vez se insista más en la preparación al matrimonio –se habla, incluso, de la conveniencia-necesidad de un catecumenado en relación con el mismo–, y, al mismo tiempo, se pida un tratamiento de las causas de nulidad extremadamente rápido121. El proceso, al requerir de formalidades y de tiempos, puede convertirse en ocasión para que se dé un acompañamiento personal que permita tomar conciencia a las partes del naufragio del propio matrimonio, de sus causas, todo lo ocurrido y vivido. La instrucción de la causa, si se actúa en ella con recta conciencia, puede ayudar a ver confrontada su vida, analizar la etiología de su conducta o la de la otra persona (especialmente en la prueba pericial).

			En resumen: la celeridad procesal es un desafío para la administración de justicia, especialmente en procesos como los de nulidad del matrimonio, tiene un carácter instrumental respecto de la justicia y la verdad, no pertenece a la esencia del proceso, pero sí que tiene un contenido pastoral relevante, que no se circunscribe sólo al ámbito de los individuos, sino que atañe al conjunto del Pueblo de Dios. La celeridad es un principio pastoral del proceso, debe ser un criterio del obrar forense canónico, una expresión de esa «conversión de las estructuras jurídicas», pero no puede ser un fin en sí mismo, sino que ha de tener un carácter instrumental respecto de la justicia y la verdad del vínculo conyugal. En cuanto principio pastoral, la celeridad debería completarse –y es una propuesta de iure condendo– con el «derecho a la duración razonable de los procesos», que vendría a ser una especie de «canonización» del derecho al proceso sin dilaciones indebidas propio de los ordenamientos jurídicos del derecho comparado.
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				112 Son pocos los datos estadísticos que se suelen manejar en el ámbito canónico cuando se trata la cuestión de la duración de los procesos, pues a veces se parte de apriorismos; uno de estos estudios serios es el que realiza el profesor Del Pozzo, referido a los años 2001-2005; para él, la lentitud de los procesos no es el único problema que reflejan los datos estadísticos, sino la falta de rigor y seriedad: «Non esiste quindi solo il problema della poca tempestività e dei ritardi, ma anche quello biunivoco della sommarietà e peggio ancora della rutinarietà dei giudizi» (M. Del Pozzo, Statistiche delle cause di nullità matrimoniale 2001-2005: «vecchi» dati e «nuove» tendenze, en ed. H. Franceschi-M.Á. Órtiz, Verita' del consenso e capacita' di donazione. Temi di diritto matrimoniale e processuale canonico, Roma 2009, 463); un ejemplo de ello es «L'impiego «troppo disinvolto» del processo documentale rappresenta in definitiva un grave danno per la tutela della verità sul matrimonio” (ibidem, 466). Es por ello que concluye: «Procedendo un pó' più analiticamente all'esame delle ultime statistiche disponibili, si ricava che il vero punto critico del sistema matrimoniale canonico è rappresentato dall'elevata percentuale di sentenze pro nullitate (oltre l'80% in prima istanza e più del 96% in seconda) e dall'incidenza quasi assorbente e totalizzante dell'incapacità consensuale. [...] Un coefficiente d'invalidità del sacramento tanto alto non puo' che destare vivissima preoccupazione circa la preservazione del principio dell'indissolubilità» (ibidem, 466-467).

			

			
				113 No se aleja de la realidad de algún tribunal esta descrición que hace Sabbarese: «Esaminando le sentenze emanate in primo grado, con relativo decreto di ratifica, di qualche tribunale se ha netta l'impressione che il processo giudiziale contenzioso sia già, di fatto, un processo amministrativo, tanto è sbrigativa l'istruttoria, la sentenza con le motivazioni e le osservazioni a defensa del vincolo» (L. Sabbarese, Semplicità e Celerità nel processo matrimoniale canonico, cit., 281). Esto se advertía en algún tribunal antes de la reforma, pero desde luego después de la reforma no es tan aislado como alguien pudiera pensar.

			

			
				114 Esto es lo que comentaba el vicario judicial de New York en un Congreso en Roma en el año 2010: «Un processo di nullità, per quanto velocemente ed efficientemente possa svolgersi, richiede un certo periodo di tempo e, soprattutto, un'attenta raccolta e valutazione dei fatti per giungere alla verità. Questo è qualcosa che le parti spesso hanno difficoltà a comprendere. La domanda più frequente nei nostri tribunali “Quanto ci vuole?”. Conseguenza per noi giudici di questo atteggiamento è una certa pressione esercitata dalle parti, e talvolta perfino dai loro parroci, a trovare scorciatoie per accelerare i processi. Quando ho detto a un illustre canonista americano che oggi avrei fatto un intervento sulla celerità dei processi, i ha risposto che forse a New York sarebbe meglio rallentarli» (W. S. Elder, W. S., La celerità nella raccolta delle prove: interrogatorio delle parti, esame delle testimonianze dei documenti, en: ed. H. Franceschi - M.A. Ortiz, La ricerca della verità sul matrimonio e il diritto a un processo giusto e celere, temi di diritto matrimoniale e processuale canonico, Roma 2012, 409).

			

			
				115 L. Madero, Tiempo y proceso. En torno a los derechos fundamentales dentro del proceso matrimonial, en: Aa.Vv., I diritti fondamentali del cristiano nella Chiesa e nella società. Atti del IV Congresso Internazionale di Diritto Canonico. Fribourg (Suisse) 6-11 ottobre 1980, Fribourg, 1981, 591-592.

			

			
				116 «Se si vuole ottenere un processo giusto, questo richiede tempo: sia un tempo troppo breve sia un tempo troppo lungo possono pregiudicare la giustizia» (L. Sabbarese, Semplicità e Celerità nel processo matrimoniale canonico, en: ed. P. A. Bonnet - C. Gullo, Il giudizio di nullità matrimoniale dopo l'istruzione “Dignitas Connubii”, Città del Vaticano 2007, 261).

			

			
				117 Al respecto, tiene razón C. Peña cuando afirma lo siguiente: «A nuestro juicio, cualquier aproximación realista y jurídica al tema de la rapidez de los procesos no puede dejar de lado la necesidad de compaginar la pretendida y exigible celeridad procesal con la salvaguarda de otros derechos y principios fundamentales, como el ius defensionis, la seguridad jurídica, etc., sin absolutizar la rapidez procesal por encima de cualquier otra consideración. Esta necesidad de poner en relación el principio de celeridad con otros principios procesales deberá ser tenido en cuenta no sólo en la regulación legal del proceso, sino, fundamentalmente, en la aplicación que de dichas normas se haga por parte de los tribunales» (C. Peña García, Derecho a una justicia eclesial rápida: sugerencias de iure condendo para agilizar los procesos canónicos de nulidad matrimonial: «Revista Española de Derecho Canónico» 67 [2010] 745).

			

			
				118 «Il contenimento dei tempi e lo snellimento della procedura non può assolutamente pregiudicare il rigore e la certezza dell'accertamento. Così come ingiustificati ritardi e lentezze ledono l'aspettativa di diritto delle parti, un'indiscriminata velocizzazione o frettolosità rischia di compromettere inesorabilmente le esigenze della giustizia. Non bisogna, infatti, confondere la solerzia con la sommarietà e l'improvvisazione: il processo, in quanto strumento articolato e complesso di ricerca della verità attraverso il metodo dialettico, richiede un regolare periodo di “gestazione” per evitare aborti o parti prematuri. L'armonizzazione tra sollecitudine e rapidità, da un canto, e garanzie di tutela, dall'altro, sembra poterse attuare proprio nella rigorosa attuazione del dettato normativo nel rispetto della tempistica prudenzialmente fissata. L'esperienza recente della Chiesa è caratterizzata talora da un atteggiamento ambivalente e sbilanciato: eccessiva calma o troppa fretta stentano ad integrarsi virtuosamente (in medii stat virtus). Non esiste quindi solo il problema della poca tempestività e dei ritardi, ma anche quello della sommarietà e peggio ancora della rutinarietà dei giudizi» (M. del Pozzo, Statistiche delle cause di nullità matrimoniale 2001-2005: “vecchi” dati e “nuove” tendenze, en H. Franceschi-M.A. Ortiz, Verità del consenso e capacità di donazione, Roma 2009, 462-463).

			

			
				119 «Non è un compito facile coniugare la dovuta serietà con la dovuta celerità nelle cause per le dichiarazioni di nullità del matrimonio. Non sono pochi i tribunali ecclesiastici nel mondo dove la durata delle cause è davvero eccesiva, ma non di rado c'è anche l'impressione che si sia preoccupazioni soltanto per la celerità e non per la serietà delle cause di nullità matrimoniale» (F. Daneels, Osservazioni sul processo per la dichiarazione di nullità del matrimonio: «Quderni di Diritto Ecclesiale» 14 (2001) 87). Como ejemplo de ello, Del Pozzo hace referencia a lo que aconteció en 2004 con los tribunales americanos, en los que las causas apenas duraron un año de media, pero en los que «la funzionalità segnalata è sicuramente indice di efficienza e di solerzia del sistema –se refiere a la relación entre causas “nuevas” y causas “viejas”–, ma non può essere acriticamente assunta come espressione di una congenita virtuosità dell'apparato, inducendo anzi il sospetto di una certa avventatezza e poca ponderazione» (M. del Pozzo, Statistiche delle cause di nullità matrimoniale 2001-2005…, cit. 464).

			

			
				120 Esto vale para el tema de la celeridad, pero vale también a la hora de ponderar otros requisitos antes del matrimonio, y después, en el momento del análisis de los mismos en sede judicial. En relación con ello, estoy sustancialmente conforme con estas reflexiones: «Oggigiorno, dinanzi a tante nullità del matrimonio in alcuni paesi, soprattutto per incapacità psichica, ci sono state delle interpretazioni del can. 1066 che, a mio avviso, finiscono per dimenticare la presunzione di validità e cercano rimedio a quello che in altre occasioni ho chiamato la contraddizione di avere diversi criteri di misura della capacità consensuale in sede di celebrazione e nel momento in cui si chiede la dichiarazione di nullità del matrimonio. Certamente, non è possibile che al momento della celebrazione tutti siano ritenuti capaci e quando invece si fa ricorso ai tribunali a volte sembrano pochi coloro che lo eran overamente. Ritengo che la soluzione a questo divario non si trovi nella creazione di nuove esigenze di capacità però poter contrarre il matrimonio, né tantomeno in un'interpretazione del can. 1066 secondo la quale, per permettere la celebrazione del matrimonio, ci dovrebbe essere la certezza morale che non esista nulla che si opponga alla sua valida e lecita celebrazione. Questo canone non esige che il pastore debba avere la certezza morale sull'esistenza di impedimenti, consenso, sulla capacità delle parti, sull'esistenza di impedimenti…Se così fosse sarebbe praticamente impossibile acquisirla, perché si tratterebbe quasi di dover provare un fatto negativo, cioè, che non c'è niente che possa rendere nullo il matrimonio, il che implicherebbe tralasciare sia lo ius connubii di cui al can. 1058, che il favore di cui gode il matrimonio, dichiarato dal can. 1060» (H. Franceschi, Preparazione al matrimonio e prevenzione della nullità, en: ed. H. Franceschi-M.A. Ortiz, Verità del consenso e capacità di donazione, Roma 2009, 67-68, y en el mismo sentido en 96).

			

			
				121 Con esta idea concluye el Prefecto del Tribunal de la Signatura Apostólica su reflexión sobre la duración de los procesos matrimoniales: «La normativa sulla celerità del processo di nullità matrimoniale non può trascurare il confronto con la normativa sulla ammissione al matrimonio. Sarebbe veramente curioso che per la preparazione al matrimonio voci insistenti chiedano una preparazione prossima sempre più impegnativa, fino a ipotizzarne la forma catecumenale, e per la dichiarazione di nullità dello stesso matrimonio si richieda una celerità estrema. Non si deve trascurare, in fatti, che non v'è contraddizione tra la forma giudiziale del processo di nullità matrimoniale, con i suoi tempi e i suoi ritmi (interrogatori, deposizioni, verifiche, tempi di attesa), e il camino personale di presa di coscienza del naufragio del matrimonio con le sue cause e responsabilità. Ciò che nell'Aula del Sinodo talvolta è risuonato come alternativa, nella realtà può essere integrato, se il fedele partecipa al processo in modo personale e collaborativo e, in tal modo, si ritrova al termine del percorso processuale con l'esperienza di un camino che ha sorprendente analogie con quello penitenziale» (ibidem, 658-659).

			

		


		
			
CAPÍTULO 2 
LA BÚSQUEDA DE LA VERDAD, PRINCIPIO RECTOR DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA: LA CONCEPCIÓN «INSTITUCIONAL» DEL PROCESO CANÓNICO DE NULIDAD DEL MATRIMONIO


		


		
			I. INTRODUCCIÓN: LA CAPACITACIÓN DEL HOMBRE PARA CONOCER LA VERDAD Y EL CARÁCTER INSTRUMENTAL DEL PROCESO CANÓNICO

			El hombre –el de hoy y el de siempre– necesita de la verdad, la desea, la anhela –independientemente de edad, cultura, época…–, todo ello por exigencia que brota de su naturaleza. Este anhelo interior de verdad anida en el corazón del hombre, es una dimensión constitutiva del ser humano. La verdad es un anhelo del corazón y de la mente del hombre y es una necesidad vitalpersonal. Este anhelo nos descubre dos datos: la capacitación hacia aquello a lo que apunta, y la existencia de aquello para lo que hemos sido capacitados (la verdad). Aquí está una de las claves de la dignidad humana, y la diferencia sustancial respecto del resto de criaturas.

			Esta relación con la verdad –anhelo, capacitación, existencia– está en el corazón mismo del pensamiento cristiano; las citas se podrían multiplicar, pero me limito a las que siguen: «conoceréis la verdad y la verdad os hará libres» (Jn. 8, 32); «Yo soy el Camino, la Verdad y la Vida» (Jn. 14, 6); «Dios quiere que todos los hombres se salven y lleguen al conocimiento de la verdad» (1 Tim. 2, 4); «Dios quiere la salvación de todos por el conocimiento de la verdad. La salvación se encuentra en la verdad. Los que obedecen a la moción del Espíritu de verdad están ya en el camino de la salvación; pero la Iglesia, a quien esta verdad ha sido confiada, debe ir al encuentro de los que la buscan para ofrecérsela»1; por tanto, «la Iglesia no es ajena, ni puede serlo, a este camino de búsqueda. Desde que, en el Misterio Pascual, ha recibido como don la verdad última sobre la vida del hombre, se ha hecho peregrina por los caminos del mundo para anunciar que Jesucristo es el camino, la verdad y la vida (Jn 14, 6). Entre los diversos servicios que la Iglesia ha de ofrecer a la Humanidad, hay uno del cual es responsable de un modo muy particular: la diaconía de la verdad. Por una parte, esta misión hace a la comunidad creyente partícipe del esfuerzo común que la Humanidad lleva a cabo para alcanzar la verdad; y por otra, la obliga a responsabilizarse del anuncio de las certezas adquiridas, incluso desde la conciencia de que toda verdad alcanzada es sólo una etapa hacia aquella verdad total que se manifestará en la revelación última de Dios»2.

			Según frase ya clásica de A. Machado, «la verdad es lo que es y sigue siendo verdad, aunque se piense al revés»3. Al revés parece que se piensa hoy en muchos aspectos y ámbitos, pues asistimos a un ocultamiento de la verdad teórico-intelectual y de la verdad moral-práctica. Teniendo más medios que nunca para conocer la verdad, el hombre «moderno» se ha instalado en «su verdad». El relativismo, al desdibujar el contorno de la verdad, ha comportado una especie de pesimismo antropológico, que pretende paliar con el bienestar y con lo útil y práctico: el relativismo ha sustituido la metafísica y la ontología, y el conocimiento del ser y su realidad, por un modo de vivir que prioriza el disfrute hedonista. Llamados a conocer la verdad, y el bien que va de la mano, el hombre de nuestros días ha preferido «vivir bien», sin «la» verdad y sin «el» bien de ésta, el hombre de nuestros días se ha contentado con la migaja de «mi» verdad y «mi» bien. Por ello, es necesario y urgente reconciliarse con la verdad –y de la mano, con el bien–, de modo que podamos reconciliarnos con el hombre mismo, con todo lo que ello comporta: libertad «de» y «para» hacer y «hacerse», posibilidad de involucrarse en proyectos y de proyectarse, dimensión biográfica de la existencia, que incluye la conciencia de la caducidad del tiempo y de la vida –de que la vida pasa, y nosotros con ella («soy un fue, un es, un será, cansado»)–, apertura a la esperanza –somos «esperanza esperante»–, con una absoluta necesidad de buscar la verdad para nutrirse de ella, verdad que busca la inteligencia y que nos trae el bien que anhela nuestro corazón.

			Esta reconciliación con la verdad ha de producirse en muchos ámbitos, también en el de la moral y el derecho, ya que éstos –desde Aristóteles hasta nuestros días– son, primariamente, un asunto de verdad4. Así es, el derecho tiene que ver directamente con esa necesidad de acceder y ajustarse a la verdad objetiva, a la dimensión de justicia que existe en la realidad (el «ius», «lo suyo», lo que existe), todo ello con métodos idóneos, métodos que atiendan, protejan y respeten los elementos esenciales de cada institución jurídica y de cada praxis forense.

			Esta relación con la verdad –en la que a fin de cuentas consiste la justicia– constituye lo que el profesor Arroba llama «la dimensión ética de la deontología del jurista»: «no se trata sólo de hacerse cargo del anhelo de justicia que entraña o merece una relación humana, sino de hacerlo con métodos justos, respetuosos de la esencia de cada función forense, sin dañar las legítimas expectativas de terceros, ni alterar el principio de igualdad que rige la condición humana y funda una sociedad justa. En este sentido, objeto de la deontología, en su dimensión ética, es una especie de zona neutral, que incide en las relaciones que establece el jurista, en su labor profesional, que no participan directamente de la vida del derecho –en su tarea de estructurar acciones y relaciones–, pero que tienen un potencial reflejo en la veracidad y funcionalidad de la actividad jurídica en sentido estricto»5.

			Pues bien, de manera particularísima, la búsqueda de la verdad que caracteriza también al derecho encuentra en el proceso su «lugar» más privilegiado: el proceso responde a la necesidad de encontrar la verdad, de modo que se eviten situaciones de imposición o de fuerza como mecanismo de resolución de los conflictos.

			Esto que se predica del proceso en general, encuentra una redoblada justificación en los que podríamos llamar procesos «eclesiales»6, de modo particularísimo en el caso de aquellos procesos dentro de la Iglesia que tienen una naturaleza declarativa –se limitan a constatar algo, a declarar la verdad de aquello–, y que afectan a bienes jurídicos referidos a dimensiones y vocaciones naturales de la persona, y bienes espirituales que tiene que ver con su itinerario de salvación; en efecto, si el proceso se limita a declarar «lo que existe», a constatar o no una realidad previa, se entenderá que se hace particularmente imprescindible conocer aquello que se declara, su verdad; en sentido contrario, el pronunciamiento final (la «declaración» final) no tendrá efectos jurídicos reales, incluso puede convertirse en un mal objetivo para los destinatarios del mismo.

			Todas estas cuestiones se suscitan de modo particularmente grave en un proceso como el proceso canónico de nulidad del matrimonio, en donde se cuestionan bienes jurídicos esenciales para la persona y su salvación: el derecho a conocer la verdad de su estado personal, el derecho al ejercicio del ius connubii en términos de verdad, el derecho a la tutela judicial efectiva…, bienes todos ellos que lo son directamente para el individuo –para ambos, incluso también directamente para terceros legítimamente interesados en el fallo–, y que lo son también para la entera comunidad, para el entero Pueblo de Dios.

			Por ello, cuando hablamos del proceso de nulidad del matrimonio hay que tener claro que el punto de partida y el punto de referencia final ha de ser la verdad. Ésta es una de las ideas claves de las reflexiones de este trabajo: La verdad ha de ser la ratio y la teleología última del proceso de nulidad.

			Ello ha de ser así, tanto a nivel legislativo, como al nivel de la aplicación forense. La verdad es el criterio que –a nivel legislativo– debe configurar todas las instituciones que lo conforman, y debe ser también el principio clave del obrar forense de todos y cada uno de los operadores jurídicos: toda la actividad judicial de nuestros tribunales debe responder a la verdad.

			El Magisterio Pontificio ha insistido repetidas veces en esta idea7: el proceso tiende a «indagar, hacer manifiesta y hacer valer legamente la verdad»8, que «debe ser siempre, desde el comienzo hasta la sentencia, fundamento, madre y ley de la justicia»9. La verdad última que se sustancia en el proceso de nulidad es la verdad del vínculo conyugal, verdad que no es disponible para las partes, y que tiene una proyección natural y sobrenatural. Este bien jurídico –el vínculo conyugal– tiene una esencia, unos elementos esenciales que lo configuran, tiene un momento constitutivo…, todo lo cual puede ser conocido e indagado procesalmente con criterios de verdad. Mejor dicho, no sólo puede ser conocido en verdad, debe ser conocida y declarada su verdad: conocer la verdad sobre el vínculo conyugal no es sólo una posibilidad, es una necesidad, una obligación del obrar jurídico-procesal de todos cuantos participan en el proceso.

			Insisto en esta idea y en esta frase: El primero y más decisivo polo dialéctico sobre el que el proceso se plasma y se fundamenta es la verdad, hasta el punto de que se puede decir que la actividad procesal no sólo nace y muere, sino que vive toda su vida, bajo el signo y la sombra de la verdad10. La búsqueda de la verdad es la ratio primera y el telos último de los que «obran» en el proceso, y como tal ha de priorizarse a la hora de estructurar las instituciones procesales: 1º/ es la ratio primera de todos los que de un modo u otro participan en el proceso, porque todos ellos están llamados a colaborar al servicio de la verdad, subordinando a este fin sus legítimos intereses, que siempre tendrán un carácter subsidiario respecto de la actuación de la verdad y el derecho11; 2º/ es la teleología última de la actividad procesal porque ésta tiende a «ayudar a la persona humana en la búsqueda de la verdad objetiva y, consiguientemente, también en la afirmación de esta verdad, a fin de que la misma persona esté en grado de conocer, vivir y realizar el proyecto de amor que Dios le ha asignado»12. Por tanto, todo el proceso –y todos cuanto en él participan– está al servicio de la verdad.

			Si el proceso de nulidad tiene como ratio la verdad del matrimonio y del vínculo conyugal es porque hay un dimensión de justicia que forma parte esencial de ese consortium totius vitae en que consiste el matrimonio; así lo indica Villadrich de manera muy precisa: «la quidditas de la comunidad de vida y amor indisolublemente fiel y fecunda en que consiste el matrimonio, es un vínculo de naturaleza jurídica, sin el cual una unión entre un varón y una mujer sería mera convivencia sexual de hecho, pero no matrimonio. La naturaleza real de ese vínculo, que es de justicia y, por ello, jurídico, hace que su comprensión y manifestación más específica corresponda al valor jurídico de la Iglesia, o, lo que es lo mismo, a la expresión canónica... No son los canonistas quienes le han impuesto a la esencia del matrimonio un vínculo jurídico. Ocurre al revés: es la real naturaleza de justicia del vínculo matrimonial la que exige específicamente manifestarse en términos jurídicos»13. En esta juridicidad del matrimonio que es intrínseca a la esencia del matrimonio, más en concreto, en su búsqueda, es en donde se encuentra la ratio del proceso de nulidad del matrimonio.

			Esta idea del proceso como un instrumento al servicio de la verdad tiene que ver con la llamada «concepción institucional» del proceso, concepción que tiene amplia base doctrinal y jurisprudencial y que está en el Magisterio de los últimos Papas, que no han dejado de insistir en esta concepción del proceso como una institución al servicio de la verdad; aunque me referiré posteriormente a ello, traigo a colación el primer discurso que Benedicto XVI dirigió a la Rota romana el 28 de enero de 2006:

			
				«el proceso canónico de nulidad del matrimonio constituye esencialmente un instrumento para certificar la verdad sobre el vínculo conyugal. Por consiguiente, su finalidad constitutiva no es complicar inútilmente la vida a los fieles, ni mucho menos fomentar su espíritu contencioso, sino sólo prestar un servicio a la verdad…Por lo demás, la institución del proceso en general no es, de por sí, un medio para satisfacer un interés cualquiera, sino un instrumento cualificado para cumplir el deber de justicia de dar a cada uno lo suyo»14.

			

			En consecuencia, si el proceso está al servicio de la verdad, también lo deben estar todas y cada una de las instituciones que forman parte de él, y también todos los operadores jurídicos. El deber de actuar procesalmente «en-por-hacia» la verdad es un deber que involucra a todos los que de una manera u otra actúan en los tribunales de la Iglesia –notarios, peritos, defensor del vínculo, promotor de justicia, las partes, los testigos, muy especialmente los jueces, entre ellos también el obispo cuando actúe como tal15–, y es un principio al que hay que acudir con carácter necesario en el estudio y aplicación de las instituciones que constituyen el proceso canónico de nulidad del matrimonio.

			Especialmente esto es necesario en un contexto cultural como el que vivimos, en el que se percibe con frecuencia un gran escepticismo respecto de la capacidad de conocer la verdad –también la verdad del matrimonio– y, sobre todo, en el que se ha generalizado la idea de que es muy difícil –casi imposible– vivir «en la verdad» y en el bien16. No se niegan estos conceptos: se niega la posibilidad de que sean objetivos o, en todo caso, la posibilidad de conocerlos en su objetividad, y de vivirlos (de darles vida). Se parte con frecuencia de un escepticismo –como presupuestos– y se concluye lógicamente en un relativismo de estilo formalista. Desde este planteamiento, no hay más verdad que la opinión, de modo que quien afirma la existencia de la verdad es mirado con recelo o acusado de pretender imponer un criterio sobre otros o sobre los otros. Si la verdad se sustituye por la opinión, con facilidad se sustituye lo bueno por lo apetecido. En lo que se refiere al matrimonio, las consecuencias son implacables: constantemente se oyen reflexiones que rezuman esta desconfianza respecto de la posibilidad de conocer y vivir la verdad, de hecho, se ha instalado en muchos ámbitos la idea de que puede haber motivos –algunos de ellos tan legítimos como la autorrealización, la búsqueda de la felicidad, la superación de los sufrimientos que la ruptura comportó, tantas veces no imputables a la persona que los padece, el formar una familia y poder vivir más integrado en la vida de la Iglesia…– que justificarían esta «emancipación» de la verdad, como si la «no verdad», el alejarse de la verdad del vínculo conyugal o el vivir al margen de esta verdad fuera preferible y más liberador para el hombre que la verdad misma17.

			A este respecto, permítaseme un excursus sobre las raíces teológicas de esta tentación de abandonar la verdad. En el fondo, en estos planteamientos respecto del matrimonio y su verdad subyace un modo de pensar y de hacer la teología, en la que la praxis precede y decide sobre el «logos», es decir, la verdad. Éste es uno de los grandes giros copernicanos de la cultura de occidente, también en muchos ámbitos eclesiales: se prefiere lo pragmático, también la teología pragmática, y la pastoral pragmática, que parte del hombre y mira al hombre, describiendo desde la sociología los comportamientos de éste, y proponiendo también desde la sociología –o desde la simple estadística18– las soluciones menos lesivas; la fuente y el fin es el hombre, no el Hombre que es Cristo, «Camino, Verdad y Vida». Así, ha dado un vuelco, no sólo la vida intelectual del mundo occidental, sino también la vida intelectual de la propia Iglesia católica, al menos en muchos ámbitos. El resultado ha sido una teología pragmática y una pastoral igualmente pragmática, que no parte de la Persona de Cristo, sino de la descripción sociológica de los distintos comportamientos humanos, y que no propone respuestas a la cuestión del sentido último de la existencia, sino únicamente respuestas transidas de horizontalidad. Aunque la intención es buena –ayudar al hombre–, en el fondo, presupone un pesimismo antropológico, una falta de fe en el hombre –y en su potencialidad para superar las dificultades, de superarse–, así como una desconfianza en la Persona de Cristo y en la fuerza de su Gracia. No se ayuda al hombre partiendo del hombre, sino partiendo de Dios y de su Palabra. El centro de la historia del hombre y del universo no es el hombre, es el Hijo de Dios. El «pragmatismo» es un antropocentrismo que prescinde de que Cristo es «el principio y el fin, el alfa y la omega»: sólo a la luz del «Principio» y del «Fin» el hombre puede entrever la verdad a la que está orientado. Las traducciones de ello son múltiples, también en el ámbito jurídico.

			Cerrado el paréntesis teológico, toca volver al ámbito jurídico-procesal. Junto con la tentación de alejarse de la verdad del vínculo conyugal está la tentación de «instrumentalizar» los procesos de nulidad matrimonial invocando la caridad pastoral, con el fin de pretender y lograr la nulidad del matrimonio, de modo que se «solucione» el problema eclesial-pastoral-personal de los que están en una «situación irregular»19, todo ello sin confrontarnos con la verdad20. Llevado el discurso a este punto, siempre la referencia a la duración de los procesos aparece como justificación de las pretensiones de liberarse del proceso, o de servirse de él como instrumento21. Hablo de «instrumentalizar» en el sentido de «construir», de servirme de algo para solucionar un problema al margen de la entidad y de la naturaleza del mismo, de su verdad; eso no significa olvidar el sentido pastoral del proceso en cuanto «instrumento» que ayuda al discernimiento de la verdad de mi estado personal.

			Aunque en la práctica es extremadamente complicado a veces de distinguir, estoy de acuerdo con la idea del proceso como «instrumento» para ayudar a «solucionar», desde la verdad, determinadas situaciones personalespastorales; en esta idea insiste el profesor Arroba: «La renovada valorización de la naturaleza pastoral de los procesos de nulidad, esto es, el lograr que se entiendan también como una ayuda especifica y especializada para el discernimiento de los fieles en situaciones de fragilidad familiar (debida al fracaso conyugal) enriquece el papel que corresponde a la sentencia en dicho discernimiento y aporta una visión más integral y exigente de lo que comporta el principio de legalidad para resolver el caso con equidad, sin alterar con ello la justicia y la verdad»22.

			Las tentaciones citadas, en realidad, no son nuevas, de hecho, hace años Benedicto XVI las denunciaba con estas palabras: «Es necesario ser conscientes de la difundida y arraigada tendencia, aunque no siempre manifiesta, que lleva a contraponer la justicia a la caridad, casi excluyendo la una a la otra. En esta línea, refiriéndose más específicamente a la vida de la Iglesia, algunos consideran que la caridad pastoral podría justificar cualquier paso hacia la declaración de la nulidad del vínculo matrimonial para salir al encuentro de las personas que se encuentran en situación matrimonial irregular. La misma verdad, aún invocada en palabras, tendería así a ser vista desde una óptica instrumental, que la adaptaría de vez en vez a las diversas exigencias que se presentan»23.

			¿Qué decir ante esta idea más o menos extendida en muchos ámbitos eclesiales? La respuesta está en el ser-naturaleza del matrimonio, en su verdad24: no cabe invocar la «caridad» y la «misericordia» contra la justicia y su verdad25; el elemento mínimo –pero imprescindible– de la caridad es la justicia, y el elemento también imprescindible de la misericordia es la verdad26. Si bien la verdad tiene que mirar también a la misericordia, a través de la epiqueia, lo cierto es que, sin la verdad, la misericordia se hace fragilidad y componenda social27.

			Lo que está en juego es la verdad del matrimonio, y la propia salvación de las almas, pues con toda propiedad se puede aplicar a la sentencia de un proceso de nulidad este principio tomista: «veritas irradatio et partecipatio legis aeterna est»28. Este axioma se debe tener presente en momentos de crisis como los que vivimos, y se debe aplicar también al ámbito del proceso de nulidad, en el que existe la tentación de contraponer celeridad, pastoralidad, misericordia…con verdad, justicia, respeto a la ley divina de la indisolubilidad del matrimonio…Se trata de una tentación que hay que evitar, por el bien de las partes y del entero Pueblo de Dios; pero ésta no es la única tentación a evitar; también hay que rechazar la tentación del legalismo29, de un tecnicismo que se aleja de la citada justicia y caridad30, que reconduce la verdad sustantiva a una verdad formal, en la que el aspecto absoluto es la norma.

			En realidad, la cuestión última que subyace a todo este debate en torno a la verdad en los procesos de nulidad del matrimonio tiene una raíz más profunda, pues responde a una concepción antropológica de base: ¿Realmente estamos convencidos de que la verdad nos libera, o, por el contrario, pretendemos liberarnos de la verdad, convencidos de que la ausencia de verdad, el vivir al margen de ésta, la sustitución de la verdad por el «acuerdo», o cualquier otro tipo de «componendas» o «soluciones» serían para el ser humano –también en el seno de la Iglesia– mejor que la propia verdad? Es ésta una idea que Ratzinger exponía con su habitual destreza y profundidad intelectual en una reflexión sobre la relación entre verdad y conciencia:

			
				«La primera vez que fui consciente de la cuestión, en toda su urgencia, fue al principio de mi vida académica… Un colega más anciano…opinaba en una discusión que había que dar gracias a Dios por haber concedido a tantos hombres la posibilidad de no ser creyentes en buena conciencia. Si les hubiera abierto los ojos y les hubieran hecho creyentes, no habrían sido capaces… de llevar el peso de la fe y sus deberes morales.

				Sin embargo, y puesto que corren un camino diferente en buena conciencia, pueden igualmente alcanzar la salvación. Lo que más me asombró de esta afirmación no fue tanto la idea de una conciencia errónea concedida por Dios mismo para poder salvar con esta estratagema a los hombres, la idea, por así decir, de una ceguera mandada por Dios mismo para la salvación de estas personas. Lo que más me turbó fue la concepción de que la fe es un peso difícil de sobrellevar y que sólo pueden soportarlo naturalezas particularmente fuertes: casi una forma de castigo, y siempre un conjunto oneroso de exigencias difíciles de afrontar. Según esta concepción, la fe, en lugar de hacer más accesible la salvación, la dificulta. Así pues, tendría que ser feliz precisamente aquel a quien no se le carga con el peso de tener que creer y de tener que someterse al yugo de la moral que conlleva la fe de la Iglesia Católica.

				La conciencia errónea, que permite vivir una vida más fácil indica un camino más humano, sería por lo tanto la verdadera gracia, el camino normal hacia la salvación. La no verdad, el quedarse lejos de la verdad, sería para el hombre mejor que la verdad. No sería la verdad lo que lo liberaría, sino más bien tendría que liberarse de la verdad. Dentro de su propia casa, el hombre estaría más en las tinieblas que la luz; la Fe no sería un don de Dios, sino más bien una maldición»31.

			

			En el fondo, ésta es la cuestión: ¿aceptamos que la verdad nos hace libres, también cuando ésta no es lo que esperábamos, o lo que deseábamos, incluso aquello a lo que creíamos tenía derecho o considerábamos que era lo mejor para nosotros? ¿O por el contrario consideramos que, en ocasiones, es mejor liberarse del peso de la verdad para poder ser de esta manera libres? Esta disyuntiva es uno de los grandes dilemas del ser humano, y también es el gran dilema de la tramitación de los procesos de nulidad, procesos que –no se olvide, pues es una de las claves– tienen naturaleza meramente declarativa de la verdad del vínculo conyugal, no constitutiva del mismo.

			Sobre ello va a girar el análisis de este Capítulo 2, sobre la verdad como elemento esencial del proceso canónico de nulidad del matrimonio. Las conclusiones apuntadas se verán desarrolladas metodológicamente con un itinerario en el que atenderemos a lo siguiente: analizaré cómo la vinculación con la verdad está en los orígenes de la ciencia jurídico-procesal y en los orígenes mismos del proceso; se estudiarán después las peculiaridades del sistema procesal canónico frente a otros sistemas procesales, también en lo que a la búsqueda de la verdad se refiere; haré referencia a las diversas dimensiones de la verdad (escatológica, normativa y fáctica); aludiré al modo como el Magisterio de la Iglesia se ha referido de manera constante a la relación verdad-proceso, y pondré de manifiesto cómo la verdad del matrimonio y su indisolubilidad es el principio fundamental de la reforma procesal del Papa Francisco.
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				 27 Cfr. E. Napolitano, Inaugurazione dell'anno giudiziario 2015 del T.E.R. Campano e d'Appello. Relazione del Presidente, Napoli, 6 febbraio 2015, en: http://www.tercampano.it/home/art1/0/10053/10054/DOCUMENTI.html, última consulta 21-V-2024.

			

			
				 28 S. Thomas, Summa Theologiae, II, q. 33, a. 2.

			

			
				 29 M. F. Pompedda, Il processo canonico di nullità di matrimonio: legalismo o legge di carità?, en: id. Studi di diritto processuale canonico, Milano, 1995, 144-145: «Il diritto della Chiesa è per sua natura incompatibile con ogni concezione puramente formalistica e positivistica che attribuisca alle prescrizioni legali un valore assoluto ed esclusivo. La sua certezza, quindi, non è di carattere formale ma sostanziale, in quanto non è assicurata dalla legalistica osservanza delle singole disposizioni stabilite dall'autorità ecclesiastica, ma dalla coerenza dell'intero sistema giuridico, nella sua globalità e nelle sue specificazioni, ai principi fondamentali posti dal diritto divino. Il giudice quindi non potrà mai sacrificare la verità e la giustizia alle esigenze della certezza formale (Feliciani). (…) Possiamo dire che vi è un sano formalismo giuridico nel processo canonico, se si ha di mira la certezza del diritto e questa attraverso la formazione di una morale certezza, veramente e rettamente oggettiva. Quando tuttavia il meccanismo legale diviene inutile al raggiungimento della morale certezza sulla verità oggettiva, ma soltanto in questa ipotesi, ci si deve allontanare da esso perché altrimenti riuscirebbe alieno al diritto divino e quindi sterile al popolo di Dio (Bonnet)».

			

			
				 30 A ello se refería el Papa Francisco en su Bula de inicio del «año santo de la misericordia»: «La giustizia è un concetto fondamentale per la società' civile quando, normalmente, si fa riferimento a un ordine giuridico attraverso il quale si applica la legge. Per giustizia si intende anche che a ciascuno deve essere dato cio' che gli e' dovuto. Nella Bibbia, molte volte si fa riferimento alla giustizia divina e a Dio come giudice. La si intende di solito come l'osservanza integrale della Legge e il comportamento di ogni buon israelita conforme ai comandamenti dati da Dio. Questa visione, tuttavia, ha portato non poche volte a cadere nel legalismo, mistificando il senso originario e oscurando il valore profondo che la giustizia possiede. Per superare la prospettiva legalista, bisognerebbe ricordare che nella Sacra Scrittura la giustizia è concepita essenzialmente come un abbandonarsi fiducioso alla volontà' di Dio» (Francesco, Misericordiae vultus. Bolla di indizione del Giubileo Straordinario della Misericordia, 11 aprile 2015, n. 20, en: http://www.vatican.va/content/francesco/es/bulls/documents/papa-francesco_bolla_20150411_misericordiae-vultus.html, última cnsulta el 21-V-2024).

			

			
				 31 J. Ratzinger, Ser cristiano en la era neopagana, Madrid 1995, 31-32.

			

		


		
			II. LA BÚSQUEDA DE LA VERDAD ESTÁ EN LOS ORÍGENES DEL PROCESO CANÓNICO «MODERNO»

			La involucración de todos los operadores jurídico-canónicos con la verdad que define de modo esencial al proceso de nulidad del matrimonio tiene sus raíces en lo que podríamos llamar los inicios de la ciencia jurídica, que coinciden con los inicios mismos del proceso, al menos tal como lo entendemos hoy.

			Permítaseme estos breves apuntes históricos, nada exhaustivos, pero sí reveladores de cómo la búsqueda de la verdad en el ámbito del Ius Commune marcó el inicio del proceso canónico –también del proceso de nulidad–, configurándolo de una forma que se mantendrá durante siglos –en el ámbito canónico hasta nuestros días– y que se extenderá a los modernos ordenamientos jurídicos, que no harán sino ir traduciendo –con la diversidad que comporta la idiosincrasia propia– los criterios de ese Ius Commune y de los siglos de influencia del derecho canónico.

			En efecto, el proceso, tal como lo entendemos hoy, tiene mucho que ver con ese punto de inflexión que para la historia del derecho fue el s. XII, y lo que en él surgió: el «Derecho Común».

			Veamos. Agotado el modelo jurídico de la alta edad media, propio de una sociedad rural, nada letrada, se fue imponiendo la necesidad de un orden jurídico nuevo que superara los derechos tradicionales, y que respondiera a una sociedad más dinámica, en la que la ciudad –el ciudadano– se iba extendiendo y consolidando, configurándose nuevas relaciones, nuevos modos de vivirse, a todo lo cual también se fue adaptando el derecho, apareciendo en realidad un «nuevo derecho». Este nuevo derecho que surge, resultado de la integración del derecho romano –con todos los textos justinianeos– y del derecho canónico es el ius commune.

			No es exagerado afirmar que se trató de un verdadero giro copernicano jurídico. Las raíces del mismo están en la reforma de Gregorio VII (1073-1085), aunque sus orígenes se prolongan hasta el Decreto de Graciano (1140-1142). Entre ambas fechas se puede situar el inicio de la ciencia jurídica: nuevos textos, nuevos métodos, uso de la razón para el análisis y la interpretación de lo jurídico…, todo ello, en un intento de aplicar al ámbito jurídico el método que la escolástica aplicaba a otros ámbitos del saber.

			De la misma manera que ésta intentaba la armonización fe-razón a través del clásico método del sic et non, esto es, razonando, argumentando, analizando postulados a favor y en contra –todo ello con la finalidad de separar lo verdadero de lo falso, la verdad del error–, también en el ámbito del derecho canónico se va abriendo paso toda una hermenéutica de los textos, a los que también se aplican los criterios de búsqueda de la verdad. Así también ocurre en el proceso, que se diseña como un mecanismo para conseguir la verdad, con las etapas y fases propias del razonamiento-método escolástico.

			Ante la nueva sociedad que había surgido, ya no servía el viejo proceso, dinámico, oral, rápido, con mecanismos de prueba vulgares e irracionales –las ordalías o los juramentos, por ejemplo–, ágil hasta el extremo. El uso de la razón en el proceso hizo que éste se hiciera de pausas, de tiempos, de momentos que se sucedían sin solución de continuidad, siempre con la finalidad de la verdad; ésta aparecía como el resultado de la indagación, de la aprehensión, del análisis…, y de la resolución final, que respondía a criterios de análisis lógico.

			Igual que, desde el punto de vista doctrinal, se miraba a Cristo, «camino, verdad y vida», y se luchaba contra el error dogmático –herejía–, también se había instalado en el ámbito del proceso la necesidad de buscar la verdad por encima de cualesquiera otros intereses: no había nada más importante en el proceso que la verdad; el pensamiento tomista había invadido todos los ámbitos, también las diversas ciencias, por supuesto también la ciencia jurídica, y la praxis forense, que no se aquietará con un resultado cualquiera, sino sólo con aquel pronunciamiento que responda a la realidad, a lo que las cosas son, a su verdad. Este es un elemento característico de este periodo del Ius Commune, en el que hablar de justicia es hablar de verdad, pues lo verdadero es lo justo y lo justo es lo verdadero. Ambas realidades –justicia y verdad– van unidas, y ambas son el objetivo primordial del proceso.

			El proceso ya no pretende sólo la paz social, o la concordia entre las partes; no se trata de «solucionar» un problema con mecanismos y resultados «pacticios»; de lo que se trata es de buscar la justicia, la cual es imposible sin la base de la verdad. ¿Cuál es la razón última de ello? La razón es muy sencilla y profunda: se busca la verdad en el proceso porque lo que está en juego es la salvación de las almas. Si el proceso no descubre la verdad, no sólo no se realiza la justicia del caso concreto, sino que se pone en peligro el bien de las almas.

			Por ello, para mejor proveer a la salvación de las almas –y para proteger a la propia Iglesia, directamente involucrada en ello–, se echa mano de diversos mecanismos jurídico-procesales, pues se considera que ellos son garantías de un mejor proveer. Por ejemplo, ya no bastaba con el principio de iniciativa de parte o de justicia rogada, sino que se necesitaba el principio inquisitivo. ¿Por qué? Porque si de lo que se trata es de buscar la verdad por encima de todo, esta búsqueda no puede quedar sólo en las manos y en la iniciativa de las partes, sino que la sociedad-la institución-la Iglesia tendrá algo que decir y hacer. Aparece una nueva figura, que cobra especial relevancia en este momento: el juez. El compromiso del juez en el descubrimiento de la verdad es clave, por ello se le dota de toda una serie de diversas prerrogativas, desde el inicio del proceso hasta el final del mismo, de modo muy especial durante la práctica de las pruebas. De esta manera, el proceso deja de ser acusatorio o de iniciativa de parte, y se convierte en un proceso inquisitivo o de actuación de oficio.

			En términos de análisis histórico, se puede afirmar que «esta reivindicación de la idea de verdad, como sinónimo de certidumbre, de conocimiento, de seguridad, que es lo que se trasladará al campo del proceso, es la máxima aportación canónica a la cultura jurídica medieval del derecho común»32, pues supone una incorporación al proceso de un elemento de racionalidad, de aplicación de la razón en un intento de buscar la verdad material y absoluta, por encima de la verdad formal.

			De esta manera, interpretando y analizando el proceso, surgen numerosos tratados, glosas, comentarios a casos, brocardos… con los que se va adaptando el proceso romano-secular al ámbito canónico, ámbito desde el que, a su vez, también se influirá civil y penalmente. En esos trabajos, los canonistas van describiendo las diversas etapas del proceso, los actos de cada una, los órganos competentes…El proceso se convierte y se explica como algo lógico, como una sucesión de etapas y fases, como una cadena que se desarrolla con actuaciones llevadas a cabo en tiempo y forma.

			Esta priorización de la verdad tiene innumerables concreciones en el Decreto de Graciano33. Aparece, por ejemplo, en todos los procesos contra herejías, en las referencias al modo de ser y actuar de jueces y testigos34, en diversas consideraciones sobre el modo de proceder procesalmente35. Esto mismo aparece también en las Decretales de Gregorio IX36, o en el Liber Sextus de Bonifacio VIII (1298)37, o en las Clementinas del Papa Clemente V38, revisadas y promulgadas por su sucesor el Papa Juan XXII39 el 25 de octubre de 131740.

			Se ha hablado de la priorización de la verdad en la administración de justicia, pero conviene hacer un apunte a propósito del concepto de verdad que se impone en esta época. La verdad que se busca es la verdad histórica, la verdad material, fáctica, la verdad que aconteció; esta verdad se considera que es un bien para el individuo –para su salus animae–, pero que también es un bien para el conjunto de la comunidad –para la Iglesia–, que tiene un interés público en que la verdad sea encontrada.

			Hasta tal punto la búsqueda de la verdad se convierte en algo decisivo, que se comienza a hablar de «veredicto» como sinónimo de sentencia, dejando claro que el proceso debe culminar con esa «dicción de la verdad». La confianza en la búsqueda de la verdad a través del proceso es tal, que se considera que la sentencia es un encuentro con la verdad fáctica. El siguiente paso será proteger esta verdad descubierta en el proceso, declarada en la sentencia, para lo cual se creará una ficción jurídica: la «cosa juzgada». La sentencia definitiva y firme, es una verdad definitiva y firme, y en cuanto tal, necesita de una protección jurídico-procesal, requiere de un instituto procesal que le dé consistencia, estabilidad, permanencia, de modo que no pueda ser atacada.

			Esta idea de cosa juzgada, fruto de la equiparación entre verdad-sentencia permite clausurar el proceso, permite establecer también el principio de ne bis in eadem, con lo que se cierra el círculo de la búsqueda-encuentro con la verdad de un modo definitivo e irrevocable. Ahora bien, ¿no se había creado una ficción jurídica que, en ocasiones, pudiera ser contraria o distante de la verdad material? Afirmar lo contrario sería poco menos que dotar a los jueces del privilegio de la infalibilidad. Como ésta no es predicable de los jueces, se hacía necesario abrir una posibilidad para que se pudiera reclamar la verdad material, ello una vez que se arguya que la sentencia no ha alcanzado la verdad y si se verifican toda una serie de condiciones.

			La cuestión se plantea con la famosa decretal Lator41, en la que se intenta corregir una sentencia injusta. En la citada decretal se establece el principio ya clásico de que «Sententia lata contra matrimonium nunquam transit in rem iudicatam», principio que permanecerá invariable durante siglos en el derecho canónico –la exclusión del iudicatum en las causas de nulidad del matrimonio–, y que llegará a los cann. 1903 y 1989 del CIC'17 y a los vigentes cann. 1643 y 1644 (arts. 290-294 DC)42.

			Se ha indicado que la participación de las partes en la búsqueda de la verdad se ve muy matizada por el principio inquisitivo y por el protagonismo del juez, comprometido con la verdad por encima de cualquier otra motivación; además de ello, y muy vinculado también con esta priorización de la verdad en el proceso canónico en general y en el de nulidad del matrimonio en particular, está el que el proceso deje de ser oral y se consagre el principio de escritura43.

			De esta forma, el proceso deja de ser ágil e instantáneo, y se hace más calmado y reposado, más lógico, secuenciado, con sus tiempos y formalidades. Como digo, la escritura dará lentitud, pero también seguridad jurídica, comportará erudición, pero protegerá los derechos; así surgirá la necesidad del escribano, del notario, de modo que se certifique lo debatido, lo afirmado y probado; todo lo que no quede en las actas será irrelevante. El proceso «no es aquel instrumento acelerado de los primeros siglos medievales, sino un instrumento de reflexión, donde todo debe quedar pertinentemente registrado para que así conste la verdad que allí se ha debatido»44. La verdad acaba por ser reducida a lo escrito.

			Con todo ello, se pretendía alcanzar la verdad, tal como el derecho canónico la había pensado, tal como respondía a la base doctrinal que lo sustentaba. Para ello se construyó un mecanismo, el proceso, que traspasó los límites del derecho canónico y de la Iglesia. Aquí está una de las grandes aportaciones de la Iglesia y su derecho al patrimonio jurídico universal45. Veremos hasta qué punto esta priorización de la verdad es compartida como elemento esencial de otros sistemas jurídico-procesales, y veremos cómo sigue siendo el principio clave del sistema procesal canónico, y muy especialmente del proceso de nulidad.

		

		
			

			
				 32 F. Martínez Martínez, El proceso canónico y la verdad, en: ed. A. González-Varas Ibáñez, El “ius commune” y la formación de las instituciones de derecho público, Valencia 2012, 220.

			

			
				 33 Sobre el Decreto de Graciano, autor, división, fuentes, valor jurídico... vid. S. Kutner, Research on Gratian: «acta» and «agenda», en: Aa.Vv., Proc. Cambridge (Monumenta Iuris Canonici subsidia) 8, Città del Vaticano 1988, 3-26; P. Landau, v. Gratian: «Theologische Realenzyklopädie» 14 (1985) 124-130; A. Stickler, Historia iuris canonici latini (historia fontium), vol. 1, Romae 1974, 200-216; A. Van Hove, Prologomena: «Commentarium Lovaniense in Codicem Iuris Canonici», vol. 1, t. 1, Roma 1945, 339-348.

			

			
				 34 Por ejemplo, C.IV, q. 4, c.1: «Nullus umquam presumat accusator simul esset et Iudex vel testis, quoniam in omni iudicio quatuor personas semper esse necesse est, id est iudices electos et idóneos, accusatores, defensores congruos atque legitimos testes. Iudes autem debent uti equitate, testes veritate, accusatores intentione ad amplificandum causam, defensores extenuatione ad minuendam causam».

			

			
				 35 Vid. C.XI, q. 1, c. 36; C XI, q. 1, c. 45; C XI, q. 3, cc. 64, 65, 66, 80, 81, 83, 84, 86, 98.

			

			
				 36 Por ejemplo, X. 2, 1, 6 de Alejandro III: «Inquiratis, sed simpliciter et pure factum ipsum, et rei veritatem secundum formam canonum et sanctorum Patrum instituta investigare curentis»; o la famosa Decretal Propositum (X 7, 4, 1), también de Alejandro III, que expresa esta priorización de la verdad también descendiendo al terreno de las intenciones, de hecho acaba prohibiendo la acción al culpable, estableciendo el principio de que nadie saque beneficio de la acción dolosa («ex suo delicto videretur commodum reportare»), principio que llegaría hasta el CIC'17. Otro ejemplo es la siguiente decretal de Inocencio III: «testes etiam, quorum testimonium reprobantur, inter infames quasi ex falso testimonio, non habentur»). Vid. por ejemplo: X 2, 19, 8; X 2, 19, 11; X 2, 19, 13; X 2, 20, 4 y 5; X 2, 20 7-9; X 2, 20, 33; X 2, 20, 33; X 2, 20, 47; X 2, 20, 53; X 2, 21, 11; X 2, 22, 7; X 2, 27, 5 y 8; X 2, 28, 1; X 2, 28, 51. Vid. W. M. Plöchl, Storia del diritto canonico, Milano 1963, vol. 2, 456-459; Stickler, A., Historia iuris..., cit., 237-251; A. Van Hove, Prologomena, cit., 357-361.

			

			
				 37 Por ejemplo, VI, 2, 4, 2: «In apellationis causa, quanquam in principalia iuratum fuerit, praestari iubemus calumniae iuramentum, et ídem in iuramento de veritate dicenda volumus observare»; vid. VI 2, 1, 1; VI, 2, 4, 1; VI, 2, 14, 4 y 5; Vid. A. M. Stickler, A. M., Historia iuris canonici latini..., cit., vol. 1, 260ss; W. M. Pöchl, Storia del diritto canonico, vol. 2, Milano 1963, 460-461.

			

			
				 38 Vid. W. M. Pöchl, W. M., Storia del diritto..., cit., 462-463.

			

			
				 39 Vid. Ibidem., cit., 463-464-.

			

			
				 40 Por ejemplo, en la famosa clementina Saepe contingit, dada por Clemente V en 1305 (Clem 5, 11, 2), considerada como uno de los textos más importantes de la legislación medieval sobre procedimiento judicial sumario. En esta nota decretal, se consagra un proceso sumario y rápido donde se actúa «simpliciter et de plano, ac sine strepitu et figura iudicii», es decir, prescindiendo de todas las formalidades y morosidades, pero en el que también se ha de respetar la verdad, buscando la certidumbre más plena, la definición más clara, la prueba más clara de los artículos («plenior certitudo, et ut fiat deffinitio clarior…et artículos ob clariorem probationem»); para una lectura del texto de esta decretal véase: Clemente V [1305-1314], Decretal Saepe contingit, Clem 5, ,11, 2, en: Friedberg, Corpus Iuris Canonici, vol. 2, Leipzig 1879-1881, 1154- 1155; así mismo, sobre la Decretal Saepe Contingit es cita obligada la obra de H. K. Briegleb, Einleitung in die Theorie des summarisches Prozesse, Leipzig, 1859.

			

			
				 41 Vid. Alejando iii [1169-1181], Decretal Lator, X 2, 27, 7, en: Friedberg Corpus Iuris Canonici, vol. 2, Leipzig 1879-1881, 320-321.

			

			
				 42 Vid. P. Gasparri, Codicis iuris canonici fontes, vol. 1, 1923, 695, sub. n. 11.

			

			
				 43 Cfr. F. Martínez Martínez, El proceso canónico…, 235.

			

			
				 44 Ibidem, 235.

			

			
				 45 Cfr. P. Grosi, Diritto canonico e cultura giuridica, en: ed. C. Fantappiè, Itinerari culturali del diritto canonico nel Novecento. Atti dei seminari di diritto canonico presso la facoltà di giurisprudenza di Urbino, Torino 2003, 13-31.

			

		


		
			III. UNA APROXIMACIÓN A LOS DIVERSOS SISTEMAS-MODELOS PROCESALES: LAS PECULIARIDADES DEL MODELO PROCESAL («INSTITUCIONAL») CANÓNICO

			El sistema jurídico-procesal canónico tiene su propia idiosincrasia, sus peculiaridades intrínsecas, las cuales tienen que ver con ese carácter pastoral ya referido, y con el hecho de que sirve a una comunidad –la eclesial–, en la que tiene una fuerte prevalencia el derecho natural y también toda una serie de elementos «ético-morales-espirituales», todo lo cual marca ya una diferencia respecto de otras comunidades y de otros sistemas y modelos jurídicoprocesales46.

			En términos generales, se ha aceptado la división entre las siguientes familias jurídicas y los respetivos sistemas procesales47:

			
					
					 La familia romano-germánica, la familia de la civil law, en la que entrarían todas las legislaciones de los países de la Europa continental occidental, así como las legislaciones de los países de América Latina, e incluso el mismo sistema canónico, aunque en este caso con muchos matices. Se trata de un sistema de influencia del derecho romano, que da prevalencia a la certeza del derecho, por tanto, da prevalencia a la codificación de las normas, frente a la jurisprudencia, frente a la propia justicia y frente a la concepción del derecho como regla de conducta y modelo de organización.

				

					
					 La familia de la common law, que podríamos ubicar en países como Inglaterra, los EEUU, muchos países de la Commonwealth, Nueva Zelanda, India, Malasia, Sudáfrica48. Se trata de un sistema caracterizado por la prevalencia de la justicia sobre la certeza, de las decisiones jurisprudenciales sobre la norma codificada.

				

					
					 La familia de los sistemas socialistas, que englobaría a todos aquellos ordenamientos que en el pasado tuvieron que ver con la doctrina económico-jurídica marxista (Rusia, China, Corea del Norte), en los que la norma jurídica respondía a los fines que el marxismo-leninismo fijaba, siempre en menoscabo de la seguridad jurídica del individuo y de su libertad, y con máxima preeminencia y protección del estado frente al individuo; hoy asistimos a un cambio extraordinario en gran parte de estos países, y por tanto, de este sistema jurídico.

				

					
					 Por último, todo un conjunto de sistemas-familias con un componente filosófico-religioso, en el que estarían englobados aquellos países regidos por el derecho islámico, hindú, hebraico, y también otros países regidos por derechos con fuerte componente religioso, especialmente en el África negra y en Madagascar49.

				

			

			Por lo que al derecho procesal se refiere, la principal diferencia de base existente entre los dos grandes sistemas jurídicos que operan en el mundo es que la common law tiene que ver con la llamada «concepción adversarial» del proceso50, mientras que en la civil law tiene más peso el arquetipo «inquisitorial»; a la contraposición entre adversary system51 e inquisitorial system que caracterizan al common law y al civil law respectivamente, se añadiría el dato de que las decisiones seguirían un hierarchical model en la civil law, frente a un coordinate model del área de la common law52. Veamos más en detalle:

		

		
			

			
				 46 Cfr. M. Taruffo, Aspetti fondamentali del processo civile di Civil Law e di Common Law: «Revista da Faculdade de Direito da Federal University of Panama» 36 (2001) 27-48; E. Grande, Imitazione e diritto: ipotesi sulla circolazione dei modelli, Torino 2000, 32.

			

			
				 47 Vid. R. David, Les grands sysemes de droit contemporain, Paris 1973, 614ss; J. H. Merry- man, La tradizione di civil law nell'analisi di un giurista di common law, Milano 1973, 7-9.

			

			
				 48 Esta enumeración no es exhaustiva, ni tampoco precisa del todo, pues entre los ordenamientos de los países citados existen diferencias; a pesar de ello, se trata de una clasificación que sigue teniendo valor.

			

			
				 49 Cfr. M. Taruffo, Dimensioni transculturali della giustizia civile: «Rivista Trimensale di Diritto e Procedura Civile» 45 (2000) n. 2, 1049.

			

			
				 50 Vid. L. M. Bombin, Decidere per criteri. Il giudizio in Common Law, en: ed. P. Gherri, Decidere e giudicare nella Chiesa, Città del Vaticano 2012, 153-178.

			

			
				 51 Para la lectura de una obra apologética de este sistema vid. S. Lasdman, The adversary sistem. Description and defense, Washington-London 1984.

			

			
				 52 Cfr. M. R. Damaska, Structure of authority a comparative criminal procedure: «Yale Law Yournal» 84 (1975) 481-526.

			

		


		
			1. El «modelo adversarial» de la common law


			Viene a ser una traducción al ámbito procesal de gran parte de las ideas del liberalismo inglés clásico, individualista y competitivo, para el que las controversias jurídicas no son sino traslación al ámbito judicial de unas relaciones privadas, que siguen siendo exclusivamente privadas también en sede judicial. El proceso es un ámbito más –como el comercio o la economía–, en el que se produce un libre enfrentamiento –una competición– entre partes privadas, con monopolio exclusivo de la iniciativa probatoria de las partes53, ante el cual el estado lo único que ha de hacer es procurar un marco institucional que permita a los individuos defender sus propios intereses, aplicando al ámbito procesal el principio laissaire faire.

			Entendido así el proceso, la administración de justicia se concibe como una libre confrontación entre contendientes que, en el respeto de las reglas, se desafían ante un órgano judicial pasivo54, sin poderes para dirigir el proceso a la consecución de un fin determinado.

			La imagen que mejor representaría al juez en este adversary system es la del árbitro. Frente a esa idea del juez que se parece a aquel científico que se afana en su laboratorio por conocer la realidad, que echa mano de los medios y métodos más idóneos para solucionar los problemas, resolver los enigmas y buscar la verdad, la imagen que define al juez en este sistema es la del árbitro que se limita a estar allí, en medio del juego, sin afanarse por descubrir métodos para que los jugadores desarrollen mejor sus potencialidades y para que el juego sea de una determinada manera, sino que se limita a controlar que se observan las leyes de dicho juego. En efecto, la doctrina piensa en el proceso como en una competición deportiva entre las partes –es la sporting theory of justice, o la fight theory of justice55– y en el juez como en un árbitro (un umpire) que se limita a controlar las reglas de juego, de modo que las mismas se respeten, pudiendo imponer sanciones en caso contrario (como en el juego)56. Lo que el juez tiene que controlar es que se respete la fairness (la imparcialidad vista como corrección), para lo cual debe conceder a ambas partes idénticas oportunidades para hacer valer las propias razones, ahora bien, no tiene poder sobre los hechos de la causa, sobre las pruebas, sobre el desarrollo del proceso, todo lo cual queda a la iniciativa de las partes.

			En esta concepción del proceso, lo de menos es el resultado, sino que exista: Al final de esta competición alguien vencerá, y es que el modelo adversarial se dirige a resolver la controversia con la victoria de uno de los contendientes57. No importa la justicia ni la verdad. Es justo aquello que es fair (correcto, adecuado), y es fair aquello que resulta de la libre confrontación (competencia) entre los individuos. La decisión será justa si surge de un proceso justo, y el proceso es justo si se fundó exclusivamente en la libertad y autonomía de las partes.

			Por tanto, no existe una justicia sustancial, no busca la verdad sustancial58. El que vence es el que tiene razón y tiene la verdad, que es la que ha resultado de las pruebas que aportó, y con las cuales venció. La búsqueda de la verdad material es una pérdida de tiempo y de recursos económicos.

			Aquí está la clave: el proceso adversarial presupone que el mejor modo de conocer la verdad es a través del método dialéctico, a través de la confrontación entre las partes, pues son éstas las más interesadas59 –mucho más que el juez– en la victoria, y serán también las que más lucharán por buscar pruebas con las que sostener sus posiciones: de lo que se trata es de maximizar las oportunidades de «ataque-defensa» de las partes, no de maximizar la eventualidad de que la decisión final se funde sobre la verdad60.

			Aunque hay algún aspecto verdadero en este planteamiento, lo realmente criticable es que es un sistema procesal que estructuralmente no se orienta a la verdad material, que no busca la verdad, que no mira al contenido de la decisión. Es una visión del proceso como mero procedimiento, como una institución configurada para garantizar neutralidad, legitimidad y corrección procedimentales, no como un instrumento al servicio de la verdad sustantiva, de la justicia real.

			En definitiva, en este sistema procesal, hablar de la verdad –de su búsqueda en la instrucción y de su conquista en la sentencia–, es algo que no tiene sentido, algo a lo que no se le concede valor. Hablar de la verdad en el proceso es hablar de un nonsense61.

		

		
			

			
				 53 Cfr. S. Lasdman, The adversary sistema…, cit., 24.

			

			
				 54 Cfr. Di Bernardo, Modelli processuali…, cit., 27.

			

			
				 55 Cfr. M. Tarutto, La verità nel proceso: «Rivista Trimestrale di Diritto e Procedura Civile» 66 (2012) 1122, n. 4.

			

			
				 56 Para comprender hasta qué punto este concepto de proceso se distancia del proceso canónico, basta con leer estas reflexiones de Pío XII en las que destaca precisamente que la justicia no es un juego de intereses y de partes: «La osservazione si basa sopra un errore teorico e pratico: essa disconosce l'intima natura e l'essenziale scopo finale della controversia giuridica. Questa nelle cause matrimoniali non può paragonarsi ad una gara o ad una giostra, ove i due contendenti non hanno un comune scopo finale, ma ognuno persegue il suo scopo particolare e assoluto, senza riguardo, anzi in opposizione a quello del suo antagonista, vale a dire sconfiggere l'avversario e riportare la vittoria. In tal caso il vincitore con la sua lotta coronata da successo crea il fatto oggettivo, che per il giudice del combattimento o della gara è motivo determinante nel conferimento del premio, poiché per lui è legge: Al vincitore il premio. Tutt'altrimenti accade nella contesa giuridica di un processo matrimoniale. Qui non si tratta di creare un fatto con la eloquenza e la dialettica, ma di mettere in evidenza e far valere un fatto già esistente. Il summenzionato principio cerca di scindere l'attività dell'avvocato dal servigio della verità oggettiva, e vorrebbe in qualche modo attribuire all'abile argomentazione una forza creatrice del diritto, come l'ha il vittorioso combattimento in una gara» (Pío xii, Discorso alla rota romana di 1944: «AAS» 36 [1944] n. 2, 286-287).

			

			
				 57 Sobre el fundamento de esta concepción en la ética social norteamericana vid. R. A. Kagan, Adversarial legalism. The American way to law, London 2001, 61 y 66, respectivamente sobre el proceso penal y civil.

			

			
				 58 Cfr. M. Tarutto, Il processo civile «adversary» nell'esperienza americana, Padova 1979, 51ss.

			

			
				 59 Es cierto que los privados son los más interesados en defender sus propias posiciones, pero también lo es que no todos tienen iguales oportunidades para hacerlo. Para que la competición sea ideal, los contendientes deben ser iguales. La mera contienda, en sí, sin otras garantías, ni siquiera es un método idóneo para alcanzar la verdad. Este sistema favorece los acuerdos prejudiciales, los pactos entre las partes para evitar los litigios, y también los mecanismos de transacción y arbitraje: la verdad pactada, también la prejudicial, sustituye a la verdad material; cfr. A. Catta, Giusto processo e verità della decisione nel diritto canonico, Città del Vaticano 2017, 37.

			

			
				 60 Cfr. A. Dondi, Effettività dei provvedimenti istruttori del giudice civile, Padova 1985, 135, 189.

			

			
				 61 Cfr. S. Landsman, The adversary system. A description and defense, Washington-London 1984, 3, 36.

			

		


		
			2. El modelo procesal de la civil law


			Tiene un carácter netamente publicista. El proceso no se ve como una competición entre privados, sino que tiene un carácter público, tiene que ver con uno de los grandes poderes del estado (la potestad judicial y la jurisdicción), de ahí que el estado –a través de uno de sus funcionarios, el juez– esté directamente involucrado en el desarrollo del mismo.

			Uno de los padres de esta concepción es Chiovenda, quien concibe el proceso ante todo como una relación jurídica62, como un instrumento a través del cual las partes ven garantizados-protegidos sus derechos sustanciales. Estas ideas de Chiovenda ni mucho menos hoy son unánimes en todos estos sistemas jurídicos de la civil law, pues existe un debate doctrinal acerca de cuál es el objetivo del proceso: la composición del litigio63, la restauración de la paz y la realización de la justicia, o el descubrimiento de la verdad64.

			Sea como fuere, lo cierto es que, en esta concepción, el juez deja de ser un árbitro y adquiere un papel activo de verdadero director del proceso. Igualmente, aun contando con la idiosincrasia propia de cada diverso ordenamiento jurídico, sí que es elemento común considerar la búsqueda y el descubrimiento de la verdad como un «valor-fin» del proceso. Todo ello es consecuencia de esta idea del proceso como una institución de derecho público, lo que comporta ver el litigio, no como una cuestión entre privados, sino como algo que tiene que ver con el orden social –con lo público–, de lo que se desprende que no es el descubrimiento de la verdad un elemento importante que resulta de la aplicación de la norma al caso concreto.

			La cuestión que luego se suscitará será la de los diversos matices a propósito de la idea de verdad que se sostiene: para algunos lo relevante es la verdad «material», para otros la única verdad que se puede buscar es la verdad normativa, la verdad que establece la norma, y a la que tienden las partes y el juez, tanto durante la fase instructoria –en la que hay que descubrir la verdad de los hechos– como en la decisión. Ésta es la idea de verdad que se va imponiendo en estos sistemas, una idea cuya concreción mejor sería ésta: una sentencia será justa cuando sea fruto de una correcta individualización y reconstrucción de los hechos, y también cuando sea el resultado de una correcta interpretación de las normas en que esos hechos se subsumen. Esta verdad legal, una vez que existe –y existe cuando la sentencia la afirma– adquirirá protección y estabilidad, hasta el punto de que no podrá ser modificada: en este sentido, la misma idea de cosa juzgada, vinculada a los criterios establecidos por la norma, nos habla de que la verdad sustancial cede ante la verdad legal, ante la certeza y la seguridad jurídica65. Como se ve, en la práctica estamos ante una especie de objetivo mínimo, pues se acaba reconduciendo la justicia a la norma, y no a la verdad sustantiva, o incluso se acaba reconduciendo el fin del proceso al proceso mismo66.

			Es cierto que no es fácil en tantos casos llegar a la verdad «absoluta» –o para ser más exactos, a la correspondencia absoluta entre lo que se aprehende en la instrucción y la realidad, el mundo real–, pero ello no contradice la idea de proceso como búsqueda de la verdad. No puede ser justo un proceso en el que la verdad no se descubra, o en el que ésta se reduzca a la norma. La persona es antes que la norma. El motivo por el que el estado debería preocuparse institucionalmente en el desarrollo del proceso no puede ser sólo la paz social –aun siendo un aspecto importante–, ni se puede limitar a criterios de legalidad o de correcta aplicación de las normas –aun siendo también esto mucho–, sino que debe tender a otras motivaciones y presupuestos superiores: la búsqueda de la verdad de los hechos, y la aplicación de unas normas que también respondan a criterios de verdad y justicia.

			Permítaseme incidir en esta idea sobre la relación justicia-verdad, frente a la equiparación que en muchos ordenamientos de la civil law se ha hecho entre justicia y legalidad. Veamos. Si nos preguntáramos sobre el valor de la verdad en el ámbito de la administración de justicia, habría que decir que, al menos prima facie, tal valor existe y es relevante. La administración de justicia es un ámbito muy importante de la vida social y de la actividad del estado, y sería inimaginable que la misma no tuviera que ver con la verdad, que no fuera un principio inspirador de la misma, sino que se optara como principio por el error o por la mentira, o por la ignorancia, es decir, que se renunciara al conocimiento de la verdad. No puede ser así, de hecho, en el ideario colectivo verdad y justicia forman un binomio, son términos estrechamente vinculados. Todos admiten que los testigos deben decir la verdad, que los derechos sustanciales existen si responden a la verdad, que sólo se puede condenar a quien realmente ha cometido un delito… Por ello sorprende la defensa de la «verofobia» de algunos juristas67 y la configuración de algunos ordenamientos jurídico-procesales sobre determinadas bases ideológicas contrarias a la verdad68.

			Una vez más –y en esto coinciden los sistemas de la common law–, el proceso se acaba convirtiendo en un fin en sí, y no en un medio, en un instrumento. No basta con que la decisión esté «fundada en derecho», esto es, sea legal, legítima. La tutela judicial efectiva que reconocen los modernos ordenamientos jurídicos europeos tiene por objeto la protección de los derechos subjetivos y de los intereses legítimos69, lo que significa que el proceso no puede tener como fin sólo solucionar la controversia y lograr una especie de paz social, sino tutelar la verdad de unos derechos subjetivos.

			En los sistemas procesales centrados únicamente en la legalidad, la jurisdicción se dirige sólo a la aplicación de la norma-ley; no habría «buenas» ni «malas» decisiones, sino decisiones conforme a derecho o no. Ahora bien, pensemos en una sentencia que reconoce un derecho a un sujeto: un sujeto es realmente titular de un derecho sólo si son verdaderos los hechos de los que depende en concreto la existencia de aquel derecho. Por tanto, el proceso no puede mirar sólo a la aplicación de la norma, sino que debe buscar la verdad, en primer lugar, la verdad de los hechos, y después, la propia verdad de la norma. Si la norma se aplica viciada de la verdad de los hechos, la decisión será errónea, y si es la norma la que está viciada de verdad, la solución será injusta. La veracidad de la investigación de los hechos –la verdad sustantiva– es un requisito esencial de la «legalidad» de la decisión, y de su justicia. La verdad de los hechos condiciona la «corrección jurídica» de la solución de la controversia: ninguna norma se aplica justamente a hechos erróneos70, ni ninguna norma injusta puede dar como resultado una decisión legal.

			Un proceso es justo si la decisión es justa, no sólo si la decisión es legal. Difícilmente podrá considerarse como «justo» un proceso que termine con una decisión injusta. El hecho mismo de que nos cuestionemos si una decisión es justa o no, comporta que la misma es tomada en consideración «en sí misma», no como resultado sólo de un procedimiento correctamente aplicado.

			Al margen de otras consideraciones, estas condiciones previas son al menos tres: en primer lugar, que la decisión sea el resultado de un proceso justo, pues difícilmente será justa una decisión si se produjo habiendo sido violadas las garantías fundamentales; en segundo lugar, que sea correctamente interpretada y aplicada la norma que ha servido a la decisión adoptada, y que la misma responda a criterios de justicia sustancial; en tercer lugar, que se funde en un descubrimiento verdadero de los hechos de la causa, pues nunca podría ser justa una decisión tomada a partir de hechos erróneos o falsos. Todas estas condiciones deben darse conjuntamente, pues todas ellas son posibles y necesarias.

			En resumen, el proceso es justo si está sistemáticamente orientado a hacer que se «establezca» la verdad de los hechos, mediante el respeto a las garantías legales, y a través de la aplicación de una norma que responda y contenga criterios de justicia sustantiva.

		

		
			

			
				 62 «El proceso es una unidad no solamente porque los varios actos de que se compone estén coligados para un fin común. Esta unidad es la propia de cualquier empresa, aunque no sea jurídica, como una obra de arte, la construcción de un edificio, un experimento científico y otras semejantes. El proceso, por el contrario, es una unidad jurídica, una organización jurídica; en otros términos, una relación jurídica» (G. Chiovenda, Instituciones de derecho procesal civil, vol. 1, Madrid 1948, 57; en el mismo sentido, 3 y 37); en al ámbito canónico vid. E. Di Bernardo, Il Cardinal Roberti e la teoria del rapporto giudico processuale. Linie evolutive, Città del Vaticano 2008, 95-114.

			

			
				 63 Esta era la idea de Carnelutti, para quien el proceso, más que un instrumento para conocer la verdad es un modo de «composición de la litis»; vid por ejemplo F. Carnelutti, Cómo se hace un proceso, Valparaíso 1979, 35-41; id., Sistema de diritto processuale civile, vol. 1, Padova 1936, 231, 247.

			

			
				 64 Una obra muy interesante sobre esta idea del proceso civil como el descubrimiento de la verdad es la de Taruffo: vid. M. Tarutto, La semplice verità, Roma-Bari 2009, especialmente 32-134.

			

			
				 65 «La verità è uno dei parametri di giustizia della decisione, nella consapevolezza che il processo per sua stessa natura presenta molteplici limiti impliciti al raggiungimento di tale scopo. Per l'ordinamento giuridico statale, di conseguenza, la verità è un obiettivo, un ideale da raggiungere mediante il processo, cosicché il processo è giusto se regolato dalla legge che lo struttura in modo tale da massimizzare le possibilità di addivenire all'accertamento della verità, in un tempo ragionevole e comunque nel rispetto di altri principi o parimenti rilevanti per l'ordinamento giuridico. E se la verità diviene lo scopo tendenziale del processo giusto, quello da raggiungere con la massima approssimazione nella consapevolezza dei limiti connaturati al processo medesimo, al contempo anche il giudicato diviene garanzia di verità, ma non di una verità assoluta e sostanziale, ma di quella verità che appare la più plausibile con riferimento alle prove acquisite fino a quel momento…la coincidenza tra la verità processuale (ossia il risultato del processo) e quella sostanziale (la corrispondenza con la realtà) non è che uno scopo solo tendenziale del giusto processo» (A. Catta, Giusto processo e verità della decisione nel diritto canonico, Cittá del Vaticano 2017, 53-54).

			

			
				 66 Véanse estas reflexiones: «Ma il processo? ¿Ha il processo uno scopo? Non si dica, per carità, che lo scopo del processo è l'attuazione della lege, o la difesa del diritto soggettivo, o la punizione del reo, e nemmeno la giustizia o la ricerca della verità: se ciò fosse vero sarebbe assolutamente incomprensibile la sentenza ingiusta, e la stessa forza del giudicato, che copre, assai più della terra, gli errori dei giudici. Tutti questi possono essere e sono gli scopi del legislatore che organizza il processo, della parte o del pubblico ministero che in concreto lo promuove, non lo scopo del processo. Se uno scopo al processo si vuole assegnare questo non può essere che il giudizio; e processus iudicii infatti era l'antica formula, contrattasi poi, quasi per antonomasia, in processo. Ma il giudizio non è uno scopo esterno al processo, perché il processo non è altro che il giudizio e formazione del giudizio: esso dunque se ha uno scopo, lo ha in se stesso, il che è come dire che non ha alcuno. Veramente processo e giudizio sono atti senza scopo, i soli atti della vita che non hanno uno scopo» (S. Satta, Il mistero del processo, Milano 1994, 23-24).

			

			
				 67 Vid. Por ejemplo B. Cavallone, In difesa della veriphobia. (Considerazioni amichevolmente polemiche su un libro recente di Michele Taruffo): «Rivista di Diritto Processuale» 65 (2010), serie segunda, n. 5, 1ss.

			

			
				 68 En este aspecto, aunque desde planteamientos distintos, con conclusiones muy cercanas al sistema adversarial americano.

			

			
				 69 Por ejemplo, así aparece en el art. 24 de la Constitución italiana («Tutti possono agire in giudizio per la tutela dei propri diritti e interessi legitime…»), o el art. 24, 1º de la constitución española («Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión»); vid. L. P. Comogio, La garanzia costituzionale dell'azione e il processo civile, Padova 1970, 97, 161, 287.

			

			
				 70 Cfr. M. Tarutto, La semplice verità, cit., 116.

			

		


		
			3. El modelo procesal de los países socialistas


			El materialismo dialéctico marxista comportó también una idea del derecho que se tradujo en gran parte de los ordenamientos procesales de los países llamados «comunistas»71. Los aspectos más reseñables de estos sistemas procesales eran los siguientes: restricción de la autonomía de las partes y de la disponibilidad de las mismas sobre determinados bienes jurídicos; amplios poderes de los funcionarios públicos vinculados de una manera u otra con el desarrollo de los procesos, entre ellos, el de la adquisición de pruebas de oficio, poder para el que el juez no tenía prácticamente límite alguno72; preminencia de los intereses colectivos respecto de los intereses individuales; en teoría el juez estaba llamado a conocer la verdad material73, para lo cual –insisto en ello– disponía de todos los medios y herramientas posibles, también aquellos que iban contra los derechos subjetivos y las libertades de la persona, siempre con el argumento de la prioridad del estado sobre el individuo; en el supuesto de que no se llegara a la verdad sobre el mérito, la causa podía reabrirse; el tribunal no sólo tenía todos los poderes para buscar la verdad de los hechos, algo a lo que debían ayudar también las propias partes, sino que podía suprimir derechos de éstas, entre ellos, por ejemplo, el de prescindir de las alegaciones de las partes; podría también aceptar pruebas aportadas por terceros74; por último, el tribunal no se limitaba a administrar justicia, también tenía una «función educativa».

			No es necesario hacer ningún comentario, pues la mera enumeración de estas ideas se comenta por sí sola: la absoluta priorización del estado sobre el individuo es en sí una falacia totalmente contraria a la verdad, de modo que las concreciones de la misma, también en el ámbito del sistema procesal, no podían sino participar de esa iniquidad intelectual-doctrinal. En realidad, el modelo estaba viciado por su orientación, no a la búsqueda de la verdad en cuanto tal, sino de «aquella verdad» que debía emerger en cada caso, siempre con subordinación del interés individual al interés colectivo-estatal, que coincidía con el interés establecido según criterios marxistas-leninistas75: no se buscaba la verdad del individuo-persona, sino la preconstituida e ideologizada verdad marxista.

		

		
			

			
				 71 Vid. L. P. Comoglio, Stato di diritto e crisi dei modelli processuali nei sistemi di democrazia socialista: «Rivista di Diritto Processuale» 47 (1992) 240-283; id., Moralizzazione del processo e ruolo del giudice nell'evoluzione dei modelli processuali europei: «Rivista di Diritto Processuale» 70 (2013) 130-157; V. Denti, La giustizia civile. Lezioni introduttive, Bologna 1989, 66-75; M. A. Gurvic, Introduzione: profili generali del processo civile sovietico, en: ed. N. Picardi - A. Giulliani, Ricerche sul processo. I Il processo civile sovietico, Padova 1976; E. Silvestri, Appunti sulla giustizia civile della Federazione Russa: «Rivista di Diritto e Procedura Civile» 56 (2002) 1305-1322; M. Taruffo, Studi sulla rilevanza della prova, Padova 1970, 139-140.

			

			
				 72 «El fallo del tribunal debe basarse en las verdaderas y reales circunstancias del asunto, comprobados determinados medios establecidos por la ley. Ello significa que los hechos que constituyen la base de un fallo judicial, deben ser comprobados, conforme al sistema establecido y, por consiguiente, que no se admite el pronunciamiento de fallos basados en hechos no comprobados y en el conocimiento casual que el juez tuviere sobre ciertos hechos» (M. A. Gurvich, Derecho procesal civil soviético, en: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/2/674/2.pdf, 11, última consulta 20-V-2024).

			

			
				 73 Ibidem. 9: «Los tribunales, al conocer de los litigios y descubrir cualesquiera fallos en el trabajo de determinadas instituciones y funcionarios, las tergiversaciones burocráticas, la negligencia y la mala administración, adoptarán las medidas necesarias para corregirlas, señalándolas oportunamente a aquellos organismos y personas, dentro de cuya competencia se hallen las respectivas empresas e instituciones que hubieren cometido las infracciones… Asimismo, los tribunales llevan a cabo la educación jurídica, y desempeñan la tarea de propagandistas del Derecho Soviético y de la legalidad soviética, mediante la rendición de cuentas ante los electores. Lenin ha apuntado en repetidas ocasiones el enorme papel educativo de los tribunales soviéticos (Código Bases, art. 38)».

			

			
				 74 Cfr. D. Y. Maleshin, Riforma della procedura civile in Russia: L'aspetto socio-culturale, en: ed. N. Picardi - R Martino, Il Codice di procedura civile della Federazione Russa 2003, Bari 2007, 76.

			

			
				 75 Cfr. A. Catta, Giusto processo e verità della decisione…, cit. 39.

			

		


		
			4. Las peculiaridades del modelo procesal («institucional») canónico: especial referencia al proceso de nulidad del matrimonio


			El modelo procesal canónico tiene unas características propias que lo diferencian sustancialmente tanto de los modelos procesales del civil law –ello al margen de determinadas analogías que tienen que ver con el común origen romano-germano–, como sobre todo del modelo procesal del common law basado en el adversary system of litigation, y por supuesto, de los sistemas procesales de base comunista.

			Así, frente al advesary system que prescinde de la verdad en el desarrollo de los litigios –que incluso la desprecia, sustituyendo la verdad por la victoria en el juicio–, frente a la idea de verdad legal-formal del sistema del civil law –y la priorización que hace de la seguridad jurídica y de la certeza de las situaciones jurídicas frente a la justicia material la verdad sustantiva–, y no digamos frente a la «construcción» de «la verdad de estado» a la que se subordina el individuo y la propia verdad material también en los sistemas procesales comunistas, el sistema procesal canónico tiene en la verdad sustantivo-material el elemento que más lo define: ni la verdad subjetiva del que vence, ni la verdad formal-legalista, ni la verdad del estado comunista. La verdad a la que mira el proceso canónico es la verdad real-material-sustantiva76, verdad que se relaciona estrechamente con la salvación de las almas.

			Al servicio de esta verdad, y de esta salus animarum, está todo el proceso77. En efecto, el proceso canónico no tiene una naturaleza finalística en sí, sino instrumental respecto de la verdad78: El proceso tiende a «indagar, hacer manifiesta y hacer valer legamente la verdad»79, ello desde el inicio del proceso hasta el final del mismo80.

			Esta concepción del sistema jurídico-procesal canónico –y muy especialmente del proceso de nulidad, como de todos aquellos procesos que tocan el bien público de la Iglesia– tiene que ver con la llamada concepción «institucional» del proceso. Estamos ante una idea que de manera magistral81 desarrolló Pío XII en el ya clásico discurso de 1944, discurso que comporta la «positivación» de lo que se podría denominar «concepción institucional» del proceso canónico82.

			El proceso canónico no se concibe como un «contrato»83 o un«cuasi contrato»84, ni tampoco como mera «relación jurídica»85, ni como una «situación jurídica»86, sino una «institución jurídica»87; según esta «concepción institucional»88, el proceso se concibe como una sucesión ordenada de actos legítimos e interdependientes, dirigidos finalísticamente a un bien superior que es la salus animarum, suprema ley de la Iglesia (can. 1752). «Para ello, es fundamental que se cumpla de modo inmediato el papel de revelar la verdad: descubrirla, declararla, sancionarla, significa hacer justicia, dar a cada uno lo suyo. Ésta ha de ser la tendencia permanente de la realidad jurídica que llamamos proceso. Los sujetos que, como partes litigantes, se incorporan al proceso, se adhieren –explícita o implícitamente– con sus voluntades a esa idea que está fuera y por encima de ellos y a la que han de servir a lo largo de todo el despliegue de la actividad procesal, aunque alguna vez deseen ilegítimamente conculcarla»89.

			Todo el proceso, por tanto, se orienta a la búsqueda de la verdad y a la resolución de la controversia, aplicando la ley al caso concreto deducido en juicio90. Así, la observancia del contradictorio, la igualdad de los derechos de los litigantes, el sometimiento de todos al juez, y el de éste y todos a la ley…, «proporcionarán ese entramado de elementos que garantizará a todo proceso ser instrumento adecuado por su aptitud para servir la verdad y la justicia en la Iglesia»91.

			Esta verdad y justicia es la que habrá de ser declarada en la sentencia: el proceso será justo cuando busque la verdad en la instrucción, a través de una correcta aplicación de unas normas, mediante la participación de todos, todo lo cual se ha de plasmar en una decisión que, sólo si es verdadera desde criterios sustantivos-materiales, podrá ser considerada justa92; en otras palabras, se ha de pasar del justo proceso, a la sentencia justa93.

			Es decir, el proceso es visto como un instrumento al servicio de la verdad –no de los intereses privados de las partes, ya que éstos sólo son atendibles cuando se integran en ese «interés» sobrenatural que es la salvación de las almas–, acentuándose la obligación jurídica que tienen todos los que en él «participan» –cada uno según su configuración institucional– de actuar en el proceso de acuerdo con la verdad (pro rei veritate)94.

			Son tres, por tanto, los elementos claves de esta concepción institucional del proceso canónico: 1º/ El carácter finalístico de la verdad en el proceso; 2º/ La relación entre verdad y salus animarum; 3º/ La unidad de acción de todos los operadores jurídicos.

			Por lo que a la unidad de acción se refiere, en el citado discurso a la Rota de 1944, Pío XII indicaba cuáles eran los tres elementos que la caracterizaban:

			
				«Un unico scopo, un comune indirizzo di tutti verso questo scopo unico, un obbligo giuridico-morale di prendere e di conservare un tale indirizzo»95. Y él mismo concretaba: «nel processo matrimoniale il fine unico é un giudizio conforme alla verità e al diritto, concernente nel processo di nullità la asserita non esistenza del vincolo coniugale…In altri termini, il fine è l'accertare autorevolmente e il porre in vigore la verità e il diritto ad essa corrispondente, relativamente all'esistenza o alla continuazione di un vincolo matrimoniale… L'indirizzo personale si ha mediante la volontà dei singoli che hanno partecipato nella trattazione della causa, in quanto essi subordinano ogni loro pensiero, volere e atto nelle cose del processo al raggiungimento di quel fine. Se pertanto tutti i partecipanti seguono sostanzialmente questo indirizzo ne viene per naturale conseguenza la loro unità di azione e di cooperazione. Infine, il terzo elemento, ossia l'obbligo giuridico-morale di mantenere tale indirizzo, deriva nel processo matrimoniale del diritto divino»96.

			

			Por tanto, aquello a lo que tiende el proceso, el fin único, es buscar la verdad sobre el vínculo conyugal, buscar su «logos»; esta verdad tiene un contenido natural –una esencia, unas propiedades esenciales– que escapa la disponibilidad de los hombres –también de cuantos actúan en el proceso, desde las partes al juez–, contenido que ha sido definido por el Creador97: «quod Deus coniuxit, homo non separet» (Mt. 19, 6).

			Éste es el fin del proceso, y ésta es la verdad a la que tiende, el vínculo conyugal –«hecho» de naturalidad y sobrenaturalidad–, un vínculo con una entidad sólo susceptible de ser declarada –no se «constituye» ni se destruye en sede judicial–, no sometido a intereses meramente privados98 –los legítimos intereses personales de los sujetos, de las partes, no son intereses privados, sino intereses públicos, intereses que afectan a toda la comunidad eclesial, intereses que tienen una objetividad, una base ontológica–, y un vínculo que afecta a la salvación de las almas.

			Como se ve, estamos ante un fin del proceso que tiene mucho que ver con la misión y el fin mismo de la Iglesia –la salus animarum del homo viator99–, algo que es metajurídico, pero a cuyo servicio está ordenado todo lo jurídico en la Iglesia, también lo procesal100.

			Para conseguir este fin-finalidad hay que mantener la ya referida «unidad de acción». Esta unidad de acción ha sido considerada por la doctrina como una verdadera obligación jurídica, es decir, no es sólo reconducible a categorías éticas-deontológicas101, como ocurre en el ámbito civil. La unidad de acción se concreta, por tanto, en una obligación jurídica de participación dialéctica. La concepción institucional del proceso canónico obliga a establecer y garantizar un contradictorio verdadero, no una mera confrontación de intereses, sino una auténtica colaboración dialéctica en la búsqueda de la verdad, una colaboración simétrica y paritaria, que rehúya la conflictividad y los apriorismos.

			Este contradictorio se justifica mirando al fin al que sirve102. En efecto, la dialéctica del contradictorio encuentra su fundamentación, no en una norma positiva tendente a garantizar la igualdad de oportunidades a todas las partes –como ocurre en el adversary system–, ni es sólo expresión del ius defensionis –lo cual ya es en sí mucho, pues el ius defensionis tiene una base natural–; no se agota el contradictorio en sí, ni por sí mismo garantiza la justicia de la decisión, sino que el contradictorio y su dialéctica se justifica como garantía de que se ofrece el instrumento procesal más idóneo103 con el que hacer efectivo –y real– la verdad del vínculo conyugal104.

			Evidentemente, cuanto mejor esté desarrollado el contradictorio, el medio-instrumento será más idóneo. En este sentido, el CIC '83 ha supuesto un desarrollo en esta dialéctica del contradictorio, lo que refleja la voluntad del legislador de que las partes se comprometan con la verdad, compromiso que entra en la lógica de la corresponsabilidad eclesial105.

			Aunque sea a título meramente ilustrativo, podemos citar varios ejemplos de este intento del legislador por facilitar esta dialéctica del contradictorio:

			
					
					 La propia configuración de los títulos de competencia, sobre todo tras la reforma del Mitis Iudex, en donde se ha de reflejar el compromiso de las partes con la verdad, lo que les llevará a huir de la tentación de los «foros más favorables».

				

					
					 Las disposiciones mismas sobre la gratuidad de los procesos, tanto el criterio del art. 7 § 2 de la Ratio Procedendi como las legislaciones particulares106.

					
				

					
					 El hecho de que se requiera iniciativa de parte para activar el proceso (can. 1501: nemo iudex sine actore)107, así como la superación de las limitaciones de la legitimación para impugnar el matrimonio que imponía el CIC'17108.

				

					
					 La necesidad de dar traslado de la demanda de manera tempestiva al demandado, a fin de que pueda conocer los extremos de la misma (can. 1677 § 1, y el nuevo can. 1676 § 1).

				

					
					 La posibilidad de seguir adelante con el proceso una vez que el demandado, legítimamente citado, no participa en el mismo, estableciéndose la obligación de su declaración de ausencia, pero fijándose también que no es necesario para el ausente «sanar su contumacia», sino que su ausencia «se purga» con la presencia, lo que favorece la participación de ambas partes en el proceso109.

				

					
					 El derecho de los defensores de las partes a acudir a las declaraciones de éstas, de los testigos y peritos, así como el derecho a conocer –antes de la publicación de las actas– el contenido de las mismas (can. 1678 § 1 anterior, nuevo can. 1677 § 1).

				

					
					 El valor dado a la declaración de las partes (can. 1536, y el anterior can. 1679 y el nuevo can. 1678 § 1).

				

					
					 La obligación de las partes de decir íntegramente la verdad y la petición por el juez a las mismas del juramento de verdad (cann. 1531 y 1532).

				

			

			Estas normas –y otras muchas–, en sí, no son garantía de verdad del juicio110, aunque sí que ayudan a ello. A este propósito, me parece interesante la idea del profesor Arroba de reconducir la dialéctica procesal a criterios de «racionalidad dialógica», y también de corresponsabilidad eclesial111. Ni el proceso ni el juicio pueden quedar al margen de la lógica de la racionalidad, tampoco en lo que se refiere a la averiguación de los hechos. Si tal como decía S. Tomás, el «iudicium est actus rationis; dicere vel definire aliquid rationis est»112, si es la conclusión de un razonamiento113, al que se llega a partir de unos hechos probados y alegados, habrá que atender a la racionalidad de los mismos, y habrá que hacer que el contradictorio se desarrolle en esa lógica dialógica y argumentativa.

			En efecto, en el contradictorio la clave son los hechos, pues la verdad es fáctica, se hace de hechos. El problema es que cuando el litigio versa sobre asuntos como los que toca el proceso de nulidad, los hechos no surgen de modo pasivo, ni pacífico, sino con la colaboración de individuos concretos, implicados en su mayor parte en los mismos. Pues bien, la racionalidad dialógica del contradictorio comporta que las partes colaboren en el descubrimiento de los hechos, aportando neutralidad, desprovistas de las irracionalidades ligadas a la propia experiencia personal de sufrimiento, o del dolor por el desenlace final de la vida conyugal que se tuvo, o por la necesidad de obtener una sentencia que permita una regularización de la situación personal (o por tantísimas otras intencionalidades que subyacen en un proceso como el de nulidad del matrimonio).

			La racionalidad que debe verificarse en el contradictorio ha de ser una racionalidad argumentativa, procedimental, dialógica, cooperativa…114 La ética dialógica parte del presupuesto de que es posible alcanzar la verdad de los hechos, y obtener un consenso sobre los mismos –no un pacto que los cause, sino un consenso sobre lo que sucedió–, a través de la producción de argumentos destinados a ser aceptados por los interlocutores, y a producir la certeza en el juez115.

			Esta lógica interna de los argumentos, con la lógica externa de los hechos –con el testimonio múltiple sobre los mismos a veces, o con el criterio de contradicción o de explicación suficiente…– hará más verosímil la versión que se ofrece. En este sentido, esta colaboración dentro del contradictorio no comporta «crear» la verdad, sino descubrir la que existe116. Sí comporta, en cambio, esforzarse –fundamentalmente las partes y los testigos, y también tantas veces los patronos– por huir de subjetivismos, por hacer el esfuerzo de ponerse en el lugar del otro117, por comprender la etiología de la propia conducta, viendo hasta qué punto la misma se comprende desde el error o desde la patología, ver su objetividad, comprender que no se trata de un juicio «contra nadie, ni a favor de nadie», ni un juicio en el que se gane o se pierda, que no es un juego de fuerzas, ni de «pillos» o sagaces, ni un lugar de disputas…

			En relación con esto, la cuestión de la reconstrucción de los hechos no se agota –ni mucho menos– con el dolo, con la intención de engañar o no, ni se reduce a la obligación de decir la verdad o en la prohibición de engañar; en otras palabras, la cuestión de la verdad en el proceso de nulidad no es una cuestión que se agote con el discurso ético, pues no es una cuestión primariamente ética, sino una cuestión ontológica.

			Es evidente que todas esas actitudes dolosas, maquiavélicas, perversas… existen118, inciden en la instrucción de modo negativo –a veces obstruyéndola, otras tergiversándola, o incluso falseándola–, y sobre todo pueden influir en la decisión final, produciendo un grave daño a los demás y a uno mismo, y a la propia comunidad eclesial. Ahora bien, por una parte, no se puede desconfiar (ex ante) del que depone en juicio –el legislador no lo hace, al contrario, el can. 1678 § 1 nuevo viene a incidir en el valor de la declaración de las partes, hasta poder configurar prueba plena, si va acompañada de indicios y adminículos y otros elementos de prueba–, y por otra, la dimensión ética –al menos en mi experiencia forense– no es la más relevante y decisiva: las dificultades objetivas del asunto, la percepción diversa que cada parte tiene de lo que aconteció, la propia incapacidad para conocerse y descubrir en verdad la realidad personal e interpersonal, las dificultades de lenguaje, la diversa formación…, son aspectos sin duda más relevantes.

			Para vencer todas estas dificultades, las partes se suelen hacer ayudar –y desde el punto de vista de la búsqueda de la verdad es bueno que así sea– de los patronos, los cuales también están sometidos al criterio de la primacía de la verdad119, a la que sin duda pueden servir –y de hecho es normal que así sea– con criterios de buen obrar: en una concepción institucional del proceso, el ius postulandi no es una excepción sino una herramienta óptima que ayuda al descubrimiento de la verdad. Para que ello sea así, el patrono de una causa de nulidad debe ser muy consciente de que todo su ministerio ha de servir al fin primario de la verdad120.

			Otro dato clave en esta concepción institucional del proceso es la involucración del juez en el proceso, dirigiéndolo, especialmente en la investigacióninstrucción hacia la verdad. En efecto, en una concepción institucional del proceso, «el deber de dirigir cualquier esfuerzo para descubrir la verdad y establecer la justicia grava de modo peculiar al juez eclesiástico»121, visto como quaedam iustitia animata, como un ministerio que es un «ministerio de justicia, de verdad y de caridad para la Iglesia y en la Iglesia»122.

			El juez eclesiástico, por tanto, no es el árbitro que se limita a controlar las reglas del juego procesal del common law, ni el mero controlador de la legalidad formal o de la aplicación de la norma del civil law, ni es el investigador llamado a descubrir una verdad preestablecida de los sistemas soviéticos. El juez canónico está llamado a descubrir activamente la verdad, la verdad sustantiva-material. Para ello, debe echar mano de sus potencialidades humanas –madurez, equilibrio, dotes intelectuales– y sobrenaturales, a fin de llevar a cabo un recto ejercicio de su ministerio. A él le corresponde garantizar la finalidad y utilidad pública del proceso, no aplicando la ley por la ley, o llevando al juicio por el juicio, sino haciendo que ley-proceso y juicio estén al servicio de la verdad.

			La concepción institucional del proceso encuentra en el can. 1452 § 2 una de sus fuentes principales123. En efecto, se trata de una norma clave del proceso canónico, y cuyo reflejo en la praxis forense en los procesos de nulidad es constante y determinante. El contenido del mismo es éste: el juez puede y debe suplir la negligencia de las partes en el aducir pruebas u oponer excepciones, actuando de oficio, siempre que ello sea necesario para evitar una sentencia gravemente injusta. Obsérvese que el art. 239 de la Dignitas Connubii habla de sentencia «injusta», no exige que sea «gravemente injusta», seguramente porque, tratándose de los procesos de nulidad, si la sentencia es injusta, quiere decir que es contraria a la verdad, en concreto, contraria a la verdad del vínculo conyugal, y en cuanto tal, es gravemente injusta (aquí ya no cabe intensidad o ponderación negativa mayor que la injusticia)124. Por otra parte, hay que indicar también que el art. 238 de la Dignitas Connubii señala que el juez debe tener cuidado de no dictar el decreto de conclusión de la causa si considera que queda algo por indagar para que la causa pueda considerarse suficientemente instruida, en cuyo caso, tras oír al defensor del vínculo125, ordenará que se complete lo que falta; esta norma, reflejo del principio inquisitivo, completa el can. 1452 y nos recuerda las amplias facultades que el juez tiene en relación con la recogida de pruebas; de acuerdo con esta norma, el juez puede llamar de oficio a testigos u ordenar la asunción de nuevas pruebas (can. 1600 § 1, 3º).

			Esta intervención del juez en los procesos de nulidad viene justificada, no por ningún criterio meramente formal o de derecho positivo, ni siquiera por el criterio de la ratio peccati, sino por el criterio más sustancial de la justicia126 y de la verdad del pronunciamiento127, y por el hecho de que el juez eclesiástico, con su decisión final, se «entromete» en una realidad teológica, vital y operativa, cuya declaración contrasta con la verdad existencial establecida por Dios, con consecuencias en el plano eclesial, y sobre todo, en el plano de la gracia y de la santificación128. Ésta es la gran responsabilidad del juez, aunque de la misma también participan –precisamente por esta concepción institucional del proceso de nulidad– todos cuantos actúan de una manera u otra en dicho proceso.

			La relación entre las partes y el juez respecto del objeto del proceso no es de paridad –de hecho el juez es un órgano super partes–, pero sí de alteridad, lo que se traduce en la necesidad de que las partes mantengan un criterio de lealtad129. Las partes deben tener muy presente –y sus patronos también– que la actuación del juez en el proceso no persigue contrariarlas, ni dañar sus expectativas, sino que el juez –si actúa correctamente y con criterios de estricta verdad y justicia130– se convierte en un verdadero «colaborador y protector» de sus derechos sustanciales y procesales, pues en este campo las expectativas privadas de las partes y el interés público se retroalimentan recíprocamente, y es que en el proceso, los intereses privados y los públicos no se «enfrentan» sino que se «encuentran»131.

			La experiencia de la praxis forense de cada día me confirma que esta intervención de oficio del juez ayuda a que la referida racionalidad dialógica que debe marcar el contradictorio efectivo del proceso de nulidad del matrimonio se desarrolle en términos más idóneos y operativos (siempre desde la óptica de la verdad). En realidad, los únicos límites a esta gran prerrogativa del juez son los que impone su independencia e imparcialidad132, y los propios impuestos por la necesidad de garantizar el contradictorio y el derecho de defensa133.

			Permítase un apunte sobre la relación entre imparcialidad y verdad134. Se ha dicho que el juez tiene grandes facultades respeto a la instrucción en el proceso de nulidad, pero éstas no anulan su imparcialidad, al contrario, la hacen eficaz, pues le otorgan un roll activo: no se debe confundir la necesaria imparcialidad con la consideración del juez como una especie de tercero respecto del objeto de la causa135: el juez no es un tercero, ni puede ser neutro, ni indiferente, ni equidistante respecto del objeto del proceso. La imparcialidad del juez mira a la verdad: es una condición necesaria, aunque no suficiente, de la verdad. La imparcialidad del juez no se agota por el hecho de que el juez no esté en ninguno de los supuestos de inhibición-recusación. La imparcialidad del juez se dirige a un fin determinado: la búsqueda de la verdad. Un juez parcial no descubrirá la verdad, pues se dejará condicionar, durante el curso del proceso y en la decisión final, por factores extraños a la verdad (por ejemplo, interés en la causa, los prejuicios, relaciones de diverso género con las partes, o con terceros relacionados con ellas). Por tanto, el juez es realmente imparcial en cuanto busca de manera objetiva la verdad de los hechos, respetando la verdad de los fundamentos jurídicos, y fundamentando sóla y exclusivamente en ello la decisión.

			Desde este punto de vista, la búsqueda de la verdad es un elemento esencial de la imparcialidad136. Por ello, no tiene sentido argumentar que el juez sólo puede ser imparcial cuando no se involucre en la instrucción; esta es la idea que se ha trasladado al proceso penal, disociando la fase instructoria y la decisoria, y también es algo que en la praxis se está haciendo en gran parte de los tribunales de la Iglesia, en los que el instructor no forma parte luego del colegio decisor137.

			Mi parecer es contrario a la praxis y a su fundamento. Si las partes, con su sola iniciativa, estuvieran en condiciones de investigar la verdad, quisieran hacerlo y pusieran todos los medios para este fin –y además lo hicieran ambas– el juez podría permanecer pasivo. La realidad dista mucho de ser así138: las partes no siempre están en condiciones de buscar la verdad, ni siempre lo pretenden, ni siempre usan los medios más idóneos. Por otra parte, no está probado que el juez que ejercita sus poderes instructorios pierda por ello la propia imparcialidad; así ocurriría si estas facultades instructorias las ejercitara de modo «parcial» –pretendiendo favorecer a una de las partes–, pero no si el juez las usa imparcialmente, esto es, con un fin objetivo: la verdad. Es evidente que las pruebas practicadas de oficio por el juez pueden tener una influencia en la decisión –ocurre frecuentemente–, decantando ésta quizás hacia los intereses de una parte frente a los de la otra, lo que no lo convierte en parcial. Es la sustantividad de los hechos, su verdad, la que decanta la controversia en un sentido o en otro, no el juez. En resumen: para ser imparcial el juez no está obligado a ser pasivo o neutral o equidistante en el ámbito del proceso139: la imparcialidad no es pasividad, sino actitud activa en el juicio y en la estructura judicial, posicionamiento activo hacia la verdad.

			Una última consideración sobre el valor de las formalidades en una concepción institucional del proceso. En lo que se refiere al desarrollo del proceso, la experiencia secular ha ido adquiriendo la conciencia de la necesidad de un oportuno formalismo140. Se puede afirmar que el formalismo es una irrenunciable exigencia de la verdad141, de ahí su necesidad en la administración de justicia142. También en el proceso canónico las formas son instrumentos que sirven para hacer más accesible la verdad, a veces incluso más humana, ello a condición de que las formas se usen bien. En realidad, los actos del proceso tienen una formalidad que tiene que ver con la seguridad jurídica, con la certeza, con el derecho de defensa…, en definitiva, con la verdad, aunque la relación con ésta sea indirecta o mediata.

			En los procesos canónicos se evidencia una dialéctica entre la verdad, que obliga a un cierto y recto formalismo, y la justicia, que impone una conveniente simplicidad ritual. Esta dialéctica hace que, en relación a las formas procesales, se eviten las dos grandes tentaciones: la tentación del formalismo, que hace de la forma casi un fin en sí, o la tendencia tan «moderna» de prescindir de las formas sin un mínimo criterio, de pasar por encima de las normas procesales –que, recordemos, son indispensables incluso para el legislador particular–, bien porque se desprecian, bien porque se ignoran, bien porque se usan con arbitrariedad, o bien porque conscientemente se consideran lesivas de la libertad o de la pastoral. Es evidente que las formas sirven a la verdad, y también lo es que el formalismo puede obstruirla, como también puede ser un obstáculo a la misma la «formafobia» o el «formacidio». Si las formalidades procesales se alejan de su ordenación al fin último del descubrimiento de la verdad se vuelven informales, inmóviles, estériles143.

			El formalismo asume en la Iglesia un sentido muy singular, en la medida en que no puede ser comprendido como un medio «autónomo» para lograr, mediante una legalidad exclusivamente positiva, la verdad (a través del mecanismo de la certeza), sino que debe entenderse exclusivamente como un instrumento –precioso ciertamente y raramente insustituible– para tutelar, a través de la actividad procesal, la certeza humana y de derecho divino; en este sentido, si no contribuyera a este fin –sólo en este caso–, podría (incluso debería) ser abandonado, pues el formalismo encarnado en legalidad positivista, en sí, si se aleja de la certeza y de la verdad, no es un bien a proteger en el derecho eclesial, tampoco en el derecho procesal.

			El respeto a las formalidades, por sí mismo, no garantiza la calidad de la decisión final, pero sí que ayuda. Igualmente, el abandono de las formas tampoco garantiza que la decisión sea justa, pero sí que dificulta el mecanismo, sobre todo porque se corre el riesgo de «reducir el proceso a “un arreglo” paternal o pastoral, …a un figurín o simulacro de proceso»144. Las formalidades del proceso son necesarias, favorecen el descubrimiento de la verdad –por ello fueron configuradas por el supremo legislador, y purificadas durante siglos–, desde luego mucho más que el abandono de las mismas145, de ahí que considero oportuno no fomentar –en muchos ámbitos incluso forenses se está haciendo– una desafección procesal. En ocasiones se esgrime el «uso alternativo de las formas» como una condición para un desarrollo diligente de los procesos; mi experiencia me dice que, ni el respeto a las formas equivale a lentitud en el desarrollo del proceso –más bien todo lo contrario–, ni el abandono de las mismas equivale a celeridad. Las formas y el respeto de las mismas no es un fin en sí, aunque sí que es un medio para conseguir de manera más idónea el fin al que se ordena la forma: la verdad146.

			Para concluir: frente a los sistemas procesales analizados, en el sistema procesal canónico en general, y en el proceso de nulidad del matrimonio en particular, la clave es la verdad. Todos los operadores jurídicos están comprometidos en su búsqueda, conscientes de que –según expresión del Papa Benedicto XVI a la Rota romana en 2007147– buscando la verdad procesal nos encontramos con la verdad del matrimonio y con la verdad de la familia y, al encontrarnos con ella, afirmamos el valor de la justicia y de la caridad148.

			Dicho cuanto precede, permítanse algunas ulteriores concreciones de la vinculación de los diversos operadores jurídicos con la verdad durante el desarrollo del proceso de nulidad.

		

		
			

			
				 76 Cfr. M. J. Arroba Conde, Diritto processuale canonico, Roma 2012, 40); E. Di Bernardo, Modelli processuali…, 677-68: «Il fine supremo…consiste principalmente nell'accertamento della verità reale, oggettiva dei fatti…Di conseguenza, nel processo canonico la nota dicotomia tra verità formale (detta anche “giudiziale”) e verità materiale (detta anche “materiale” o “empirica”) non gode di alcuna ragionevole consistenza: esiste una ‘unica verità che deve essere ricercata… Pertanto, se nei modelli processuali di civil law, a tutela della certezza del diritto e nell'ottica del giusto processo, si è inclini a ritenere esaustivo il raggiungimento de una verità meramente processuale…, nel modello canonico l'entità del favor veritatis è di gran lunga superiore al principio della certezza del diritto, essendo corollario inscindibile della stessa nozione di giustizia»; «l'ordinamento canonico non si accontenta mai della mera “verità processuale”, dinnanzi alla quale spesso i giudici secolari debbono arrestarsi a tutela del principio di certezza del diritto, ma si propone di perseguire - per quanto umanamente possibile - la “verità vera”. In definitiva, è proprio il raggiungimento della “verità vera” che costituisce, al tempo stesso, ragione e obbiettivo del “giusto processo”» (G. Dalla Torre, Qualche riflessione su processo canonico e principio del «giusto processo»”, en ed. J. Kowal - J. Llobell, «Iustitia et iudicium». Studi di diritto matrimoniale e processuale canonico in onore di Antoni Stankiewicz, Città del Vaticano 2010 vol. 3,1307).

			

			
				 77 «La Chiesa è consapevole che la missione affidata da Gesù Cristo ha come scopo ultimo la salvezza delle anime (can. 1752)…Questa consapevolezza comporta un'impostazione normativa del processo canonico in cui la ricerca dell'aderenza dei provvedimenti (giustizia formale) alla giustizia sostanziale (verità tout court) diventa obiettivo prioritario da raggiungere tramite gli istituti processuali» (J. Llobell, Processo canonico ordinario: «Digesto delle Discipline Privatistiche. Sezione Civile» 15, Torino 1997, 30).

			

			
				 78 «Un problema si pone quando l'attenzione si concentra tutta e sola sul procedimento, nella convinzione anch'essa tutta e solo formale che il rispetto di una successione iterativa, ordinata e logica di atti garantisca un giusto risultato, a modo de presunzione. Così, almeno implicitamente, il paramento della giustizia e verità di un giudizio non è più posto in un principio estrinseco, nella sua corrispondenza (o non corrispondenza) alla realtà e alla giustizia, ma nel rispetto dei principi del giusto processo, inteso come un insieme organico di decisioni la cui struttura è definita dalle norme giuridiche e dal sistema di ruoli che vi interagiscono. E inesorabilmente il processo, pur logicamente autonomo rispetto al giudizio, finisce per “inglobare” lo stesso giudizio…si perviene così ad una sorta de eterogenesi dei fini, per cui il processo non è più strumentale al giudizio, ma è il giudizio, si giustifica in sè» (A. Bettetini, Verità, giustizia, certezza: sulla cosa giudicata nel diritto della Chiesa, Padova 2002, 8-9).

			

			
				 79 Pío xii, Discurso a la Rota romana de 2 de octubre de 1944: «AAS» 36 (1944) 287.

			

			
				 80 Cfr. Juan Pablo ii, Discurso a la Rota romana de 4 de febrero de 1980, en: A. Lizarraga Artola, Discursos pontificios…, cit., 384.

			

			
				 81 Así es como Juan Pablo II calificó el citado discurso en su alocución a la Rota romana de 25 de enero de 1988 (cfr. Ibidem, 423, n. 2).

			

			
				 82 Cfr. J. Llobell, J., Il patrocinio forense e la «concezione istituzionale» del processo canonico, en: ed. P. A. Bonnet-C. Gullo, Il processo matrimoniale canonico, Città del Vaticano 1994, 451;Vid. L. Botek, Le esigenze morali per gli avvocati nella Chiesa in una visione istituzionale del processo canonico, Roma 1996, 38-56.

			

			
				 83 Hoy esta idea ya no la sostiene nadie, menos en el ámbito canónico: el proceso pertenece –de una manera u otra, también los procesos civiles– al derecho público, por tanto, las partes interesadas no pueden disponer de él por su propia cuenta, como si de un contrato privado se tratara.

			

			
				 84 La idea del proceso como «cuasicontrato» vendría a ser algo así como lo que sigue: el consentimiento expreso –el que se da en los contratos– no es el único que origina obligaciones, sino que hay obligaciones que brotan de un consentimiento tácito o presunto; esto último es lo que ocurre en los cuasicontratos; cuando las partes fijan la litis –y establecen el objeto de la misma–, hacen nacer, implícita o tácitamente, una serie de derechos y obligaciones que el proceso origina. Esta idea tampoco se puede sostener en el ámbito canónico: la presencia del juez desde el inicio del proceso –al aceptar la demanda, citar al demandado, fijar el dubium, al proceder a su eventual modificación–, durante el curso del mismo –dirigiendo la instrucción…– y hasta la decisión final evidencia que el proceso canónico pertenece a lo que podríamos llamar «derecho público», de hecho, las consecuencias que del mismo se derivan rebasan completamente la fuerza generativa de vínculos de las partes. No sólo las partes no pueden modificar las reglas del juego del proceso, ni siquiera el propio legislador particular, de ahí la prohibición de dispensa de las leyes procesales que establece el can. 87 § 1 (Vid. F. Carnelutti, Sistema di diritto processuale civile, Padova 1936, vol. 1, 51-58; S. Palazzolo, v. Rapporto giuridico: «Enciclopedia del Diritto» 38 [1987] 307-309).

			

			
				 85 En cuanto tal, esta teoría se inicia con Von Bülow y con Wach; la idea es que las partes entre sí, y éstas con el juez, y viceversa, tienen una serie de derechos y obligaciones, que brotan precisamente de esas relaciones; por ejemplo, las partes tiene derechos y deberes tales como comparecer, contestar, probar, defenderse, aceptar el fallo; el juez, por su parte, tiene que escucharlas, dirigir el proceso, debe pronunciar un fallo; si sólo existieran las partes, entre ellas mismas, no podrían demandar ningún derecho del juez. Hay derechos y obligaciones que sólo competen a las partes, sin embargo, al producirse y ejercitarse en presencia judicial, quedan sometidas al poder judicial; este juego de equilibrio entre poderesderechos-obligaciones de las partes y del juez es lo característico del proceso, que se concebiría como una relación jurídica: Vid. O. Bülow, Die Lehre von den Prozensseinreden und die Prozessvoraussetzungen, Giesen 1868; F. Carnelutti, Sistema di diritto processuale..., cit., 870-906; G. Chiovenda, Principi di diritto processuale civile, Napoli 1928, 83-100; L. Kholer, Der Prozess als Rechtsverhältnis, Mannheim 1888; en el ámbito canónico, por ejemplo F. Della Rocca, Istituzioni di diritto processuale canonico, Torino 1946; F. Roberti, De processibus, Roma 1941, vols. 1-2: Vid. E. Di Bernardo, Il Cardinal Roberti e la teoria del rapporto giuridico processuale. Linee evolutive, Città del Vaticano 2008, 95-114; en las páginas 233-256 la autora explica cómo la teoría de la relación jurídica evolucionó hacia la teoría del proceso como institución jurídica.

			

			
				 86 Esta idea fue iniciada por Kholer, para quien «la situación jurídica» es como una etapa en el contexto genérico o en el desarrollo del derecho subjetivo: por ello habla de la «situación jurídica» como una relación de justicia incompleta, en vía de formación (vid. J. Kholer, Der prozess als Rechtsuerhältnis…, cit., Mannhein 1888). Esta idea del proceso como situación jurídica fue desarrollada por Goldsmidt sobre la base del desarrollo del concepto de rechtslage (situación jurídica), la cual se constituye de posiciones subjetivas (derecho y deberes procesales), teniendo presente las variadas situaciones de ventaja y desventaja de las partes en el proceso, partes que tiene la esperanza de obtener una sentencia favorable; Vid.J. Goldschmidt, Der prozess als Rechtsuerhältnis, Berlin 1926; sobre el desarrollo de esta teoría vid. E. T. Liebman, L'opera di J. Goldschmidt e la teoría dell rapporto processuale: «Rivista di Diritto Processuale» 5 (1959) I, 328-343.

			

			
				 87 En España la teoría del proceso como «institución jurídica» fue introducida por Guasp, con la finalidad de aumentar los poderes del juez en relación con la búsqueda de la verdad; para ello, Guasp sostenía la necesidad de potenciar la iniciativa judicial en el ámbito probatorio, haciéndola compatible con la iniciativa de las partes, dirigida ambas iniciativas al descubrimiento de la verdad (vid. J. Guasp, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, vol. 1, Madrid 1948); en el ámbito canónico, los primeros defensores de esta concepción institucional del proceso fueron, Cabreros de Anta, Moreno Hernández y De Diego-Lora (M. Cabreros de Anta, Comentarios al Código de derecho canónico, en: ed. S. A. Morán - M. Cabreos de Anta, vol. 3, Madrid 1964, 564; M. Moreno Hernández, Derecho procesal canónico, Barcelona 1975, vol. 1, 9-10; C. De Diego-Lora. Independencia y dependencia judiciales en el nuevo Código, en: id., Estudios de derecho procesal canónico, vol. 4, Pamplona 1990, 92-95; C. de Diego-Lora - R. Rodríguez-Ocaña, Lecciones de derecho procesal canónico. Parte general, Pamplona 2003, 177-181).

			

			
				 88 La idea del proceso como institución jurídica tiene como uno de sus defensores a Guasp. Para él, las partes tienen una serie de derechos y deberes que brotan del proceso en cuanto tal: por ejemplo, tienen el deber moral y jurídico de no faltar a la verdad, de no actuar dolosamente, de colaborar…; no sólo las partes, también terceros tienen una serie de derechos y deberes que brotan también del proceso en sí: por ejemplo, deben aportar la verdad si así se les requiere (por ejemplo, como testigos). También el juez tiene unos derechos que brotan del proceso: el juez recibe una potestad, y con ella una atribución; esa potestad no es algo meramente autónomo del juez, sino que está íntimamente dependiente de la obligación; por ejemplo, si tiene la obligación de fallar, ha de tener la potestad de hacerlo; todo ello, potestad y obligación, nace del proceso en cuanto institución.

				La «institución jurídica» se compone de dos ideas fundamentales: la idea objetiva, que está fuera de los sujetos; y la voluntad de los sujetos de adherirse a esa idea objetiva para su realización. De acuerdo con ello, el proceso va más allá de las pretensiones legítimas de cada sujeto, tiene una realidad objetiva; los sujetos –que entre ellos están en una situación de igualdad– se encuentran en una situación de subordinación respecto del ordenamiento; esta idea de jerarquía es esencial a la concepción institucional del proceso. El proceso no se ve «afectado» por el contenido de las voluntades de las partes litigantes. Hay una unidad superior que está por encima. En el proceso hay elementos de poder y elementos de deber. El proceso debe someterse a la ley procesal, que tiene una naturaleza pública, debe estar regido por una serie de principios de modo que esa idea objetiva se realice con facilidad y ofrezca garantías de justicia a las partes; esta ley procesal, por ejemplo, fijará las condiciones que deben reunir tanto el juez, como las partes, incluso terceros, para poder participar en el proceso.

			

			
				 89 C. de Diego-Lora - R. Rodríguez-Ocaña, Lecciones de derecho procesal canónico…, cit., 180.

			

			
				 90 Cfr. E. Di Bernado, Il Cardinale Roberti e la teoria del “rapporto giuridico processuale”…, cit., 241.

			

			
				 91 C. de Diego-Lora - R. Rodríguez-Ocaña, Lecciones de derecho procesal canónico…, cit., 181.

			

			
				 92 A diferencia de lo que acontece en los ordenamientos modernos positivistas, no vale «una verità sufficiente, quindi ben lontana da quell'adeguamento della cosa e dell'intelletto di cui trattano teologi e canonisti, e che è solo verità legale, con proprietà definita “la terza dimensione, tra errore e verità, che si accetta per comodità sociale” (R. Danovi, L'indipendenza dell'avvocato, Milano 1990, 257). Diversa è dunque la posizione del diritto ecclesiale. Anche qui il giudice deve giudicare secondo diritto, ma è un diritto che, se in modo immediato dipende dalla potestas del legislatore…, tuttavia trova il suo fondamento ultimo…nella legge eterna, in quel diritto divino che costituisce il criterio di autenticità e di verità di ogni norma nella Chiesa. È pertanto giusto ciò che è vero, conforme al diritto divino e, derivatamene da questo, alla natura dell'uomo nel su rapporto relazionale con gli altri» (A. Bettetini, Verità, giustizia, certezza: sulla cosa giudicata nel diritto della Chiesa, Padova 2002, 237).

			

			
				 93 Cfr. Ibidem, 6-8.

			

			
				 94 «Per «concezione istituzionale» intendiamo l›obbligo giuridico per tutti quanti intervengono nel processo canonico di agire secondo la verità; obbligo dal quale scaturiscono condotte –che saranno qualificabili come giuste o ingiuste– e che consente di esigere l›adempimento delle prime e di vietare le seconde, mediante le opportune sanzioni qualora sia provata la violazione de uno di tali doveri» (Llobell, J., Il patrocinio forense e la «concezione istituzionale» del processo canonico, en: ed. P.A. Bonnet - C. Gullo, Il processo matrimoniale canonico, Città del Vaticano, 1994, 451-452).

			

			
				 95 Pío xii, Discurso a la Rota romana de 2 de octubre de 1944, cit, n. 34, 282.

			

			
				 96 Ibidem, n. 35.

			

			
				 97 El objeto del proceso no es un derecho de una parte al que corresponda una obligación de la otra, sino la declaración de la verdad de un hecho jurídico, si éste tuvo o no los elementos sustanciales y formales requeridos para su validez; por tanto, «non si trata di rivendicare un diritto nei congronti de un altro soggetto, quano invece di ottenere una dichiarazione che uno stato personale è sorto o meno, e quindi con identiche conseguenze –su questo oggetto formale e sostanziale- per entrambi i noniugi, e per entrambi le parti» (G. Boni, Il diritto del fedele al giudizio (can. 221 § 1 CIC): verità e salus animarum, en: ed. P. A. Bonnet - C. Gullo, Il giudizio matrimoniale dopo l'istruzione “Dignitas Connubii”. Parte Prima: i principi, Città del Vaticano 2007, 140).

			

			
				 98 Cfr. C. De Diego-Lora, La tutela procesal de los derechos en la Iglesia: «Ius Canonicum» 34 (1994) 60.

			

			
				 99 Cfr. D. Composta, La salus animarum scopo del diritto della Chiesa, en: Aa.Vv., La legislazione canonica, Roma 1983, 243-260.

			

			
				100 Cfr. F. Della Rocca, Nuovi saggi di diritto processuale canonico, Padova 1988, 23.

			

			
				101 Cfr. F. Della Rocca, Saggi di diritto processuale canonico, Padova, 1961, 128.

			

			
				102 Vid. Capítulo 1: II. 2. El principio del contradictorio procesal y el principio del ius defensionis.

			

			
				103 G. Boni, Il diritto del fedele al giudizio (can. 221 § 1 CIC) …, cit., 101; P. Bianchi, Il servizio alla verità nel processo matrimoniale: «Ius Canonicum» 57 (2017) 97-98.

			

			
				104 Cfr. E. Di Bernado, Il Cardinale Roberti e la teoria del “rapporto giuridico processuale”…, cit., 242.

			

			
				105 M. J. Arroba Conde, Diritto processuale canonico…, cit., 164: «le decisioni giudiziali vengono fornite con la collaborazione all'atto giuridico finale (la sentenza) da parte dei soggetti passivi della giurisdizione (le parte). Ciò ridimensiona il principio di potestà, mettendo in evidenza altri principi canonici, strettamente legati tra loro: il principio teologico della corresponsabilità ecclesiale, il principio etico della scoperta dialogica della verità ed il principio giuridico del contradittorio che assume un profilo specifico nel processo canonico, in quanto viene inteso come collaborazione simmetrica a paritaria alla formazione della decisione finale».

			

			
				106 Vid. Capítulo 5: II. 6.2.9. Los costes del proceso y la gratuidad.

			

			
				107 Aunque en el caso del proceso de nulidad pudiera ser también la parte pública (cuando la nulidad se haya divulgado y no sea posible o conveniente su convalidación, can. 1674 § 1, 2º), dato éste que también refleja hasta qué punto el proceso no se circunscribe (con exclusividad) a las partes, ni siquiera en lo que a su activación se refiere.

			

			
				108 En relación con la legitimación activa, si ambos cónyuges actúan como litisconsortes activos, el contradictorio se salva por la presencia del defensor del vínculo: vid. C. M. Morán Bustos, El derecho de impugnar el matrimonio. El litisconsorcio activo de los cónyuges, cit., 323-340. Igual acontece en el nuevo proceso brevior ante el obispo, pues uno de los requisitos del can. 1683 es la demanda conjunta de ambos cónyuges, lo que origina un litisconsorcio activo, bien inicial o sucesivo.

			

			
				109 Cfr. C. M. Morán Bustos, La parte voluntariamente ausente del proceso de nulidad: «Curso de Derecho Matrimonial Canónico para Profesionales del Foro», vol. 18, Salamanca 2007, 135-146.

			

			
				110 G. Boni establece una distinción muy correcta entre el juicio y el proceso, aquella que media entre el fin y el medio mejor para conseguirlo (cfr. G. Boni, Il diritto del fedele al giudizio…, cit., 101-107); «prima il processo, poi il giudizio; il giudizio, si suole dire, è cioè il prodotto del processo ed il processo è il mezzo che l'uomo ha a disposizione per addivenire ad un giudizio… Il processo non attribuisce immancabilmente al giudizio il prisma dell'infallibilità: é il dramma dell'errore e del processo iniquo; dramma direttamente dipendente dalla problematica essenziale della giustizia e della verità, e dalla insufficienza radicale dell'uomo a raggiungerle in modo incontestabile. Il processo non garantisce pertanto un giudizio giusto: se rettamente condotto può essere foriero della verità processuale, ma talora viene frustrato anche questo più limitato obiettivo. Tale disincantata constatazione, tuttavia, non può cagionare la ripulsa del processo e del giudizio sul medesimo basato, essendo l'uomo chiamato a confrontasse con la sua umanità…E nell'ordinamento canonico...la sete inestinguibile della verità sostanziale al di là di quella processuale e la ripugnanza per tutto ciò che è contra veritatem devono rappresentare perennemente la nota caratterizzante del processo e del giudizio che degnamente lo conclude. Si tratta, come detto, di una tensione e di una ricerca appunto della verità che invece nella sua assolutezza sta in mente Dei; nel processo, che pur no offre la matematica certezza di raggiungere tale verità assoluta, si catalizza questo sforzo dell'uomo» (G. Boni, Il diritto del fedele al giudizio …, 101-103).

			

			
				111 Cfr. M. J. Arroba Conde, Prova e difesa nel processo di nullità del matrimonio canonico. Temi controversi, Lugano 2008, 41-74; para un estudio muy detallado vid. E. Di Bernardo, Accertamento razionale dei fatti nella fase probatoria Roma 2002, 53-72; id., Il ruolo della logica nel contesto probatorio dell'accertamento dei fatti nel processo canonico: «Apollinaris» 83 (2010) 459-496.

			

			
				112 S. Thomae, Summa Theologiae, II, II, q. 60, a. 1.

			

			
				113 La idea de la sentencia como la conclusión de un razonamiento lógico fue muy desarrollada por Calamandrei: vid. P. Calamandrei, La genesi della sentenza civile, en: Studi sul processo civile, vol. 2, Padova 1930, 3-4.

			

			
				114 «La ratio e la struttura dialogica del processo –fondata sull'allegazione, sulla discussione e il confronto dimostrativo delle opposte posizioni rimesse ad un giudice indipendente e imparziale in un contesto di uguaglianza e pari opportunità tra le parti e di pubblicità degli atti– assicura la misura più efficiente e sperimentata per una dichiarazione comprovata e attendibile. Le formalità richieste allora sono esigenze di cautela e funzionalità del meccanismo processuale… La validità del matrimonio è un bene sociale e pubblico che richiede la necessaria costatazione nel foro esterno con gli strumenti adeguati. La “razionalità dialogica” del processo non è solo un mezzo o una misura legale, esprime uno spirito e un metodo, universalmente riconosciuti e apprezzati, di rispetto del diritto di difesa» (M. del Pozzo, I principi del processo di nullità matrimoniale, cit., 293 y 295-296).

			

			
				115 Cfr. M. J. Arroba Conde, Diritto processuale canonico, Roma 1996, 368.

			

			
				116 «La procedura giudiziale ordinaria è la più adeguata alla delicatezza dei fatti da accertare, perché la partecipazione dei coniugi si prospetta in essa secondo il principio del contraddittorio. É da tempo che anche tra i processualisti non canonisti più accreditati, il contraddittorio non si interpreta in connessione esclusiva con il diritto di difesa ma con le esigenze di accertamento razionale. Nel nostro caso, oltre ad essere lo strumento pastorale di discernimento più accreditato nella storia della Chiesa, è chiaro che il contradditorio tra i coniugi, proprio del processo giudiziale, è il metodo più ragionevole e utile per conoscere e discernere sui fatti di proiezione interpersonale» (M. J. Arroba conde, Le proposte di snellimento dei processi matrimoniali nel recente sinodo, en: ed. L. Sabbarese, Sistema matrimoniale canonico in Synodo, Città del Vaticano 2015, 81).

			

			
				117 «Essendo lo scopo principale del processo l'accertamento dei fatti dubbi e controversi, esso deve essere realizzato attraverso una attività dialogica e razionale, che di per sé implica una necessaria corresponsabilità –condivisa da ogni singolo partecipante al giudizio– nell'accertamento della verità sostanziale. L'impegno richiesto postula una collaborazione supportata dalla capacità comunicativa della ragione, la quale, attraverso l'intermediazione del dialogo, permetta a ciascuno di collocarsi nella prospettiva dell'altro, specialmente del più debole, scoprendo autocriticamente le distorsioni particolaristiche e soggettivistiche della propria visione delle cose» (E. Di Bernardo, Il Cardinal Roberti en la teoria del “rapporto giuridico” …, cit., 244).

			

			
				118 Ya Pío XII las denunciaba en el discurso de 1944 cuando afirmaba que «non è lecito di costruire fatti non esistenti, dare agli esistenti una infondata interpretazione, negarli, confonderli od offuscarli. Tutto ciò contrasterebbe col servizio da prestarsi alla verità, cui obbligano la legge di Dio e il giuramento dato» (Pío xii, Discurso a la rota romana de 1944…, cit., 288.
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